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Presentación

Impunity Watch (IW) es una iniciativa internacional de investigación e incidencia 
política que busca reducir la impunidad en casos de graves violaciones a los derechos 
humanos en países post-conflicto en los que la impunidad constituye una amenaza 
para la paz sostenible y la (re)construcción de un estado democrático de derecho.

El trabajo de IW comprende 3 distintas estrategias de intervención. La primera es 
la realización de una investigación y análisis riguroso de los factores que inciden en 
la impunidad en determinados países post conflicto, partiendo de una metodología 
especialmente diseñada por IW para este propósito. Sobre la base de los hallazgos 
de investigación se pasa a la formulación de recomendaciones y propuestas de 
políticas públicas mediante un proceso de consulta con actores variados de sectores 
claves –Estado, sociedad civil y comunidad internacional– relevantes a la temática. 
Posteriormente se inicia un trabajo de cabildeo y lobby a nivel nacional e internacional 
para promover la implementación de las recomendaciones elaboradas. Los hallazgos 
de la investigación también forman la base para sistemas de monitoreo para medir 
avances y retrocesos en la impunidad, así como el grado de cumplimiento del Estado 
con sus obligaciones legales en materia de verdad, justicia, reparación y medidas de 
no repetición.

El objetivo central de IW en todas sus estrategias, es apoyar y fortalecer el trabajo 
de las organizaciones de la sociedad civil –particularmente las organizaciones de 
víctimas del conflicto armado– que luchan contra la impunidad y que reivindican sus 
derechos ante el Estado de Guatemala, desde la convicción de que la voz de estas 
organizaciones en el diseño e implementación de políticas públicas y procesos de 
la justicia transicional es indispensable para que las políticas y procesos respondan 
mejor a la realidad local y a las necesidades reales de las víctimas. Por ello, en la 
metodología institucional de investigación se adoptó el enfoque colaborativo de 
investigación (collaborative research), que supone la conformación de un equipo 
interdisciplinario y consultas constantes con profesionales a nivel internacional, 
nacional y local.

En la actualidad, Impunity Watch cuenta con dos tipos de programas de intervención: 
los programas país y los programas perspectivas. Al día de hoy, IW cuenta con 
presencia permanente en Guatemala y Burundi a través de sus programas de país, 
además de desarrollar actividades específicas en los Balcanes y el Sudeste Asiático. IW 
también cuenta con programas perspectivas que desarrollan investigación temática 
comparativa en diferentes países, incluyendo la sensibilidad de género de la justicia 
transicional, intereses arraigados como obstáculo a la (re)construcción del Estado de 
Derecho y el papel de las iniciativas de memoria en contextos transicionales. Al igual 
que los criterios usados para abrir programas de país, los programas perspectivas 
se trabajan en áreas geográficas que permitan demostrar la utilidad global de la 
metodología de IW en diferentes contextos políticos y sociales (post-conflicto, 
post-dictaduras militares y post-regímenes autoritarios, tanto en el sur como en el 
norte mundial). Al trabajar con parámetros metodológicos similares en contextos 
diferentes, IW pretende sentar las bases para un intercambio estructurado sobre 
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diversas experiencias de impunidad y las estrategias exitosas aplicadas por los Estados 
y por la sociedad civil en diferentes países para combatirla.

La decisión de IW de implementar un programa de país en Guatemala obedece a 
que la impunidad por las graves violaciones a los derechos humanos del pasado ha 
incidido significativamente en obstruir la construcción de un Estado democrático de 
Derecho en el presente. Sin lugar a dudas, el conflicto armado vivido entre 1962 y 
1996 ha sido uno de los más terribles del continente americano, debido a algunas 
importantes características particulares: la magnitud de la violencia y la saña con la 
que fueron cometidas las miles de violaciones a los derechos humanos han dejado 
huellas profundas en las víctimas y sobrevivientes, así como en la sociedad en su 
conjunto. Si bien desde la firma de los Acuerdos de Paz el Estado guatemalteco ha 
realizado esfuerzos para promover los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia, 
la reparación y a medidas de no repetición, dichos esfuerzos han sido parciales, con 
una deficiente visión de su integralidad, y con una deficiente perspectiva de género 
y cultural que tome en cuenta las particularidades de las violaciones sufridas por 
hombres y mujeres de diferentes grupos étnicos, por lo que su impacto ha sido 
históricamente débil e incapaz de reconstruir un tejido social fuertemente dañado 
durante el conflicto armado. Otro de los factores para decidir abrir un programa 
de país en Guatemala era el número significativamente bajo de avances para llevar 
ante la justicia a los responsables de las violaciones más graves cometidas durante el 
conflicto, así como por los obstáculos para implementar las reformas institucionales 
necesarias para depurar la administración pública de personas señaladas de 
violaciones a los derechos humanos, impactando negativamente la transición hacia la 
democracia. A pesar del paso de los años después de la firma de la paz, en el contexto 
guatemalteco se mantenía una fuerte presencia de factores de poder cívico-militar 
con dominio sobre un sistema social excluyente, racista y discriminador, impidiendo 
romper una impunidad institucionalizada y superar las causas estructurales que 
llevaron al conflicto.

Tras la decisión de abrir un programa país en Guatemala, se implementó la primera 
fase de la estrategia de intervención de IW: la investigación de los factores relevantes 
para la lucha contra la impunidad y la (re)construcción de un Estado democrático 
de Derecho. Dicha investigación se realizó a partir de 2008 en consorcio con el 
Centro para la Acción Legal en Derechos Humanos (CALDH), la Fundación Centro de 
Documentación e Investigación Maya (CEDIM), el Instituto de Estudios Comparados 
en Ciencias Penales de Guatemala (ICCPG) y la Fundación Myrna Mack (FMM). En 
conjunto, la investigación se realizó y se sometió a una consulta permanente con 
organizaciones de la sociedad civil guatemalteca que trabajaban en la lucha contra la 
impunidad, produciendo el Informe Base de País para el trabajo de IW: “Reconociendo 
el pasado: desafíos para combatir la impunidad en Guatemala” a finales de 2008. 
Dicho informe dio inicio a la segunda fase de la estrategia de intervención de IW 
en Guatemala. Las conclusiones y recomendaciones del informe Reconociendo el 
Pasado sirvieron de base para la identificación de temas, diseño e implementación de 
estrategias de cabildeo político y del trabajo con otros actores relevantes, apoyando 
la voz de las víctimas del conflicto armado en Guatemala.
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En 2009, el programa país en Guatemala inició sus actividades de lobby y cabildeo, 
fomentando la creación de alianzas amplias entre organizaciones, instituciones 
estatales y no estatales, así como personas comprometidas con la lucha contra la 
impunidad. Desde ese momento, se consideró importante la participación de las 
víctimas del conflicto y sus organizaciones, pues ellos constituyen la razón de ser del 
trabajo de IW.

Igualmente, la segunda fase de la estrategia de intervención supuso la construcción 
de un sistema de monitoreo para medir periódicamente los avances y retrocesos 
en la impunidad en Guatemala, así como el grado de cumplimiento estatal respecto 
de sus obligaciones de cara a las víctimas de la guerra. El proceso de monitoreo se 
inició, en consecuencia, analizando los diferentes temas seleccionados por el informe 
Reconociendo el Pasado, y se construyó un primer borrador (de medio término) en el 
año 2011, con el apoyo del ICCPG. Sobre esa base se analizó el universo a investigar, 
seleccionándose un conjunto temático en función de las obligaciones estatales, las 
actividades realizadas a nivel nacional y la coyuntura política, cubriendo un período 
que incluye los gobiernos Colom y Pérez Molina (2008-2011 y 2012, respectivamente).

Al igual que ocurrió en 2008 al presentar el Informe Base de País, el contexto actual 
vivido en Guatemala no resulta fácil para la justicia transicional y el trabajo en los 
derechos humanos. Tal y como hace cuatro años, se mantienen los problemas 
de inseguridad urbana, crimen organizado, desigualdad, exclusión y racismo. 
La continuidad de las causas de la impunidad pasada y la presente sigue siendo 
causa y efecto de muchos fenómenos cotidianos en Guatemala. Adicionalmente, 
a diferencia de 2008, se observa una política gubernamental mucho más reacia a 
implementar medidas transicionales de gran importancia, especialmente en los 
aspectos relacionados con la aceptación de la responsabilidad estatal, el acceso a la 
justicia por casos del conflicto armado y la capacidad de organizaciones e instancias 
internacionales para supervisar el cumplimiento estatal de sus obligaciones en 
materia de derechos humanos.

En este sentido, el presente documento, el segundo Informe País sobre Guatemala, 
recoge una observación de actividades en materia de lucha contra la impunidad 
en el país, pero principalmente una evaluación sobre los progresos, retrocesos y 
permanencia de obstáculos a los avances necesarios a nivel institucional y social, 
teóricos y prácticos, que permitan superar el círculo de la impunidad y la violencia 
en Guatemala.

Como parte del proceso de Monitoreo, IW Guatemala ha publicado una serie de 
informes temáticos focalizados sobre algunos temas incluidos en el monitoreo, como 
Verdad Histórica en Guatemala: un paso al costado, y dos Policy Briefs publicados a 
inicios de 2013, sobre independencia judicial y sobre el caso por Genocidio en el área 
Ixil.

IW espera contribuir, a través de su Programa de Monitoreo en Guatemala y de este 
informe en particular, a los esfuerzos contra la impunidad realizados por actores 
estatales y no estatales comprometidos con el país y su transformación democrática.
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Metodología de la Investigación

Monitorear la implementación de medidas de justicia transicional es un elemento 
esencial para consolidar institucionalmente los avances logrados, así como los 
procesos de democratización y sus resultados efectivos1. Igualmente, un monitoreo 
oportuno permite una mejor planificación en la asignación de recursos disponibles, 
la identificación de prioridades y desafíos sobrevinientes a nivel político y técnico, 
así como en el redireccionamiento eficaz de estrategias2 y la creación de sinergias 
entre actores estatales, no estatales e internacionales3. En el caso guatemalteco, la 
necesidad de monitorear las medidas de justicia transicional y el resarcimiento a las 
víctimas es mencionada desde los Acuerdos de Paz4, es confirmada por la Comisión 
de Esclarecimiento Histórico (CEH), y es responsabilidad conjunta del Estado y la 
sociedad civil, con apoyo internacional5.

Una de las debilidades encontradas por el Informe Reconociendo el Pasado es la 
ausencia de un mecanismo integral y periódico de seguimiento y monitoreo al 
cumplimiento del Estado de Guatemala de las recomendaciones de la CEH en materia 
de justicia transicional, el cual, sin perder la perspectiva de las víctimas del conflicto 
armado interno, suministre tanto herramientas técnicas como información que 
permita dar seguimiento al nivel de cumplimiento del Estado de Guatemala de la 
obligación de garantizar a las víctimas del conflicto armado interno el ejercicio de sus 
derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación, así como de establecer todas las 
garantías posibles para la no repetición.

El objetivo del presente Monitoreo es el establecimiento de un mecanismo integral 
y periódico de seguimiento al cumplimiento por el Estado de las recomendaciones 
de la CEH en justicia de transición. Por ello, la investigación se dividió en tres 
fases sucesivas: una primera de exploración general de la justicia transicional en 
Guatemala, a partir de los resultados del Informe Base de País; una segunda fase 
para diseñar indicadores pertinentes, objetivos y replicables que permitieran evaluar 
las actividades y analizarlas a partir de las obligaciones nacionales e internacionales 
del Estado en materia de derecho a la verdad, justicia, reparación y garantías de no 
repetición; finalmente, una tercera fase de recolección y análisis de información 
a partir de los indicadores diseñados. De acuerdo con el enfoque investigativo de 
IW (collaborative research), en todas las fases se contó con los insumos y análisis 
provenientes de actores estatales y no estatales, nacionales e internacionales 
relevantes, a fin de garantizar la aplicabilidad del presente estudio.

Temporalmente, el presente monitoreo se centra en el período entre enero y 
diciembre de 2012. Sin embargo, el informe hace constante referencia a eventos 

1	 Méndez, J. (2001). In defense of transitional justice. En McAdams, J. (ed). Transitional Justice and the Rule of Law in New 
Democracies. University of Notre Dame (p. 12)

2	 Lutz, Ellen (2006). Transitional justice: lessons learned and the road ahead. En Roth-Arriaza, N.; Mariezcurrena, J. Transitional 
Justice in the Twenty-First Century. Cambridge University Press (p.p. 337, 338).

3	 Impunity Watch (2008). Reconociendo el pasado: desafíos para combatir la impunidad en Guatemala (Capítulo V, p. 113).
4	 Acuerdos de Paz (1994). Acuerdo Global sobre Derechos Humanos (Acuerdo No. 2). Sustantivo.
5	 CEH (2005). Guatemala: Memoria del Silencio. Tomo V. Conclusiones y Recomendaciones (Capítulo V y VII, p. 82). PNR: 2ª 
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entre 2009 y 2011 sobre programas, actividades y factores relevantes para la mejor 
comprensión y análisis del proceso transicional guatemalteco en el año 2012.

Identificación de temas a monitorear
La primera fase del Programa de Monitoreo consistió en identificar los temas 
específicos a partir de los cuales evaluar el desempeño de la justicia transicional en 
Guatemala. Para dicha labor, se tuvo en cuenta tres fuentes, a saber: 1) el Instrumento 
de Investigación de Impunity Watch, que contiene la metodología institucional 
para abordar los análisis sobre justicia transicional, que a su vez está basado en los 
Principios de Naciones Unidas para la protección de los Derechos Humanos a través 
de la lucha contra la impunidad (2005); 2) los temas incluidos en el Informe Base 
de País, Reconociendo el Pasado, del cual surge el Programa de Monitoreo; y 3) las 
recomendaciones incluidas en el Informe de la Comisión de Esclarecimiento Histórico 
en Guatemala.

El Instrumento de Investigación de IW contempla seis factores a considerar al 
momento de evaluar los avances en materia de justicia transicional: a) Marco 
Normativo nacional e internacional que regula los procesos de justicia transicional; 
b) Recursos y capacidades de las instituciones responsables de su implementación; c) 
La independencia y disposición de dichas instituciones; d) Los intereses arraigados de 
grupos de poder que se oponen o que obstruyen estos procesos; e) Factores sociales 
que facilitan u obstaculizan estos procesos; y f) La voluntad política del Estado para 
promover estos procesos.

Por su parte, el Informe Reconociendo el Pasado identificó, como temas principales 
a partir de los cuales evaluar el Estado y desempeño de las diferentes políticas, 
programas y actividades en materia de justicia transicional en Guatemala, los 
siguientes: a) Verdad: difusión del informe de la Comisión de Esclarecimiento Histórico, 
búsqueda de personas desaparecidas y exhumaciones y acceso a información pública 
y archivos con información relevante sobre el conflicto; b) Justicia: marco normativo 
en materia de derechos humanos vigente en Guatemala, la respuesta del sistema de 
justicia penal a los casos de delitos graves del enfrentamiento armado (MP, PNC y 
OJ) y el rol de las víctimas y las organizaciones de sociedad civil en el proceso penal; 
c) Reparación: estructura y funcionamiento del Programa Nacional de Resarcimiento 
y la Comisión Presidencial de Derechos Humanos; y d) Medidas para la No Repetición: 
desmovilización de los grupos armados, depuración de instituciones del Estado, e 
investigación de antecedentes para ocupar cargos públicos.

Como tercer insumo, se analizó el conjunto de recomendaciones de la CEH para 
Guatemala. Sin embargo, el tiempo transcurrido desde su publicación y el consecuente 
cambio de contexto sociopolítico transicional en Guatemala planteó el problema de 
revisar las recomendaciones, actualizando su objetivo y destilando el espíritu de 
cada recomendación, sin circunscribirse a los textos de las recomendaciones que 
pudieran estar desactualizadas, superadas y/o descontextualizadas. De esta forma, 
pudo garantizarse la pertinencia de las recomendaciones como insumo para el diseño 
de los indicadores de monitoreo aplicados en la investigación. Esta actualización se 
desarrolló en tres pasos descritos a continuación:
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1) Clasificación de Recomendaciones de la CEH según derecho o derechos abordados 
(VJRNR) y temas tratados: agrupación de recomendaciones en torno a los temas 
tratados y su inclusión en uno o más de los derechos de la justicia transicional (verdad, 
justicia, reparación y garantías de no repetición). La clasificación de recomendaciones 
no excluyó su análisis integral ni su relación contextual con los Acuerdos de Paz. Por 
este motivo, algunas recomendaciones abordan varios derechos simultáneamente, 
incluyéndose en más de un grupo.

2) Principios internacionales en materia de derecho transicional aplicables a las 
Recomendaciones de la CEH: Según la Misión de Naciones Unidas para Guatemala, 
el contenido de [las recomendaciones de la CEH] se encuentra en plena armonía con 
los principios básicos que en materia de reparación a víctimas de violaciones a los 
derechos humanos vienen gestándose al interior de la Organización de las Naciones 
Unidas. Por este motivo, como paso previo a la elaboración de indicadores de 
monitoreo, se identificó los principios establecidos en el Conjunto actualizado de 
Principios de Naciones Unidas para la protección de los Derechos Humanos a través 
de la lucha contra la impunidad de 2005 para cada recomendación o grupo de ellas.

3) Elaboración de resultados y subresultados esperados del cumplimiento de las 
Recomendaciones de la CEH: Sobre la base de las recomendaciones, los temas 
tratados y los principios internacionales aplicables, se han elaborado resultados 
en torno a los cuatro grandes temas VJRNR, a partir de los cuales se diseñaron los 
indicadores de monitoreo en la segunda fase de la metodología (ver figura 1).

Figura 1 Ejemplo de metodología aplicada a Recomendaciones de la CEH en materia de justicia

Recomendación CEH TEMAS/TAGS

DERECHO A LA VERDAD DERECHO A LA JUSTICIA DESAPARICIÓN 
FORZADA

BÚSQUEDA DE LOS 
DESAPARECIDOS

22. Que el Gobierno y el Organismo Judicial, con la colaboración activa de la sociedad 
civil, inicien a la mayor brevedad investigaciones sobre todas las desapariciones forzadas 
de que se tenga conocimiento, utilizando los recursos jurídicos y materiales disponibles, 
para aclarar el paradero de los desaparecidos y, en el caso de haber muerto, entregar sus 
restos a sus familiares.

23. Que el Ejército de Guatemala y la ex Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca 
aporten cuanta información tengan en relación con desapariciones de personas acaeci-
das durante el periodo del enfrentamiento armado interno.

GARANTÍAS DE NO REPETICIÓN DERECHO A LA JUSTICIA OBSERVANCIA DE LOS 
DERECHOS HUMANOS

DERECHO 
INTERNACIONAL HU-
MANITARIO

40. Que el Gobierno tome las medidas necesarias para que se incorporen plenamente 
las normas del derecho internacional humanitario a la legislación nacional y para que se 
instruya regularmente sobre dichas normas al personal de las instituciones del Estado, 
particularmente el Ejército, responsables de respetar y hacer respetar dicha normativa.

DERECHO A LA JUSTICIA SISTEMA DE 
ADMINISTRACIÓN DE 
JUSTICIA 

LEY DE 
RECONCILIACIÓN 
NACIONAL

47. Que los poderes del Estado cumplan y hagan cumplir en todos sus términos y en 
relación con el resto del ordenamiento jurídico guatemalteco la Ley de Reconciliación 
Nacional, persiguiendo, enjuiciando y castigando los delitos cuya responsabilidad penal 
no se extingue en virtud de dicha ley, particularmente, según dispone su artículo 8, “los 
delitos de genocidio, tortura y desaparición forzada, así como aquellos delitos que sean 
imprescriptibles o que no admitan la extinción de la responsabilidad penal, de confor-
midad con el derecho interno o los tratados internacionales ratificados por Guatemala”.

48. Que, al aplicar la Ley de Reconciliación Nacional, los organismos correspondientes 
tomen en cuenta los diversos niveles de autoría y responsabilidad de las violaciones de 
derechos humanos y hechos de violencia, prestando particular atención a los promoto-
res e instigadores de dichos crímenes.
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DERECHO A LA JUSTICIA

RECOMENDACIÓN 22

RECOMENDACIÓN 23.

DESAPARICIÓN FORZADA

BÚSQUEDA DE LOS 
DESAPARECIDOS

PRINCIPIO 19. DEBERES DE LOS ESTADOS EN MATERIA DE 
ADMINISTRACIÓN DE LA JUSTICIA  

RECOMENDACIÓN 40 OBSERVANCIA DE LOS 
DERECHOS HUMANOS

DERECHO INTERNACIONAL 
HUMANITARIO

PRINCIPIO 19. DEBERES DE LOS ESTADOS EN MATERIA DE 
ADMINISTRACIÓN DE LA JUSTICIA 

PRINCIPIO 21. MEDIDAS PARA REFORZAR LA EFICACIA DE 
LOS PRINCIPIOS JURÍDICOS INTERNACIONALES RELATIVOS 
A LA COMPETENCIA UNIVERSAL E INTERNACIONAL  

RECOMENDACIÓN 47

RECOMENDACIÓN 48

SISTEMA DE ADMINISTRA-
CIÓN DE JUSTICIA 

LEY DE RECONCILIACIÓN 
NACIONAL

PRINCIPIO 19. DEBERES DE LOS ESTADOS EN MATERIA DE 
ADMINISTRACIÓN DE LA JUSTICIA 

PRINCIPIO 24. RESTRICCIONES Y OTRAS MEDIDAS RELATI-
VAS A LA AMNISTÍA  

DERECHO A LA JUSTICIA

RECOMENDACIÓN 22

RECOMENDACIÓN 23

PRINCIPIO 19 1.1 INVESTIGADAS PENALMENTE LAS DESAPARICIONES 
FORZADAS COMETIDAS DURANTE EL CONFLICTO ARMA-
DO INTERNO

RESULTADO 1: 
GARANTIZADO 
EL ACCESO A LA 
JUSTICIA A LAS 
VÍCTIMAS DEL 
CONFLICTO 
ARMADO 
INTERNO

RECOMENDACIÓN 40 PRINCIPIO 19

PRINCIPIO 21

1.2 APLICADAS PENALMENTE LAS NORMAS DEL DERE-
CHO INTERNACIONAL Y NACIONAL QUE SANCIONAN LAS 
VIOLACIONES A LOS DERECHOS HUMANOS Y HECHOS DE 
VIOLENCIA COMETIDOS DURANTE EL CONFLCITO ARMA-
DO INTERNO

RECOMENDACIÓN 47 

RECOMENDACIÓN 48 

PRINCIPIO 19

PRINCIPIO 24 

1.3 APLICADA LA LEY DE RECONCILIACIÓN NACIONAL Y 
SUS EXCEPCIONES A LA EXTINCIÓN DE RESPONSABILI-
DAD PENAL

1.4 PERSEGUIDOS PENALMENTE LOS AUTORES, PRO-
MOTORES E INSTIGADORES DE LAS VIOLACIONES A LOS 
DERECHOS HUMANOS Y HECHOS DE VIOLENCIA COME-
TIDOS DURANTE EL CONFLCITO ARMADO INTERNO.

Diseño de indicadores de monitoreo
El Programa de Monitoreo, para cumplir con los estándares institucionales de IW, 
debe contar con indicadores pertinentes, objetivos y replicables. A partir de los 
insumos identificados en la primera fase metodológica, en el volumen de información 
disponible y su accesibilidad, así como en la coyuntura sociopolítica guatemalteca 
durante el período monitoreado, se decidió enfocar el monitoreo en torno a los 
siguientes ejes temáticos:

a) Derecho a la Verdad:

•	 Paradero de las personas desaparecidas durante el Conflicto Armado Interno 
mediante mecanismos institucionales de búsqueda

•	 Difusión de la verdad histórica sobre graves violaciones a los derechos humanos 
cometidas durante el Conflicto Armado Interno

b) Derecho a la Justicia:

•	 Aplicación de las normas del derecho Internacional que sancionan las violaciones 
a los Derechos Humanos   

•	 Obligación del Estado de perseguir penalmente a los autores, promotores e 
instigadores de las violaciones a los Derechos Humanos y hechos de violencia 
cometidos durante el Conflicto Armado Interno
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•	 Investigación penal de las desapariciones forzadas cometidas durante el Conflicto 
Armado Interno

•	 Aplicación adecuada de la Ley de Reconciliación Nacional según los estándares 
internacionales relevantes

c) Derecho a la Reparación:

•	 Existencia de un mecanismo estatal de reparación integral de víctimas del Conflicto 
Armado Interno

•	 Establecimiento de una política estatal de reparación
•	 Representación de la sociedad en la dirección del mecanismo estatal de reparación
•	 Financiación del mecanismo estatal de reparación

d) Garantías de No Repetición:

•	 Reforma de las fuerzas de seguridad del Estado
•	 Superación del racismo estructural

A partir de los ejes temáticos anteriormente mencionados, se diseñó y creó un conjunto 
de indicadores para el Programa de Monitoreo, considerando la integralidad de las 
medidas transicionales y los elementos de análisis de la metodología institucional 
de IW: marco legal, capacidad y recursos, voluntad política, independencia, factores 
sociales e intereses arraigados. Además, los indicadores desarrollados fueron 
dotados de una perspectiva de género, ya que esta perspectiva no fue muy visible 
en las recomendaciones de la CEH, mientras que IW considera que es fundamental 
que la justicia de transición, al igual que el proceso de monitoreo, contengan una 
sensibilidad para las diferentes experiencias, necesidades y demandas de hombres 
y mujeres.

Los indicadores finalmente establecidos fueron sometidos a un proceso de consulta 
con actores estatales y no estatales relevantes a nivel local, nacional e internacional, 
bajo el enfoque de collaborative research, a fin de asegurar también una mejor 
pertinencia cultural y de género. El listado completo de indicadores empleados, con 
indicación de su trazabilidad hasta sus fundamentos teóricos, jurídicos y políticos 
puede consultarse en línea en www.impunitywatch.org y son un anexo de la 
publicación electrónica de este Informe. 

Recolección y análisis de información
La tercera fase metodológica del proceso de Monitoreo a la justicia transicional en 
Guatemala consistió en recopilar la información relevante para aplicar los indicadores. 
La información fue recopilada priorizando en todo momento las fuentes primarias: 
medios documentales y entrevistas a personas, organizaciones e instituciones 
estatales y no estatales relevantes.

Tras la obtención de la información, se realizó un análisis de la misma. Las 
conclusiones preliminares fueron sometidas a un nuevo proceso de consulta a 
nivel interno y externo. Internamente, el Equipo de Monitoreo de IW Guatemala 
discutió los borradores del Monitoreo, aportando nuevos insumos para el mismo. 
Los borradores finales con hallazgos y conclusiones fueron consultados con actores 
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estatales y no estatales mediante reuniones realizadas en la capital y en el interior 
del país. Finalmente, las recomendaciones formuladas al final del presente informe 
fueron construidas tras dicho proceso de consulta.

Perspectivas metodológicas del Programa de Monitoreo a partir de 2013
El trabajo desarrollado por el Programa de Monitoreo de IW en Guatemala a lo largo 
de 2012, en consideración del contexto político transicional en el país, sugiere realizar 
ajustes metodológicos para hacer más ágil, accesible y flexible el monitoreo a las 
políticas, programas y actividades sobre los derechos de las víctimas a la verdad, 
justicia, reparación integral y garantías de no repetición. En razón de lo anterior, a 
partir de 2013 el Programa de Monitoreo privilegiará la elaboración y publicación 
de informes temáticos a lo largo del año, a fin de poder combinar una metodología 
rigurosa y un análisis integral, según los requerimientos institucionales de IW, pero 
aumentando la capacidad de responder de mejor forma a la coyuntura política y las 
necesidades de acción política a nivel local, nacional e internacional de forma directa 
y a través de nuestras organizaciones socias y afines.

Los informes parciales sobre Verdad Histórica, otros documentos de análisis realizados 
por pedido y publicados a lo largo de 2012, así como los Policy-Briefs publicados por 
IW desde inicios de 2013 responden a esta nueva metodología, y serán seguidos 
de nuevas publicaciones periódicas que permitan abordar con mayor agilidad y 
profundidad temas concretos, siempre con énfasis en la integralidad de la justicia 
transicional.
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Introducción

A marzo de 2013, la lucha contra la impunidad en Guatemala se encuentra en un 
punto decisivo, en una encrucijada ante la cual se presentan dos caminos definitivos: 
o se consolidan las bases de un fortalecimiento del Estado de Derecho y la democracia, 
o se institucionaliza el sistema de impunidad para todos los efectos sociopolíticos.

Es cierto que la impunidad y los esfuerzos por erradicarla no son nuevos en Guatemala. 
Entre 2008 e inicios de 2013 son verificables avances muy significativos, incluyendo 
capturas y juicios por responsabilidad intelectual en las violaciones a los derechos 
humanos durante el conflicto; el 19 de marzo pasado se inició un juicio contra un 
ex Jefe de Estado por genocidio en el área ixil durante la guerra; se sigue buscando 
a los desaparecidos y hay identificaciones de víctimas de desaparición forzada; 
hay esfuerzos por reanudar trámites legislativos necesarios para la garantía de los 
derechos humanos; la CICIG ha avanzado en la investigación de ciertos fenómenos 
macro-criminales y las estructuras tras los mismos; se observa mayor coordinación 
en ciertos niveles estatales; mientras que el Ministerio Público ha demostrado una 
voluntad política muy pocas veces vista en el país respecto de la lucha contra las 
violaciones a los derechos humanos, entre muchos otros avances que se documentan 
en el presente Informe.

Sin embargo, también es cierto que muchos de los obstáculos identificados por 
IW en 2008 se mantienen incólumes, y su impacto sigue siendo muy significativo. 
En Guatemala sigue habiendo impunidad para la gran mayoría de crímenes contra 
los derechos humanos del pasado y del presente; las políticas y programas en 
materia de derechos humanos y cumplimiento de los Acuerdos de Paz siguen 
siendo cortoplacistas y susceptibles a los vaivenes de políticas gubernamentales en 
una democracia con partidos e instituciones muy débiles, poco transparentes y sin 
independencia; algunas reformas institucionales claves (como judicatura, impuestos, 
acceso a la tierra, búsqueda de víctimas de desaparición forzada, reparaciones, ley 
de orden público, etc.) siguen estancadas en un Congreso de la República paralizado 
desde hace varios años y sin visos de cambio a corto plazo. Por otra parte, la 
sociedad guatemalteca sigue siendo excluyente, racista y machista, la violencia 
sigue adueñándose de las calles, el Ejército sigue ejerciendo funciones de seguridad 
interna, y en general, algunos actores privados siguen detentando más poder real 
que las instituciones estatales.

Este cuadro de contraste social empieza a mostrar, mucho más en el último período, 
tendencias hacia una última dirección, una que seguramente marcará la pauta de la 
política transicional del país, y de la cual será muy difícil retroceder. El juicio al general 
Ríos Montt se erige como un pistoletazo de salida para la carrera por elegir el camino 
que recorrerá Guatemala. Por eso tienen razón quienes dicen (de una y otra parte) 
que este juicio marcará la historia nacional, para bien o para mal.

Para IW, aunque importante, la decisión judicial final que se tome en dicho caso es un 
elemento más dentro de un conjunto de factores de mayor trascendencia. Para IW, 
la importancia del juicio sobre genocidio en Guatemala es justamente que el juicio 
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es más grande que sí mismo, generando oportunidades para una reflexión jurídica, 
política y social partiendo del pasado y dirigida hacia el futuro. 

Hacia el pasado porque el sistema de justicia guatemalteco servirá, finalmente, como 
un catalizador de las diferentes versiones de la historia nacional que han coexistido 
paralela y simultáneamente desde la firma de los Acuerdos de Paz. La historia (y sus 
diferentes perspectivas) empiezan a salir a la luz, y eso puede ser doloroso, pero es 
finalmente siempre positivo. La pregonada búsqueda de la reconciliación nacional es, 
simplemente, imposible si no se conoce los hechos sobre los cuales hay que conciliar. 
¿Qué pasó realmente? ¿Por qué pasó? ¿Quiénes fueron los actores militares y civiles, 
estatales y no estatales que decidieron y participaron en los violentos ataques contra 
población no combatiente? son preguntas cuya respuesta es indispensable para 
reconciliar el país. En este sentido, las teorías del Estado Nacional confirman que la 
planificación de un futuro nacional unificado sólo es posible cuando existe un pasado 
unificado, y esa es una labor aún pendiente en Guatemala.

Hacia el futuro porque es un juicio al sistema de justicia en general, a su capacidad para 
dirimir conflictos sociales (función última de la judicatura en un Estado de Derecho) 
y, por lo tanto, a su capacidad para demostrar institucionalidad, independencia y 
madurez. Independientemente del sentido de la decisión judicial tomada, junto con 
otros factores sociales, ésta marcará el camino que el país tomará a largo plazo. 

Es claro, entonces, que este juicio y sus consecuencias, serán determinantes para 
institucionalizar la transición democrática, o pueden ser también el funeral de la justicia 
transicional en Guatemala. Ello porque en este proceso judicial existe una palabra 
clave, que también resume la gran apuesta transicional en Guatemala actualmente: 
institucionalización. Ahora bien, es preciso preguntarse institucionalización de qué, 
¿del Estado de Derecho o del Status Quo reinante?

Como se mencionaba al comienzo, Guatemala está en una encrucijada, y es una 
encrucijada en la que el país debe decidir si institucionaliza los valientes, numerosos 
y valiosos, pero individuales avances en la lucha contra la impunidad, o afianza 
definitivamente la institucionalización de la impunidad judicial, política y social (en 
este mismo y ascendente orden de importancia).

IW reitera que el contexto actual muestra muchos avances, pero en su gran mayoría 
corresponden a iniciativas de actores no estatales, a voluntades individuales de 
funcionarios públicos, o a programas que no sobreviven cambios de Gobierno. 
Estos esfuerzos, por lo demás, están casi siempre financiados por una cooperación 
internacional que cotiza a la baja en el país debido a factores de política interna, 
de crisis económica mundial y sobre todo, de la pérdida de importancia relativa de 
la región centroamericana en el plano internacional, comparado con la primavera 
árabe, la siempre necesitada África y las perspectivas de democratización del 
sudeste asiático. El cierre de las embajadas de Holanda y Suiza a mediados de 2013 
no sólo supone una pérdida de los ya menguantes apoyos económicos a la justicia 
transicional, sino primordialmente una pérdida del importante apoyo político del 
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acompañamiento internacional a los procesos transicionales en Guatemala, muchos 
de los cuales se arriesgan a quedar a medio camino.

A contracara, desde 2008 pero acentuadamente desde 2012, el contexto nacional 
evidencia la implementación de políticas gubernamentales poco comprometidas 
con cambios estructurales. La participación estatal en los avances transicionales 
es muy puntual y, usualmente, cosmética. La adhesión al Estatuto de Roma de la 
Corte Penal Internacional a inicios de 2012 es un claro ejemplo de esta situación, 
pues como símbolo es muy importante, pero pierde parte de su efecto al contrastarse 
con la política pública en materia de derechos humanos, que acaso defiende metas 
contrarias a las de la lucha contra la impunidad, objetivo último de la Corte Penal 
Internacional.

El cambio de la política gubernamental respecto de los Acuerdos de Paz y los 
compromisos derivados de los mismos en materia de justicia transicional es claro. Son 
cada vez más abiertas y frecuentes las descalificaciones a la búsqueda de la verdad, 
justicia, reparación y garantías de no repetición. Muestra de ello son la promoción de 
la amnistía judicial -pero sobretodo social- para las graves violaciones a los derechos 
humanos durante el conflicto armado, el constante revisionismo histórico con 
tintes de injerencia del ejecutivo sobre decisiones judiciales, el cierre de entidades 
que habían consolidado incipientes aportes hacia la garantía de los derechos de las 
víctimas, así como los intentos por limitar la capacidad de supervisión de organismos 
internacionales sobre el cumplimiento de derechos humanos por Guatemala, como 
las propuestas de limitar la competencia de la Comisión y Corte Interamericanas de 
Derechos Humanos. 

En otros niveles, los muy tímidos esfuerzos gubernamentales para avanzar legislativa 
o constitucionalmente en temas fiscales, judiciales y de acceso a la tierra han sido 
sistemáticamente bloqueados por un sector privado capaz de imponer -por acción 
u omisión- su agenda al Gobierno, aplicando empíricamente la teoría constitucional 
de La Salle sobre los verdaderos factores de poder. Incluso el cuerpo diplomático, 
particularmente las embajadas de Noruega, Holanda y Suecia, son objeto de constantes 
ataques cada vez más públicos que, ante la pasividad del Estado, demuestran que hay 
temas cuya discusión social, simplemente, no se tolera por parte de ciertos sectores 
sociales con poder e influencia.

Se observa, entonces, que algunos obstáculos muy importantes para la lucha contra 
la impunidad siguen siendo un muro infranqueable hasta el momento.

Ante este panorama decisivo, cabe preguntarse cuáles son las aspiraciones de 
Guatemala como sociedad. Es el tiempo para consolidar la legitimación de la guerra 
constante (con armas o sin ellas) como leitmotiv estatal (tesis de Carl Schmitt), 
para buscar el reconocimiento pleno de importantes sectores sociales a quienes 
sistemáticamente se les ha negado su subjetividad histórica, política y jurídica, como 
lo propone Jürgen Habermas, o para buscar al menos una vía intermedia, como 
la pregonada por John Rawls, en la cual las diferencias de máximos no horaden la 
igualdad en los mínimos (no necesariamente económicos, sino políticos).
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La ausencia de paradigma es la mayor dificultad para consolidar los avances en la 
lucha contra la impunidad en Guatemala. Esa es la causa de que la mayor cantidad de 
avances materiales en verdad, justicia, reparación y no repetición no haya generado 
aún una masa crítica capaz de transformar el Estado y la sociedad guatemalteca hacia 
una democracia real. Esa es la causa por la cual siguen siendo medidas de justicia 
transicional y no un proceso transicional hacia la democracia plena, como lo propone 
el Relator Especial de Naciones Unidas para la Verdad, Justicia, Reparación y Medidas 
de No Repetición en su informe 2012.

El presente informe registra dicho contexto bifrontista, de progresos en un camino 
que no se sabe bien dónde ni cuándo termina. El presente monitoreo da cuenta 
de los valientes y valiosos esfuerzos de personas, organizaciones y acompañantes 
que han hecho todo cuanto pueden para avanzar, pero que siguen echando en 
falta el compromiso del otro actor necesario para consolidar cualquier progreso 
definitivamente: el Estado.

Estructuralmente, el Informe se compone de seis capítulos, divididos por áreas 
temáticas de la justicia transicional: verdad, justicia, reparación y no repetición, más 
dos capítulos dedicados a la presentación de conclusiones generales y a la formulación 
de recomendaciones, respectivamente.

Verdad
En el capítulo dedicado a la verdad, se aborda los temas de la enseñanza y difusión 
del contenido del informe de la CEH y la situación de la búsqueda de personas 
desaparecidas. En cuanto a la verdad sobre el conflicto no se registró ningún avance 
por parte del Estado durante 2012, y sólo a inicios de 2013 aparecen algunas tímidas 
iniciativas de parte de la sociedad civil de solicitar la reactivación de trabajo conjunto 
con las instituciones estatales encargadas del tema. Respecto de la búsqueda de 
personas desaparecidas, se ofrece un análisis de diferentes elementos relevantes, 
incluyendo la situación de las exhumaciones, la búsqueda de niñez desaparecida 
durante el conflicto, la participación y coordinación entre entidades estatales y no 
estatales en los procesos de búsqueda. El análisis concluye la necesidad de contar con 
planes y protocolos de búsqueda que permitan potenciar las capacidades (forenses, 
técnicas, jurídicas, políticas y psicosociales) existentes actualmente de forma más 
integral y coordinada.

Justicia
En el capítulo dedicado a la justicia, se aborda el desempeño del sistema judicial 
para atender y resolver las demandas de justicia penal por parte de las víctimas de 
violaciones a derechos humanos constitutivas de delitos graves en Guatemala, y la 
capacidad de continuar la lucha contra la impunidad judicial por derechos humanos 
en el largo plazo. Con esa perspectiva, se analiza el grado de aplicación de estándares 
internacionales relevantes a la justicia penal en el país, la persecución estatal a autores 
intelectuales de graves delitos que vulneran derechos humanos, la investigación 
penal de la desaparición forzada como fenómeno macro-criminal, y la interpretación 
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doméstica de la Ley de Reconciliación Nacional por parte de operadores judiciales. 
Como conclusión, se observa que la voluntad política desplegada por el Ministerio 
Público para investigar y sancionar graves delitos cometidos durante el Conflicto 
Armado Interno ha permitido avances puntuales muy significativos, que además 
pueden marcar una tendencia en la lucha contra la impunidad en Guatemala. Sin 
embargo, dichos progresos aún dependen en gran parte del trabajo sostenido de 
actores no estatales apoyados por la cooperación internacional. Se concluye además 
que los vicios jurídico-procesales del sistema de justicia guatemalteco siguen siendo 
un obstáculo muy poderoso, tanto para casos relacionados con el CAI como para 
otro tipo de casos, como lo demuestra el informe Jueces por la Impunidad publicado 
por CICIG a finales de 2012. Por estos motivos, la institucionalización de estrategias 
efectivas de persecución y juzgamiento penal siguen siendo tareas pendientes para 
el país.

Reparación
En el capítulo dedicado a la reparación se realiza un análisis del desempeño histórico 
del Programa Nacional de Resarcimiento, su encuadramiento dentro de la política 
gubernamental y su relación con otras dependencias relevantes, como la Secretaría 
de la Paz (SEPAZ) y la Comisión Presidencial para los Derechos Humanos (Copredeh), 
así como su interacción con las organizaciones de víctimas y sus representantes. En 
este sentido, se observó la reciente propuesta de reformas a la política estatal de 
reparaciones, valorando sus objetivos, sus aspectos técnicos y el grado de participación 
de las organizaciones de víctimas en los procesos de su creación y decisión. Como 
conclusión general, se valora positivamente el tiempo dedicado a crear propuestas 
de políticas de reparación estatal. Sin embargo, se observa con preocupación la falta 
de certeza sobre la vigencia de las mismas, los cambios profundos en la naturaleza 
de las medidas de reparación que puede conllevar a desvirtuar la naturaleza misma 
del PNR. También se observó improvisación en la implementación de proyectos y 
actividades de reparación.

Garantías de No Repetición
En el capítulo dedicado a las garantías de no repetición se abordó de forma general 
la reforma de las fuerzas de seguridad del Estado y la persistencia del racismo en 
Guatemala. Sobre el primer tema, se observó el proceso de reforma a la Policía Nacional 
Civil (PNC), para concluir que no ha sido una prioridad política ni administrativa para 
el Estado, a pesar de la necesidad urgente de contar con más y mejor policía. Por 
el contrario, se sigue recurriendo al Ejército para labores de vigilancia y seguridad 
ciudadana, a pesar de los escasos resultados de su participación. En cuanto a la 
persistencia del racismo, se concluye la continuidad de la conflictividad urbano-rural, 
la escasa pertinencia cultural de la gran mayoría de las políticas públicas, así como el 
bajo nivel de reconocimiento político y social que tienen las comunidades indígenas 
en el país. 
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Perspectivas
Guatemala presenta el asombroso contraste de desnutrición crónica y exceso de 
helicópteros privados. Es un país con renta media cuyo PIB depende excesivamente 
de las remesas de migrantes (muchas veces indocumentados), con un fisco quebrado. 
Un país que no ha escogido aún un paradigma político. Un país en el cual coexisten 
significativos avances transicionales en medio de un contexto de statu quo que se 
resiste a dar paso al pleno Estado de Derecho.

Guatemala debe elegir entre seguir el camino marcado por Schmitt, y declarar 
abiertamente que su sociedad es una selva de cemento en la cual los grupos más 
poderosos están legitimados para matar como forma de sobrevivir y prosperar; o 
seguir el camino indicado por Habermas, y luchar por el pleno reconocimiento de 
la subjetividad del otro como actor sociopolítico. Escoger entre uno u otro modelo 
marcó la política alemana (y sus efectos) durante el Siglo XX.  Al enfrentarse a su 
coyuntura histórica sin mezquindades, reconociendo su pasado para construir 
sobre sus cimientos, éste y otros países han dado saltos cualitativos hacia su futuro 
político, económico y social. Hasta el momento, diversas circunstancias planeadas 
y no planeadas han permitido en Guatemala la coexistencia paralela de dos países 
en un mismo territorio. Los movimientos de quienes apoyan ambos paradigmas han 
generado una coyuntura de decisión sin retorno, que se presenta ante la sociedad 
y el Estado guatemalteco: los avances en la lucha contra la impunidad y hacia la 
transición democrática se consolidan, institucionalizan y se mantienen a largo 
plazo, o se aceptan las medidas transicionales como una cuota histórico-política a 
pagar para asegurar una buena imagen internacional, manteniendo un sistema que, 
evidentemente, resulta muy beneficioso para algunos sectores sociales.

El caso judicial por el Genocidio Ixil, o más precisamente, lo que suceda tras su 
finalización, será un indicador, aunque no el único, del paradigma finalmente 
adoptado por Guatemala. Tal vez es momento de que impunidad, corrupción, 
desconfianza social, ilegitimidad, poderes paralelos y violencia empiecen a verse no 
como fenómenos separados, sino como un fenómeno único y endogámico que se 
reproduce cíclicamente. 
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I.  Derecho a la Verdad

1.	 Averiguación del paradero de las personas desaparecidas
Según la Convención Interamericana sobre desaparición forzada de personas6 y 
la Convención Internacional para la protección de todas las personas contra las 
desapariciones forzadas7, Guatemala tiene la obligación de prevenir, investigar, 
sancionar y erradicar la desaparición forzada de personas, incluyendo la obligación 
de establecer y mantener registros oficiales actualizados sobre los detenidos y 
ponerlos a disposición de los familiares, jueces, abogados y otras autoridades, y 
garantizar el derecho de las víctimas y la sociedad en general a conocer la verdad 
sobre las circunstancias de la desaparición forzada y la localización de las víctimas. 
Sin embargo, a nivel nacional, aún no existe legislación ni políticas claras respecto 
de la búsqueda de personas desaparecidas. Un indicador de lo anterior es que aún 
no existe una figura legal que regule la ‘ausencia por desaparición’, que facilitaría la 
solución de problemas legales y administrativos para los familiares de las víctimas. 
Uno de los avances presentados en el año 2012 es la ratificación del Estatuto de Roma, 
que incluye el crimen de desaparición forzada, constituyéndose en una importante 
medida de no repetición, pues significa un reconocimiento de la gravedad del 
crimen, y una declaración que el Estado hará esfuerzos para prevenirlo, sancionarlo 
y repararlo.

En materia de búsqueda de personas desaparecidas, durante 2012 se mantuvo 
la tendencia tradicional, según la cual la mayor parte del trabajo de búsqueda de 
desaparecidos se desarrolla bajo la iniciativa e insumos proporcionados por las 
organizaciones sociales, principalmente las organizaciones de familiares de víctimas 
de desaparición forzada creadas desde los 80, destacándose el Grupo de Apoyo 
Mutuo (GAM), Asociación de Familiares de Detenidos-Desaparecidos de Guatemala 
(Famdegua) y la Coordinadora Nacional de Viudas de Guatemala (Conavigua). Estas 
organizaciones fueron creadas con el objetivo de denunciar las desapariciones 
forzadas con miras a lograr la persecución y sanción penal de los autores de dichos 
crímenes, encontrar a las personas desaparecidas con vida y la concientización de la 
sociedad sobre este tema8. Una consecuencia de este proceso de incremento de la 
participación de mujeres en la búsqueda de personas desaparecidas y la denuncia 
de violaciones a los derechos humanos, ha sido una posterior mayor participación 
de mujeres en otros espacios públicos, particularmente en la sociedad civil. En 2012 
se mantuvo la tendencia de años anteriores, con un enfoque en la realización de 
exhumaciones y el litigio estratégico en procesos penales por desaparición forzada 
sobresaliendo la participación de mujeres en este tipo de trabajos. 

6	 Ratificada por Guatemala en 1999.
7	 Suscrita por Guatemala en 2007, pendiente de ratificación.
8	 Impunity Watch (2012), El camino de la búsqueda: Experiencias y mecanismos para buscar a personas desaparecidas en 

América Latina (48-51). Guatemala: SERVIPRENSA.
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1.1	 Exhumaciones
Al igual que viene ocurriendo desde la década de los 90, en 2012 han sido las 
organizaciones de la sociedad civil, acompañadas por organizaciones de naturaleza 
forense, quienes realizaron los mayores esfuerzos para continuar con el trabajo de 
exhumaciones en Guatemala. Al final de 2012, los equipos y recursos de la Fundación 
de Antropología Forense de Guatemala (FAFG) y el Centro de Análisis Forense y 
Ciencias Aplicadas (CAFCA) se mantienen al servicio de las exhumaciones impulsadas 
por las organizaciones de la sociedad civil. El acompañamiento psicosocial se realiza 
de forma constante (antes, durante y después de los procesos de exhumación) 
mayoritariamente a través de organizaciones de sociedad civil especializadas en 
salud mental, como ECAP, Conavigua, GAM, y organizaciones de víctimas a nivel local. 
Usualmente son estas organizaciones las que articulan las organizaciones forenses y 
las víctimas9.

A diciembre de 2012, el monitoreo documentó más de 1.900 exhumaciones 
impulsadas por las organizaciones forenses no estatales que funcionan en Guatemala. 
En su conjunto, CAFCA y FAFG han exhumado 7.276 restos óseos10.

En cuanto al trabajo de búsqueda de personas desaparecidas, sobre todo en áreas 
urbanas, cabe resaltar el trabajo de la FAFG, cuyos resultados demuestran un 
importante avance científico. El trabajo inició en 2004 con el análisis de los libros 
de varios cementerios públicos para determinar el número de personas inhumadas 
como ‘XX’ en estos cementerios. Hasta la fecha, se registra exhumaciones en los 
cementerios de La Verbena y de Escuintla. En la Verbena, hasta diciembre 2012 ya se 
había identificado un número mínimo de 12.860 individuos exhumados. Aún no se 
conoce el número exacto de personas exhumadas hasta esa fecha, ya que, según los 
expertos forenses, este número sólo se conoce al haber analizado todos los registros 
exhumados –los cuales pueden contener osamentas, partes óseas, bolsas de huesos 
sueltos y artefactos, por lo que un registro exhumado no necesariamente pertenece a 
un solo individuo, sino frecuentemente a varios. Sin embargo, el problema particular 
de la exhumación realizada en el cementerio de La Verbena es que no todos los restos 
exhumados corresponden a personas desaparecidas, pues en dicho lugar se enterró 
también a personas sin identificar, pero no necesariamente víctimas del conflicto. 
Igualmente, las fosas contienen restos de personas inhumadas cuyos familiares no 
continuaron pagando nichos o galerías públicas. La FAFG calcula que sólo un 5% 
de los restos óseos encontrados en La Verbena pertenece a víctimas del conflicto 
enterradas como XX, lo cual dificulta mucho el trabajo de análisis e identificación11.

9	 El camino de la búsqueda... (p. 103). e información proporcionada por la Fundación de Antropología Forense de Guatemala 
[FAFG] (6 de noviembre 2012).

10	 Según la información recibida de las organizaciones en noviembre 2012: Centro de Análisis Forense y Ciencias Aplicadas 
[CAFCA] realizó investigaciones en 213 sitios, sobre los cuales produjo 122 dictámenes, tiene datos antemortem de 918 
víctimas, y ha recuperado restos de mínimamente 825 individuos. 55% de las víctimas registradas fueron asociadas con una de 
las osamentas recuperadas. FAFG ha realizado un total de 1,404 investigaciones antropológico forenses recuperando los restos 
óseos de 6,451 víctimas, de las cuales se ha identificado alrededor del 65%. Oficina de Derechos Humanos del Arzobispado 
de Guatemala [ODHAG] ha dejado de realizar exhumaciones en el 2008; hasta esa fecha había realizado entre 290 y 320 
exhumaciones.

11	 Según información proporcionada por la FAFG (22 de enero 2013).
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Por otra parte, la FAFG ha comprobado el entierro ilegal de cadáveres en antiguos 
destacamentos militares. Hasta diciembre de 2012, la FAFG ha realizado exhumaciones 
en 31 instalaciones militares – 2% del total de exhumaciones – donde han encontrado 
al 18,3% de todos los restos óseos exhumados12.  Paralelamente, se construyeron dos 
bancos de datos de ADN – de muestras de personas desaparecidos y de familiares – y 
un laboratorio de ADN, con los cuales se busca identificar a los restos exhumados. 
Para lograr muestras de ADN de familiares de personas desaparecidas, se continúa la 
implementación de la campaña ‘Mi nombre no es XX’. A través de esta propuesta de 
búsqueda, ya se cuenta con logros importantes, entre ellos la identificación de cinco 
personas que fueron  exhumadas en el destacamento militar de San Juan Comalapa 
entre noviembre de 2011 y marzo de 2012, que aparecen en el Diario Militar13.

Sin embargo, las limitaciones de este método de identificación también son evidentes. 
En primer lugar, la identificación por ADN es muy cara, por lo que no puede usarse 
en todas las exhumaciones, sino sólo en ‘casos abiertos’, donde existen muy pocos 
elementos que pueden indicar la identidad de los restos óseos, como lo son casos 
de desaparición forzada, o cementerios clandestinos grandes como destacamentos 
militares donde pueden estar enterradas personas de diferentes lugares (a diferencia 
de casos cerrados, donde se tiene suficientes indicios de contexto para identificar 
los restos óseos, por ejemplo en fosas en comunidades donde las personas saben 
quiénes fueron enterrados en el lugar14). Luego, su éxito depende del número de 
muestras de ADN de los familiares. Ha resultado difícil obtener suficientes muestras 
de ADN de familiares de víctimas, por el persistente miedo que rodea el fenómeno 
de la desaparición forzada15. Esto evidencia que aún teniendo las más avanzadas 
técnicas de identificación de personas desaparecidas, la estrategia no será efectiva 
hasta tener una activa participación de los familiares – entre otros a través de un 
acompañamiento psicosocial para abordar los temores y traumas – que son una pieza 
clave en el rompecabezas de la búsqueda de personas desaparecidas. Esto indica 
que un trabajo especial de generación de confianza en los familiares es necesario, 
lo cual fue confirmado por un  estudio de Conavigua, que indica que existen varios 
factores que dificultan la participación de familiares en las exhumaciones. Un factor 
principal – al momento de publicación del mencionado estudio – fue la falta de ayuda 
generalizada en las comunidades. Las entrevistas realizadas confirmaron que la razón 
principal por esta falta de apoyo ha sido  que en muchas comunidades se convive 
entre víctimas y victimarios, lo cual puede conllevar miedo por parte de los familiares 
de las víctimas, e intimidación por parte de los que pueden haber sido involucrados 
en los hechos durante el conflicto. Sin embargo, según la experiencia de CAFCA, 

12	 FAFG (2010), Propuesta de investigación del destino final de víctimas de desaparición forzada en Guatemala (pp. 103, 145) e 
información proporcionada por Paiz, L. [FAFG] (20 de diciembre 2012), en base a presentación hecha durante el VIII Congreso 
Latinoamericano de Antropología Forense, octubre de 2012.

13	 Documento de inteligencia militar donde se registraron casi doscientas personas que fueron detenidas y muchas de ellas 
desaparecidas entre 1983 y 1985. Gamazo, C. (23 de marzo 2012). ‘Identifican cuerpos de desaparecidos durante la guerra’. 
ElPeriódico, en http://www.elperiodico.com.gt/es/20120323/pais/209912/

14	 Paiz, L. (20 de diciembre 2012).
15	 El camino de la búsqueda, (p.104).
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los problemas de desconfianza de la población han ido disminuyendo, mientras se 
conocieron más casos de exhumaciones exitosas16.

Solamente durante el período 2006-2008 FAFG y ODHAG -organización que realizó 
exhumaciones hasta 2008 – recibieron financiamiento por parte del Programa 
Nacional de Resarcimiento, que fueron recibidos a su vez del proyecto DIGAP que 
incluía aportes de USAID y los Países Bajos17, y que permitió la realización de 281 
exhumaciones (14,79 % de todas las exhumaciones realizadas). Desde 2008 el 
PNR sigue sin apoyar trabajos de exhumación impulsados por la sociedad civil. De 
hecho, en el período monitoreado los fondos para la realización de exhumaciones 
en Guatemala han provenido casi en su totalidad de la cooperación internacional, 
aunque el PNR ha retomado posteriormente el trabajo en exhumaciones, como se 
explica más adelante. Existe, finalmente, cierta controversia respecto del aporte 
estatal a procesos de exhumación, pues CAFCA señala no haber recibido apoyo 
estatal, mientras que la información entregada por el PNR indica que CAFCA y FAFG 
recibieron apoyo a través de la SEPAZ, entre 2000 y 200118.

Precisamente el financiamiento para la realización de exhumaciones es identificado 
por las organizaciones de antropología forense como uno de los principales 
obstáculos para la búsqueda de personas desaparecidas. Debido a que sus fondos 
de trabajo provienen mayoritariamente de la cooperación internacional, la reducción 
de los programas de cooperación, de sus fondos disponibles y el cierre de embajadas 
y agencias de cooperación internacional en el país comprometen en gran medida 
los resultados de los programas de exhumación, pero sobretodo su continuidad y 
sostenibilidad. Ello por cuanto una de las características de los procesos de exhumación 
es la incertidumbre sobre el tiempo que tomará una investigación forense entre sus 
diferentes fases (exhumación, análisis, identificación e inhumación). En concreto, 
CAFCA, por ejemplo, señala que su equipo se ha reducido drásticamente de 12 
antropólogos forenses a sólo dos personas que realizan exhumaciones19. Un caso más 
extremo es el de la ODHAG, entidad que señala que en 2008 se vio obligada a terminar 
su trabajo en exhumaciones por ausencia de fondos. La interrupción abrupta o la 
disminución del ritmo de trabajo en las exhumaciones representan un obstáculo no 
sólo por los retrasos en entregar resultados, sino también porque restringe el inicio 
de nuevas exhumaciones, a fin de no levantar expectativas irreales en las víctimas. 
El mismo obstáculo aplica al trabajo de búsqueda de niñez desaparecida. Esta es la 
razón, según la ODHAG, para la interrupción de su trabajo en esta materia20.

Dicho contexto es preocupante, puesto que las necesidades de trabajo de antropología 
forense en Guatemala aún son muchas, debido a la magnitud del fenómeno,  el número 
estimado de víctimas de desaparición forzada y al número de personas inhumadas sin 

16	 Coordinadora Nacional de Viudas de Guatemala [Conavigua] (2005), Informe de sistematización del proceso comunitario y 
legal de las exhumaciones (pp. 39-42, 100) y Melgar, E. [CAFCA],  (31 de octubre 2012) Comunicación personal.

17	 Embajada de los Países Bajos en Guatemala, ‘Eerherstel van en Psychosociale Steuan Slachtoffers van het Gewapend Conflict’.  
Recuperado el 26 de octubre 2012, en http://guatemala.nlambassade.org/ontwikkelingssamenwerking/goed-bestuur/
eerherstel-van-en-psychosociale-steun-aan-slachtoffers-van-het-gewapend-conflict.html.

18	 Información proporcionada por el PNR a solicitud de información No.283 (13 de diciembre 2012).
19	 Melgar, E. (31 de octubre 2012).
20	 Solís, R. y Contreras, N. [ODHAG] (9 de noviembre 2012) Comunicación personal.
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identificación. CAFCA indica que sólo el 30% de sus exhumaciones corresponden a 
casos registrados en los informes de CEH y REMHI, lo cual implica que el panorama de 
violaciones cometidas durante el conflicto es mucho más grande de lo conocido en los 
informes, por lo que existen aún muchos casos pendientes de investigar21. Además, 
como indica la FAFG, el Estado de Guatemala usó muchas diferentes estrategias 
contrainsurgentes, lo cual provocó un contexto muy complejo para la búsqueda 
de personas desaparecidas, por lo que los procesos son complicados y largos, y 
requieren de una metodología de investigación específica para cada uno22. En este 
sentido, se destaca la metodología específica para la investigación de dos casos de 
desaparición forzada creada por CAFCA, siendo la primera organización de sociedad 
civil autorizada por la Corte Suprema de Justicia en junio de 2010 para realizar una 
averiguación especial de dos casos de desapariciones forzadas, responsabilidad que 
normalmente recae en la Oficina del Procurador de los Derechos Humanos (PDH)23. 
La investigación fue concluida exitosamente y CAFCA pretende poner la metodología 
empleada a disposición de la PDH y el MP24, lo cual constituiría una oportunidad de 
consolidar e institucionalizar avances en materia de justicia transicional.

Igualmente, como ejemplo exitoso de investigación, es la exhumación en el antiguo 
destacamento militar de Cobán, el actual ‘Comando Regional de Entrenamiento de 
Operaciones de Mantenimiento de Paz’ (Creompaz) realizada por FAFG. A pesar de 
las dificultades experimentadas por el personal que trabaja en dicha exhumación, las 
víctimas y sus acompañantes (a nivel técnico y político) es un indicador muy positivo 
de los avances en la investigación y coordinación interinstitucional en materia de 
búsqueda de personas desaparecidas, pues hace unos años la realización de una 
exhumación en una base militar activa habría sido simplemente imposible.

A diciembre 2012, de la exhumación en Creompaz se habían recuperado 486 
osamentas, de las cuales se logró identificar a una persona, originaria de San Cristóbal 
Verapaz y desaparecida en abril de 1982. También con corte a esa fecha, hay aún dos 
lugares pendientes de investigar dentro del destacamento25. Más allá de los números, 
la importancia de esta exhumación radica en su potencialidad para comprender el 
fenómeno de la represión político-militar durante el CAI, su complejidad, alcance 
logístico, sistematicidad y las redes involucradas. Un claro ejemplo de ello es que 
existen serios indicios que las osamentas encontradas en algunas fosas exhumadas 
pertenecen a víctimas provenientes de otras regiones, particularmente Rabinal26.

1.2	 El apoyo del PNR a la búsqueda de personas desaparecidas
Como fue indicado anteriormente, el PNR ha reiniciado su trabajo en exhumaciones, 
como parte de sus labores encaminadas a la dignificación de las víctimas. El 9 de julio 

21	 Melgar, E. (31 de octubre 2012)
22	 Según información proporcionada por la FAFG, 8 de noviembre 2012.
23	 Sobre este punto volveremos en el capítulo dedicado al derecho a la Justicia
24	 Recinos, E. [CAFCA] (25 de enero 2012). Comunicación personal.
25	 Paiz, L. (20 de diciembre 2012) y Melgar E. (entrevista 31 de octubre 2012) y Agence France-Presse [AFP] (9 de enero 2013) 

‘Localizan 500 osamentas en antiguo cuartel militar en Cobán’. Prensa Libre en http://www.prensalibre.com/alta_verapaz/
Localizan-osamentas-cuartel-Alta-Verapaz_0_844115865.html

26	 Ello se infiere del tipo de corte encontrado en las fosas.  
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de 2010, a partir de la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en 
el caso Molina Theissen, se suscribió un Convenio de cooperación interinstitucional 
(CCI-01- 2010) con el Instituto Nacional de Ciencias Forenses (Inacif) en materia 
de exhumaciones, a fin de fortalecer el Laboratorio de Antropología Forense del 
Inacif y crear una base de datos de muestras de ADN de los restos exhumados y de 
los familiares, para su análisis e identificación27. Según datos del PNR, en 2010 se 
realizaron dos exhumaciones en coordinación con el Inacif, en las cuales se exhumó a 
11 personas. En 2011, se realizaron 10 exhumaciones, exhumándose 19 osamentas.

Previamente a estos procesos de exhumaciones, se realizaron 11 talleres dirigidos a las 
comunidades, donde el PNR registró la participación de 1100 beneficiarios. Igualmente 
se registró un total de 10 talleres dirigidos a escolares, con 2500 participantes28. 
Es difícil precisar la efectividad de dichos talleres, ya que son actividades aisladas 
que no se corresponden con un proceso. Un único taller psicosocial acompañando 
un evento tan impactante como una exhumación podría ser insuficiente, sobre 
todo porque la posibilidad de no encontrar los restos de sus seres queridos puede 
provocar un profundo sentimiento de frustración en los familiares. Adicionalmente, 
la exhumación puede generar un estrés adicional en los familiares de las víctimas, 
impactando fuertemente a nivel psicológico y físico, al arrojar datos sobre la crueldad 
con la que fueron asesinadas las víctimas29.

Precisamente, los procesos de exhumación estatal no han incorporado aún algunos 
estándares internacionales relevantes para el trabajo con los familiares de las 
víctimas durante los procesos de exhumación. Estas normas no son desconocidas 
para las organizaciones de antropología forense y de acompañamiento psicosocial 
que trabajan en Guatemala, pues ellas participaron en el desarrollo del ‘Consenso 
Internacional de principios y normas mínimas sobre trabajo psicosocial en procesos 
de búsqueda e investigaciones forenses para casos de desapariciones forzadas, 
ejecuciones arbitrarias o extrajudiciales’. El objetivo de estas normas es garantizar 
un acompañamiento adecuado, que evita la revictimización y que siente las bases de 
una reparación para las víctimas y sus familiares. Las normas mínimas refuerzan la 
idea de que las exhumaciones son un trabajo que requiere una perspectiva integral 
y multidisciplinaria, que combine estándares científicos del trabajo forense y trabajo 
en memoria histórica, justicia y reparación, más acompañamiento psicosocial y 
enfoques relevantes de tipo cultural y de género30. De hecho, en su Asamblea General 
de 2012, la Organización de Estados Americanos recomendó a sus Estados parte 
tomar en cuenta los estándares mínimos de trabajo psicosocial para el diseño y la 
implementación de políticas públicas sobre búsqueda de personas desaparecidas 
y la correspondiente investigación forense, entre ellos las denominadas ‘Normas 
mínimas’, antes mencionadas31.

27	 Programa Nacional de Resarcimiento (2011), Memoria de labores 2010 (p.17.)
28	 Comisión Nacional de Resarcimiento (2012), ‘Los resultados de la Presidencia de la CNR, período 2008-2011’ (p. 3-4).
29	 Conavigua,  op. cit., pp. 51-53, 71. 
30	 ´Consenso Internacional de principios y normas mínimas sobre trabajo psicosocial en procesos búsqueda e investigaciones 

forenses para casos de desapariciones forzadas, ejecuciones arbitrarias o extrajudiciales’, en http://www.equitas.org.co/
docs/53.pdf

31	 OEA, AG/RES. 2717 (XLII-O/12), LAS PERSONAS DESAPARECIDAS Y LA ASISTENCIA A SUS FAMILIARES, Aprobada en la segunda 
sesión plenaria, celebrada el 4 de junio de 2012.
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Si bien la sociedad civil guatemalteca ha hecho incidencia ante las instituciones 
estatales relevantes – incluyendo el PNR, Inacif y la PDH – para incorporar las 
‘Normas mínimas’ en su trabajo, a 2012 son pocos los resultados en este sentido, 
las organizaciones consultadas consideran políticamente improbable que el Estado 
incorpore estas normas mínimas en el corto plazo32. El POA del PNR para 2012 no 
contempló acompañamiento psicosocial en exhumaciones, sino únicamente la 
realización de exhumaciones, inhumaciones, construcción de casas de difuntos, 
mausoleos y nichos o panteones33. Sin embargo, la construcción de nichos, mausoleos 
y panteones no lo puede realizar el PNR mismo – que no puede construir obra gris 
– sino tiene que ir a través de Fonapaz, lo cual provoca atrasos por la burocracia 
en Fonapaz, que fue cerrado recientemente por el Gobierno. Este conjunto de 
circunstancias ha mantenido suspendida la inhumación de aproximadamente 300 
víctimas ya exhumadas34.

En cuanto al Inacif y su trabajo en materia de exhumaciones por desapariciones 
forzadas, la preocupación general registrada por IW es que se está apoyando 
fuertemente (Q1,160,000.00 según el POA 2012 del PNR y Q5,000,000.00 en 2011) 
a una institución sin mayor experiencia en la materia de antropología forense, 
sin despliegue territorial y personal insuficiente para garantizar la efectividad 
de actividades tan complejas como las exhumaciones, más aún ante negativa a 
incorporar estándares internacionales relevantes, como los incluidos en las Normas 
Mínimas antes mencionadas35. Aparentemente, el PNR e Inacif también llegaron a 
esta conclusión, ya que muy recientemente se aprobó un convenio entre Inacif y FAFG 
– que aún está pendiente de firmar – el cual delega las exhumaciones relacionadas al 
Conflicto Armado Interno del Inacif a la FAFG36. Respecto del Laboratorio y Bancos de 
datos de ADN, vale la pena mencionar que el Inacif adquirió el programa informático 
M-Fisys, el mismo usado por FAFG para desarrollar su laboratorio. Esto permitiría 
hacer comparaciones entre la base de datos del Inacif y FAFG, así evitando posible 
revictimización de los familiares de víctimas al tener que dar sus muestras de ADN y 
testimonios a dos diferentes instancias37.

A pesar que es positivo que el Estado sigue apoyando las exhumaciones a través de 
una entidad especializada para ese trabajo, por otro lado plantea la duda de cómo 
se podría institucionalizar los procesos de exhumaciones. Si el Estado se quiere hacer 
responsable de realizar las exhumaciones, debería crear las capacidades para cumplir 
con este objetivo, el cual no se logra al delegar estas responsabilidades a instituciones 
privadas. Por otro lado, organizaciones de sociedad civil suelen generar más confianza 
en las víctimas que el propio Estado, que fue responsable de las violaciones, y 
además la sociedad civil podría hacer un trabajo más objetivo e independiente que 

32	 Navarro S. [ECAP] (comunicación electrónica, 10 de enero 2013).
33	 PNR (2012), Plan Operativo Anual 2012.
34	 Coordinador de oficina regional del PNR en Nebaj (10 de septiembre 2012). Comunicación personal y Morales, S. (20 de 

octubre 2012) ‘Varadas 942 obras de resarcimiento’, Prensa Libre en http://www.prensalibre.com/noticias/comunitario/
Varadas-obras-resarcimiento_0_800919937.html  NB: Durante la edición del presente informe, el Gobierno anunció el cierre 
de Fonapaz, situación que será analizada durante el Monitoreo 2013.

35	 Impunity Watch (2012), Verdad histórica en Guatemala: Un paso al costado (p. 46). Guatemala. 
36	 Según información proporcionada por la FAFG, 6 de noviembre 2012.
37	 Verdad histórica en Guatemala (p. 43) e información proporcionada por la FAFG, 6 de noviembre 2012. 
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instituciones estatales, lo cual probablemente tendría un mayor efecto reparador. Por 
ello, se podría plantear que una solución podría ser que el Estado se comprometa a 
apoyar estructuralmente a instituciones especializadas – no necesariamente sólo a la 
FAFG – a largo plazo, así cumpliría  con sus responsabilidades en cuanto a la búsqueda 
de personas desaparecidas, en la medida en que las exhumaciones se realicen a través 
de instituciones especializadas38. Es decir, que el Estado debería institucionalizar su 
apoyo a las exhumaciones mediante el apoyo a la sociedad civil, en tanto en cuanto 
no se profesionalice al Inacif en este aspecto.

1.3	 Avances en la coordinación con el MP
Uno de los temas que presenta mayores avances durante el año 2012 y los años 
anteriores es la coordinación entre las organizaciones forenses y el Ministerio Público, 
observándose un cambio positivo. Mientras que hace unos años era evidente la falta 
de conocimiento de muchos fiscales sobre los trámites de exhumación, actualmente 
se observan los resultados positivos de un intenso trabajo de capacitación 
desarrollada tanto por el Ministerio Público como por las diferentes organizaciones 
de antropología forense. Más allá de contar con mejores capacidades técnicas, se 
ha observado también un cambio en la voluntad del MP respecto de la realización y 
aprovechamiento de las exhumaciones.

1.4	 Unificación de registros
Otro obstáculo para el avance de la búsqueda de personas desaparecidas que persiste 
es  la falta de mayor coordinación de la sociedad civil. En este sentido, el Monitoreo 
resalta que los archivos de las diferentes organizaciones de la sociedad civil que 
se dedican a la búsqueda de personas desaparecidas siguen fragmentados39. Esto 
también implica que no se ha alcanzado una cifra precisa del número de personas 
desaparecidas, puesto que existe la posibilidad de que exista subregistro y también 
de que algunos casos estén incluidos en varias bases de datos simultáneamente. El 
intento de la FAFG de construir una Base de Datos Unificada de Desaparecidos durante 
2004 y 2005 no se terminó, a pesar de que dicha unificación podría ser muy útil para 
la mayor eficacia de los trabajos de búsqueda40. Por lo tanto, una de las principales 
tareas pendientes por parte de la sociedad civil es la de digitalizar y unificar sus 
bases de datos y cruzar los expedientes, o al menos sintetizar sus contenidos, a fin 
de facilitar la búsqueda de los familiares a través de un registro común de personas 
desaparecidas y exhumaciones realizadas.

Por otra parte, una vez se tenga un registro unificado en la sociedad civil, el siguiente 
paso debería ser unificar dichos registros con los del Estado. En cuanto a registros 
estatales relevantes, se incluye el Registro Unificado de Atención de Casos de 
Desaparición Forzada y otras Formas de Desaparición (Rudfor) y el Registro Nacional 
de Víctimas del PNR. Sin embargo, el Monitoreo encontró que ninguno de los dos 
parece estar completo ni públicamente accesible. Actualmente, sólo un funcionario 

38	 Melgar, E. (31 de octubre 2012).
39	 El camino de la búsqueda, (p. 93).
40	 FAFG, Propuesta de investigación… (pp. 143-145).
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de la PDH está a cargo de mantener y alimentar el RUDFOR, a diferencia de las ocho 
o diez personas que realizaban este trabajo al momento de su creación, lo cual 
es un indicador de la baja prioridad que tiene ese registro para la PDH. Según las 
informaciones recibidas, actualmente se está reordenando dicho registro, por lo que 
los expedientes no son accesibles41. Por su parte, el Registro Nacional de Víctimas del 
PNR fue creado en el 2005 y contiene información de los expedientes de solicitudes 
de resarcimiento. A final del 2011, 52.922 expedientes fueron ingresados en la base 
de datos, que se sumaban a las 70.435 víctimas registradas a finales de 201042. Sin 
embargo, la información de dicho registro no es accesible, y requiere un análisis de 
su contenido, empezando por el número exacto y características relevantes de las 
víctimas reportadas en los expedientes y las violaciones sufridas43.

Lo anterior quiere decir que tampoco existe un único registro de personas 
desaparecidas por parte del Estado, así como tampoco existe coordinación entre los 
diferentes registros estatales y no-estatales. La unificación de estos registros sería 
un paso clave para hacer una búsqueda más sistemática y efectiva, sobretodo en un 
escenario de menor disponibilidad financiera para realizar procesos de búsqueda.

La información sobre desapariciones forzadas debe incluir, en todo caso, los 
aproximadamente 80 millones de folios del Archivo Histórico de la Policía Nacional 
(AHPN), cuya información documental ya ha probado ser efectiva para esclarecer la 
suerte de las víctimas de desaparición forzada. De hecho, la aportación documental 
del AHPN al caso judicial por la desaparición forzada de Edgar Fernando García permite 
dos conclusiones sobre el valor del AHPN respecto del fenómeno de la desaparición 
forzada en Guatemala. Por una parte, ha probado ser determinante para establecer 
la responsabilidad penal de los autores de este crimen. Por la otra, su información 
ha quedado circunscrita a la esfera judicial, por ser un archivo administrativo, por lo 
que no ha sido útil para establecer el paradero actual de las víctimas de desaparición 
forzada. Una mayor coordinación entre las diferentes bases de datos relevantes en 
materia de desaparición forzada (estatal y no estatal, forense y documental, judicial y 
no judicial, etc.) permitiría lograr un mayor alcance de la información disponible hacia 
resultados más efectivos.

Ahora bien, el contexto político guatemalteco hace cuestionar la probabilidad de 
una mayor articulación de esfuerzos y accesibilidad de la información disponible. 
En particular, es necesario hacer seguimiento al compromiso de la sociedad civil, 
pero sobretodo del Estado de mantener estos archivos y garantizar su acceso. De 
hecho, el cierre de la Dirección de los Archivos de Paz en abril de 2012, junto con 
otras decisiones y políticas implementadas por la Secretaría de la Paz, genera ciertas 
dudas sobre el compromiso estatal de buscar la verdad. Esto por cuanto la DAP tenía 
en su poder archivos del antiguo Estado Mayor Presidencial, así como información 

41	 Sánchez, F.  [PDH]  (19 de junio de 2012) Comunicación personal y PDH (2012), Informe anual circunstanciado. Resumen 
ejecutivo 2011.

42	 CNR, op.cit., p. 4 y PNR, Memoria de labores …,  p. 18.
43	 CAFCA (2012), Quince toneles de agua tuvimos que traer. Situación de la política pública de reparación del PNR 2010-2011 (p. 

15).
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relevante sobre niñez desaparecida44. Paralelamente, se observan acciones positivas 
por parte del Estado, resaltándose el convenio entre el PNR y el Comité Internacional 
de la Cruz Roja para sistematizar en una base de datos unificada la información sobre 
cementerios clandestinos que aún están por exhumar45.

1.5	 Justicia por desaparición forzada
Durante el período monitoreado se observó un paralelismo entre la búsqueda 
de los desaparecidos y los casos judiciales por desaparición forzada. Desde el 
2003 existe un ‘Manual de Procedimientos para Investigaciones Antropológico-
Forenses’ del Ministerio Público, elaborado por el MP en coordinación con FAFG, 
ODHAG y CAFCA46, a fin de coordinar la realización de exhumaciones con procesos 
posteriores a nivel de investigación penal sobre los hechos relacionados con dichas 
exhumaciones. Sin embargo, su uso principal se ha circunscrito a la solicitud, por parte 
de las organizaciones forenses, de autorización del MP para realizar exhumaciones, 
generando una desproporción entre el número de exhumaciones y los procesos 
penales abiertos a partir de las mismas. En concreto, las más de mil exhumaciones 
realizadas hasta 2009 generaron sólo ocho procesos legales47. Durante el período 
monitoreado, las organizaciones forenses confirmaron esta desproporción48. Según 
un estudio de percepción realizado por ECAP, esto coincide con las expectativas de 
las víctimas, quienes consideran la búsqueda de las personas desaparecidas como 
fin primordial de las exhumaciones, mientras que se habla muy poco de justicia, por 
el temor que muchas víctimas experimentan. Según dicho estudio, las víctimas del 
conflicto tienen casi dos veces más temor a la búsqueda de justicia que el resto de 
la población49. El avance de los casos judiciales en materia de derechos humanos, 
incluyendo casos por desaparición forzada pero también otros, particularmente el 
juicio por genocidio, ha generado confianza, impulsando a otros grupos de víctimas a 
iniciar o fortalecer sus propias expectativas de justicia.

En este sentido, es preciso explotar mucho mejor las oportunidades generadas a 
partir de las exhumaciones, y una coordinación más estrecha entre organizaciones 
de acompañamiento legal, antropología forense y organizaciones de víctimas se hace 
aún necesaria. Una buena práctica a considerar se observa en el proceso penal de 
esclavitud sexual de mujeres en la región del Polochic, donde se utiliza la exhumación 
de los destacamentos militares en la región como evidencia en el proceso legal50. 
Siguiendo la misma lógica, la identificación de las personas desaparecidas en 
Comalapa podría ser una evidencia clave para el proceso penal sobre el Diario Militar, 
por ejemplo.

44	 Verdad Histórica en Guatemala (pp. 20-25). 
45	 Boletín Informativo PNR. http://www.pnr.gob.gt/index.php/bol-pnr/file/88-bol-1
46	 Ministerio Público (2003), Manual de Procedimientos para Investigaciones Antropológico-Forenses en Guatemala. 
47	 ECAP (2009), Exhumaciones, verdad, justicia y reparación en Guatemala. Estudio de opinión (p.13).
48	 Melgar, E. (31 de octubre 2012).
49	 Conavigua, op. cit., (p. 123) y ECAP, Exhumaciones, verdad, justicia… (p. 73).
50	 Morán, L. [MTM] (25 de junio 2012). Comunicación personal.



17

Monitoreo de la Justicia Transicional en Guatemala

Está claro que en un tema tan complejo como las exhumaciones siempre hay retos 
pendientes. Organizaciones forenses consultadas indicaron que es muy difícil 
encontrar evidencias de ciertos crímenes –específicamente violencia sexual– a 
través de las exhumaciones51. Sin embargo, un primer paso para encontrar dicha 
evidencia es que el personal técnico encargado de una exhumación esté consciente 
de la posibilidad de encontrar evidencias, y de qué hacer en caso de encontrar 
indicios en tal sentido. Como indica la Instrucción General 02-2012 del Ministerio 
Público, sobre la investigación de violencia sexual durante el conflicto, algunos 
indicios son importantes para recabar evidencia, entre ellos: encontrar huesos de 
pelvis quebrados, encontrar fosas que contienen únicamente mujeres, o fosas en las 
cuales los restos de mujeres tienen la ropa a la altura de la cintura52. Por lo anterior, 
la mayor coordinación entre las organizaciones forenses y el Estado, objetivo del 
Manual de 2003, supone que no sólo los operadores de justicia conozcan y utilicen 
estándares relevantes sobre exhumaciones, sino que las organizaciones forenses y 
las que trabajan en las exhumaciones conozcan y utilicen dichos estándares. En este 
sentido, la Instrucción General 02-2012 es un documento útil y fácilmente accesible 
que puede ser empleado de forma más extendida.

La necesidad de una mayor coordinación, así como las ventajas de la misma de cara 
a la mayor integralidad, sistematicidad, institucionalidad y eficacia de la búsqueda 
de personas desaparecidas se observa claramente en el uso de las exhumaciones 
como evidencia y los esfuerzos para lograr la identificación de las víctimas de 
desaparición forzada. Con base en las informaciones recibidas, se concluye que la 
dificultad para identificar oficialmente a las personas recuperadas de exhumaciones 
–dato relevante para que la exhumación contribuya a una investigación penal– 
frecuentemente se aumenta debido a que el RENAP exige que se establezca la fecha 
y hora exacta de la defunción como requisito para extender la correspondiente acta 
de defunción. Como salta a la vista, determinar con exactitud la fecha y hora de una 
defunción ocurrida hace treinta años resulta muy complicado. En otras ocasiones, 
el RENAP exige la presentación de documentos difíciles de conseguir, como actas de 
nacimiento que muchas veces ya no existen debido a la quema de las municipalidades 
correspondientes.

De acuerdo con fuentes consultadas por el Monitoreo, debería existir una regulación 
específica que facilite la identificación de las víctimas del Conflicto Armado Interno, 
en razón de las circunstancias específicas que han obstaculizado que muchas de ellas 
tengan documentos de identificación, o que se pueda identificar oficialmente sus 
restos53. Igualmente, se mantiene la necesidad de regular la situación de ‘ausencia 
por desaparición forzada’, que facilitaría el ejercicio de derechos civiles -incluyendo 
el acceso a la reparación- a los familiares de las víctimas, sin cerrar la posibilidad 
de investigación y enjuiciamiento a los responsables de eventuales crímenes contra 
dichas víctimas.

51	 Información recopilada durante visita a exhumación en destacamento Cobán (junio 2012), e información proporcionada por 
CAFCA y FAFG (enero y febrero de 2012).

52	 Ministerio Público, ‘Instrucción General Número 02-2012’.
53	 Solís, R. y Contreras, N. (9 de noviembre 2012).
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1.6	 Falta de voluntad estatal para apoyar los procesos de búsqueda
No obstante el gran avance que la mejor coordinación de sociedad civil con el MP 
representa en materia de búsqueda de personas desaparecidas,  la voluntad en 
materia de investigaciones de esta naturaleza sigue siendo casi la excepción a la regla. 
La actitud demostrada por instituciones estatales relevantes, incluyendo el Gobierno, 
sigue siendo de indiferencia y, cada vez más, de hostilidad hacia la búsqueda de 
víctimas de desaparición forzada, las exhumaciones y las investigaciones penales 
sobre este delito. A pesar de que el Estado ha reconocido anteriormente la ocurrencia 
de la desaparición forzada (por ejemplo a través de los puntos resolutivos 08-04 y 
19-04 del Congreso de la República), la actitud actual del Gobierno, particularmente 
expresada por la Secretaría de la Paz, es de abierto rechazo y descalificación a 
cualquier iniciativa relacionada con la búsqueda de los desaparecidos, la reparación 
de sus familiares y la sanción a los responsables. Como ejemplo destacamos una de 
muchas declaraciones públicas del Secretario de la Paz de Guatemala, quien considera 
“irresponsable la ligereza con la que se utiliza el término desaparición forzada”, 
afirmando que considerar la desaparición forzada como un delito continuado es 
una suposición “absurda”, contraviniendo las normas internacionales ratificadas por 
el mismo Estado. Independientemente del efecto sobre la política gubernamental, 
los operadores judiciales, la sociedad civil organizada y la comunidad internacional, 
estas declaraciones generan un profundo impacto en las víctimas y sus familiares 
y deslegitiman sus esfuerzos. Ello no sólo dificulta la generación de confianza 
(históricamente siempre precaria) entre víctimas y Estado, sino que también fomenta 
el revisionismo de la verdad, la impunidad sobre graves violaciones a los derechos 
humanos, y vulnera compromisos estatales respecto del esclarecimiento de la verdad 
y la búsqueda de las personas desaparecidas en Guatemala54.

En cuanto a la independencia con la cual pueden realizar su trabajo los equipos de 
antropología forense, el Monitoreo se enfocó en la seguridad de los equipos en el 
terreno. Según CAFCA, en los últimos años ha habido pocos problemas de seguridad, 
aunque eventualmente encuentran dificultades en algunas comunidades, motivadas 
frecuentemente por oposición a las exhumaciones, relacionado a la convivencia 
de victimarios y víctimas, como fue mencionado anteriormente. De acuerdo con 
CAFCA, generalmente la comunidad misma logra resolver estos problemas –a 
favor o en contra de la exhumación–, por lo que muy pocas veces debe recurrirse 
a una decisión judicial sobre el asunto. Por su parte, FAFG señala que, aparte de 
intimidaciones que han sufrido a partir del 2002 en el área de la capital, durante el 
período monitoreado la organización ha tenido dos incidentes de seguridad en el 
interior del país – Chichicastenango y Huehuetenango – motivadas por la oposición 
de grupos ex PAC  a las exhumaciones. En ambos casos, los antropólogos en terreno 
han debido abandonar el trabajo. Adicionalmente, el Monitoreo registró amenazas a 
los trabajadores locales (excavadores) de la exhumación del destacamento militar en 
Cobán. Dichas amenazas fueron denunciadas a la PDH55.

54	 Según información proporcionada por la FAFG, 8 de noviembre 2012 y Arenales Forno, A. (26 de noviembre 2012). 
‘Desaparición forzada’. El Periódico en http://www.elperiodico.com.gt/es/20121126/opinion/221095/

55	 Según información proporcionada por la FAFG (6 de noviembre 2012) e información recopilada durante visita a exhumación 
en destacamento Cobán (junio 2012).
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En términos generales, al ser contrastados contra el número total de exhumaciones 
en curso, se concluye que durante el período monitoreado los incidentes de 
seguridad son pocos. Los mayores obstáculos en cuanto a la seguridad provienen del 
contexto político actual (revisionismo y apoyo gubernamental a la amnistía), así como 
a la presencia de actores relacionados con narcotráfico y la delincuencia común. 
Aunque suelen identificarse como temas separados, la presencia de narcotraficantes 
y delincuentes en zonas de exhumación representa un peligro latente, debido a las 
eventuales conexiones entre estructuras que operaban en el pasado y las que operan 
en el presente, especialmente a nivel local. En este sentido, la presencia de la PNC en 
las exhumaciones es de suma importancia, si bien esta presencia no siempre ha sido 
continua en cada exhumación, debido a insuficiencia de personal disponible.

1.7	 Búsqueda de niñez desaparecida durante el Conflicto Armado Interno
La búsqueda de niñez desaparecida durante el Conflicto Armado Interno es otro 
trabajo que ha sido principalmente impulsado por la sociedad civil. Los antecedentes 
más relevantes sobre este proceso se desarrollaron por siete organizaciones de 
sociedad civil56, que iniciaron la búsqueda de niñez desaparecida para conformar 
luego la Comisión Nacional de Búsqueda de Niñez Desaparecida, adscrita a la PDH. 
Esta Comisión hizo un trabajo de investigación a partir de su creación en el 2001 y 
estimó alrededor de 1,000 el número de niños desaparecidos en Guatemala. La CEH 
por su parte, señala  que un 11% de las víctimas registradas de desaparición forzada 
corresponde a niños y niñas, lo que implicaría un número de 616 casos de niñez 
desaparecida registrada. Sin embargo, basándonos en la estimación de la CEH del 
total de personas desaparecidas en 40.000, el número de niñez desaparecida podría 
subir notablemente. También de los testimonios y peritajes realizados en el cado 
por Genocidio se evidencia la sistematicidad de la desaparición y desplazamiento 
de la niñez durante el conflicto57. Tras una serie de problemas internos, y ante la 
ausencia de apoyo estatal, su trabajo fue bajando de intensidad, hasta terminar en 
200658. Durante el período monitoreado, algunas de las organizaciones involucradas 
continúan la búsqueda de niñez desaparecida por sus propios medios.

La búsqueda de niñez desaparecida durante el Conflicto Armado representa 
dificultades muy particulares, que dan cuenta de su carácter complejo. Muchos niños 
fueron dados en adopción dentro y fuera de Guatemala, lo cual requiere un trabajo 
de investigación intenso en cuanto a las instituciones involucradas en los procesos 
de desaparición y adopción, como casas cunas, juzgados de menores, instancias 
de adopción, abogados y juzgados, que pueden arrojar luces sobre estructuras de 
adopción ilegal que persiste en Guatemala actualmente, al punto de ser uno de los 
temas investigados por CICIG. La búsqueda de niñez desaparecida es, por lo tanto, uno 
de los vínculos más evidentes de ciertas continuidades entre el pasado y el presente 

56	 Asociación para el Desarrollo Integral de Víctimas del Conflicto Armado Maya-Achí, ADIVIMA; Asociación Donde están los 
Niños y las Niñas; Grupo de Apoyo Mutuo, GAM; Fundación Rigoberta Menchú Tum, FRMT; Oficina de Derechos Humanos del 
Arzobispado de Guatemala, ODHAG; Centro Internacional para la Investigación en Derechos Humanos, CIIDH y Casa Alianza.

57	 CEH (1999), Capítulo II, Volumen 2. Las desapariciones forzadas. §394 y Gráfica 6 y CALDH y AJR (2013), Boletines Juicio 
Genocidio Día 9 y Día 15 enhttps://drive.google.com/#folders/0BxOjd8OI5wmhZGdwVU9LS3JNYm8.

58	 Verdad histórica…, (pp. 38-39)
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guatemalteco, que no puede ser dejado de lado en los procesos transicionales en el 
país.

A la fecha, se ha encontrado y devuelto su identidad a alrededor de 600 niños59. 
Este trabajo minucioso de investigación tiene un fuerte impacto emocional en 
los niños –ahora adultos– desaparecidos y sus familias, y requiere por lo tanto un 
acompañamiento psicosocial.

1.8	 Necesidad de instrumentos integrados y articulados para la búsqueda
Uno de los mecanismos para facilitar la búsqueda de personas desaparecidas es la 
creación y puesta en funcionamiento de instituciones específicas dedicadas a esta 
tarea. En este sentido, durante la legislatura 2004-2008 fue presentada la Iniciativa 
de Ley 3590 para crear una Comisión Nacional de Búsqueda de Personas Víctimas 
de Desaparición Forzada y Otras Formas de Desaparición (CNBPD), la cual tras un 
fuerte cabildeo por parte de organizaciones sociales y la comunidad internacional 
recibió dictamen favorable por parte de las Comisiones de Finanzas Públicas y 
Moneda de enero 2007, y de Legislación y Puntos Constitucionales del Congreso de 
la República en mayo de 201160. Según la propuesta legislativa, la Comisión tendría 
15 años para cumplir con su función principal de realizar procesos de investigación y 
la implementación de medidas de atención integral a favor de familiares de personas 
desaparecidas. Sin embargo, luego de haber recibido estos dos dictámenes favorables, 
esta propuesta legislativa se ha quedado estancada y sin resultados concretos a la 
fecha. Si bien por medio del llamado “Acuerdo de Guayaquil” alcanzado durante el 
trámite del caso Fernando García ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
el Gobierno guatemalteco se comprometió a promover la aprobación de la Iniciativa 
de Ley 359061, dicho proyecto de ley no ha recibido ningún impulso efectivo por parte 
del Ejecutivo. Adicionalmente, la paralización del Congreso y la falta de voluntad de la 
gran mayoría de los partidos políticos por destrabar la agenda legislativa hacen más 
improbable las perspectivas de creación de dicha Comisión en el corto plazo.

Las organizaciones que han impulsado la ley, particularmente el Grupo de Trabajo 
contra la Desaparición Forzada (GAM, CIIDH, FAFG y Famdegua) están conscientes 
del complejo panorama actual, particularmente la posibilidad de que el texto de 
la iniciativa sea modificado fuertemente dentro del trámite legislativo. El eventual 
riesgo de dichos cambios, si son estructurales, es que se modifique la estructura de la 
CNBPD, especialmente en cuanto a su autonomía, su presupuesto y la participación 
de la sociedad civil, lo cual podría afectar la efectividad de dicha Comisión.

En todo caso, si bien se considera fundamental la existencia y funcionamiento de 
una Comisión de Búsqueda, los resultados del Monitoreo revelan que la efectividad 

59	 El camino de la búsqueda, (pp. 108-109) y Sánchez, F. – PDH (19 de junio de 2012).
60	 Impunity Watch (2008), Reconociendo el pasado (p. 42). Guatemala: SERVIPRENSA y Guatemala. Congreso de la República de 

Guatemala, ‘Dictamen No 01-2011’ (17 de mayo, 2011).
61	 Herrera, O. y Ramos, J. (27 de abril 2012) ‘Estado reconoce violación a los derechos humanos’. ElPeriódico en 

http://www.elperiodico.com.gt/es/20120427/pais/211380/ y CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
CASO GARCÍA Y FAMILIARES VS. GUATEMALA SENTENCIA DE 29 DE NOVIEMBRE DE 2012, (FONDO, REPARACIONES Y COSTAS) 
en  http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_258_esp.pdf
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de la búsqueda de las personas desaparecidas requiere también de un Plan Nacional 
de Búsqueda de Personas Desaparecidas (PNB), o de la articulación de protocolos 
técnico-políticos sobre este tema, que incluya la participación de actores estatales y 
no-estatales. El objetivo es la articulación de los diferentes mecanismos de búsqueda 
de personas desaparecidas de una manera integral y sistemática, trazando los pasos 
a tomar, desarrollando protocolos adecuados y claros, basados en las experiencias 
de organizaciones forenses y de acompañamiento psicosocial62. Así, podría contarse 
finalmente con una Comisión que tuviera a la mano una hoja de ruta de la búsqueda 
que incluya diferentes etapas, iniciando por la denuncia del caso, un trabajo de 
reconstrucción de memoria histórica con los familiares de la víctima para obtener 
pistas sobre la probable ubicación de su persona o de sus restos, la indagación de 
lo sucedido a través de una búsqueda rigurosa en los diferentes archivos unificados 
a través de herramientas adecuadas de documentación. Precisamente, el tema 
de las bases de datos debería incluir un amplio espectro de fuentes, por ejemplo 
organizaciones de sociedad civil, AHPN, Organismo Judicial, Policía, Bomberos y otras 
instituciones involucradas como el Archivo General de Centro América, que contiene 
todas las actas de nacimiento del siglo XX, así como el archivo del RENAP (institución 
con la cual se debería contemplar protocolos específicos para facilitar el acceso a 
documentos de identificación) y los registros de exhumaciones. Posteriormente, en 
estrecha coordinación con el MP, sería posible la realización de exhumaciones y el 
cruce de las muestras de ADN entre restos exhumados y familiares. La construcción 
de dichos planes y la articulación de los mecanismos no requiere una construcción 
ex novo, ya que las organizaciones de sociedad civil ya cuentan con una riqueza de 
información, protocolos y planes.

El acompañamiento psicosocial debería ser transversal a este proceso, con el objetivo 
de apoyar a los familiares en los diferentes escenarios posibles (encontrar o no a sus 
familiares) y ayudarlos a manejar expectativas realistas e incentivarlos a participar en 
el proceso de búsqueda. Una adecuada estrategia de comunicación es también una 
contribución importante a dicho proceso. Los ‘Principios y normas mínimas sobre 
trabajo psicosocial en procesos de búsqueda e investigaciones forenses para casos 
de desapariciones forzadas, ejecuciones arbitrarias o extrajudiciales’ podrían formar 
la base para este trabajo. Tras la búsqueda efectiva, las actividades culminarían con 
la identificación de las personas vivas, y la inhumación de las víctimas encontradas 
muertas. En esta fase, es fundamental considerar las tradiciones culturales y deseos 
de las víctimas sobre la manera de inhumar a sus seres queridos.

Un tema siempre latente en cualquier proceso de búsqueda de personas desaparecidas 
es la búsqueda de justicia, en función de los compromisos transicionales y la política 
criminal del Estado. Cualquiera sea el alcance que tengan los procesos de búsqueda, 
parece claro que los expedientes de la búsqueda deberán estar siempre a disposición 
del sistema de justicia. Es fundamental el apoyo estatal a través de la coordinación 
y la financiación del proceso de búsqueda, así como la garantía de preservación y 

62	 Por ejemplo ver: ‘Consenso Internacional de principios y normas mínimas sobre trabajo psicosocial en procesos búsqueda e 
investigaciones forenses’ y FAFG, Propuesta de investigación del ….
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acceso a los archivos estatales que pueden contener información sobre las personas 
desaparecidas.

2.	 Difusión y enseñanza del Informe de la Comisión de Esclarecimiento Histórico63

Después de conflictos armados o periodos marcados por la represión, existe consenso 
internacional sobre el derecho de la sociedad y las víctimas de violaciones a los 
derechos humanos a saber la verdad sobre lo ocurrido. No sólo ello, el conocimiento 
de la verdad proporciona una importante salvaguardia contra la repetición de tales 
violaciones. En el caso de Guatemala, y respecto de lo ocurrido durante los 36 años 
de conflicto armado interno que azotaron el país de 1960 a 1996, la solución a la que 
optaron las partes beligerantes fue la de creación de una Comisión de la Verdad —la 
Comisión de Esclarecimiento Histórico de las Violaciones a los Derechos Humanos y 
los hechos de violencia  que han causado sufrimientos a la población guatemalteca 
(CEH)— inspirada en la necesidad de satisfacer el derecho del pueblo de Guatemala 
a conocer plenamente la verdad sobre lo ocurrido durante el enfrentamiento 
armado. En este punto es necesario señalar que ambas partes reconocían ex ante 
y explícitamente la comisión de violaciones a los derechos humanos durante este 
convulso periodo.

El acuerdo para la creación de la CEH —firmado en Oslo en 1994 por el Gobierno 
de Guatemala64 y la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca— fijaba como 
finalidades de la Comisión, bajo la verificación de Naciones Unidas, la de esclarecer 
con toda objetividad, equidad e imparcialidad las violaciones a los derechos humanos 
y los hechos de violencia que habían causado sufrimientos a la población guatemalteca 
vinculados con el enfrentamiento armado; elaborar un informe que contuviera los 
resultados de las investigaciones realizadas y ofreciera elementos objetivos de juicio 
sobre lo acontecido durante este periodo; y formular recomendaciones específicas 
encaminadas a favorecer la paz y la concordia nacional en Guatemala.

Todo ello confirma primeramente que la CEH nacía con la legitimidad emanada de un 
acuerdo explícito de ambas partes en conflicto, quienes, a su vez y como decíamos 
anteriormente, ya reconocían desde el momento de su creación la comisión de 
graves infracciones al derecho internacional durante el periodo de hostilidades. Para 
dotar a la CEH y su mandato con fuerza de ley, su establecimiento fue refrendado 
por el Congreso de la República en la Ley de Reconciliación Nacional (LRN) de 1996, 
la cual encomendaba a la CEH el diseño de los medios encaminados a hacer posible 
el conocimiento y reconocimiento de la verdad histórica acerca del periodo del 
enfrentamiento armado interno65.

La CEH trabajó durante 18 meses en toda Guatemala bajo el auspicio de Naciones 
Unidas. El personal de la Comisión visitó cerca de 2,000 comunidades, contactó a más 
de 20,000 personas, y recibió 7,338 testimonios, a través de los cuales documentaron 

63	 Parte de este trabajo fue publicado a final de 2012 a raíz de la desaparición de la Dirección de Archivos de la Paz en el Research 
Brief Verdad Histórica en Guatemala: Un paso al costado 

64	 Un dato interesante es que uno de los firmantes en representación del Gobierno de Guatemala fue Antonio Arenales Forno, 
actual Secretario de la Paz en el Gobierno de otro de los signatarios, Otto Pérez Molina.

65	 Decreto 145-96, articulo 10
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42,265 víctimas de 61,648 violaciones a los derechos humanos y hechos de violencia. 
La CEH dedicó un capítulo en particular a la violencia sexual contra las mujeres – 
si bien reconocía el subregistro este tipo de violaciones a los derechos humanos – 
aspecto pionero en las Comisiones de la Verdad en Latinoamérica hasta ese entonces. 

El informe de la CEH, Guatemala: Memoria del Silencio fue presentado a la opinión 
pública el 25 de febrero de 1999 y sus resultados son devastadores dada la magnitud 
de la tragedia humana vivida por la población guatemalteca: una estimación de más de 
200 mil muertos y desaparecidos desde que estalló el conflicto armado en 1962 hasta 
la firma de la paz en 1996. Los testimonios presentados ante la CEH registraban sólo 
una muestra: 23,671 víctimas de ejecuciones arbitrarias y 6,159 de desapariciones 
forzadas. De las víctimas plenamente identificadas, el 83% eran mayas y el 17% eran 
ladinos66. Tal y como se ha escrito en repetidas ocasiones, nadie imaginaba una 
catástrofe de las magnitudes que se describían en las páginas del Informe de la CEH67, 
especialmente aquellos que suscribieron el Acuerdo que creaba la CEH y le daba el 
mandato de hacer las investigaciones.

Este tipo de conclusiones, realizadas por parte de un ente internacional investido de 
capacidad legal por el Congreso de la República y de legitimidad dado el carácter de 
partes en conflicto de sus creadores, eran un claro desafío al statu quo guatemalteco68. 
Los firmantes del acuerdo de creación de la CEH por parte del Gobierno y el Ejército 
inmediatamente salieron a la palestra para cuestionar los resultados del Informe, 
especialmente sus conclusiones  y recomendaciones. El primero fue el entonces 
Presidente Álvaro Arzú69, quien en un comunicado de prensa señaló que el informe 
de la Comisión constituía ‘un aporte para una tarea que apenas comienza”, 
negándose a iniciar la depuración del Ejército y la Policía Nacional, indicando que 
no se implementaría cualquier propuesta de depuración distinta a las contenidas en 
el Acuerdo Global sobre Derechos Humanos70. Éste puede considerarse el punto de 
partida del revisionismo y la negación de lo ocurrido durante el conflicto armado 
interno por parte de ciertos sectores de la sociedad, quienes a partir de este momento 
han utilizado las instituciones estatales para imponer una estrategia clara: negar la 
realidad sin aportar un solo dato para sostener su posición; promover la reparación 
económica a víctimas en un intento por silenciarlas y utilizarlas con fines electorales; 
y finalmente establecer espacios institucionales como escenarios de “negociación de 
la verdad”.

66	 Comisión de Esclarecimiento Histórico. Guatemala Memoria del Silencio. Tomo V. Conclusiones y Recomendaciones. 
Guatemala. 1999. Numeral 1.

67	 Entre otros, ver Hernández Pico, J. (2005). “Memoria del silencio”: Un informe estremecedor para la memoria de los mártires” 
en Terminar la Guerra Traicionar la Paz. Guatemala. Flacso. 

68	 En cierta forma, y respecto de las reacciones de ciertos sectores de la sociedad guatemalteca frente a la verdad, este caso 
guarda bastantes similitudes con sus reacciones ante las conclusiones a las que arribó la CICIG en el caso Rosenberg.   

69	 En 1980, en tiempos de Lucas García, Álvaro Arzú, en su función de director del Inguat, le comentó a al periodista Alan 
Riding del New York Times: “La violencia organizada no es obstáculo al turismo en Guatemala.” Después, cuando el turismo 
disminuyó, Arzú amenazó con demandar a Amnistía Internacional por haber “destruido el turismo en Guatemala” con sus 
informes sobre el estado de los derechos humanos. En Simon Jean-Marie, Guatemala: Eterna Primavera, eterna tiranía 2010.

70	 Citado en El Estado de cumplimiento de las recomendaciones de la Comisión para el Esclarecimiento Histórico. Informe de 
Verificación. Misión de Naciones Unidas en Guatemala (Minugua). Ciudad de Guatemala. 2004. Las consecuencias de esta 
última y grave decisión han llegado hasta nuestros días.  



24

¿La hora de la verdad?

Por ello no es de extrañar que si bien la propia CEH establecía en sus recomendaciones 
que el Estado asumiera el contenido del Informe71, éste nunca lo hizo. Lo más 
maquiavélico es que  tampoco lo desautorizó abiertamente, por cuanto ello le 
hubiera supuesto la pérdida de confianza de la comunidad internacional y la retirada 
de unos importantes fondos que a partir de 1997 estaban fluyendo a Guatemala 
condicionados al cumplimiento de los Acuerdos de Paz. Se trataba —y se trata— de 
la perpetuación de un régimen autoritario y excluyente de las mayorías, racista en 
sus preceptos y en su práctica, a través de reescribir deliberadamente la historia, en 
un intento por negar las atrocidades que se cometieron durante el conflicto  armado, 
y cuyo objetivo es legitimarse72. La búsqueda de la verdad histórica de lo ocurrido en 
Guatemala supondría la creación de un registro histórico que chocaría con la visión 
distorsionada y manipulada que se sigue proporcionando a la sociedad guatemalteca  
y que  favorece a determinados sectores de la sociedad. 

2.1	 Difusión del Informe de la Comisión de Esclarecimiento Histórico 
Como señalábamos anteriormente, la CEH establecía en sus recomendaciones no 
sólo que el Estado asumiera el contenido del Informe sino que  apoyara cuantas 
iniciativas se pusieran en marcha para su difusión y promoción, tomando en cuenta 
para ello, la realidad social, cultural y lingüística de Guatemala73. Según el informe 
de verificación del cumplimiento de las recomendaciones de la CEH realizado por la 
Misión de Naciones Unidas para Guatemala (Minugua) en el año 2004 —cinco años 
después la publicación del Informe de la CEH— el Estado no había diseñado ninguna 
línea de trabajo sobre este aspecto. Un principio de cumplimiento se observó a 
finales de 1999, cuando el Gobierno financió la publicación de 285,000 copias del 
documento de Conclusiones y Recomendaciones de la CEH, que fue distribuido como 
suplemento en los principales periódicos del país. La edición sólo se realizó en idioma 
español excluyendo a una gran parte de las víctimas del conflicto, mayoritariamente 
indígenas, muchos de ellos, sobre todo mujeres, que no hablaban este idioma.

Como en el otros aspectos relacionados con la Justicia Transicional en Guatemala, 
los mayores esfuerzos por difundir el Informe de la CEH han sido los realizados por 
la sociedad civil organizada mediante el apoyo de la cooperación internacional. En 
este sentido, la Fundación Myrna Mack (FMM) elaboró 296,000 ejemplares de un 
resumen del Informe y 30,000 de una versión popularizada, superando ampliamente 
lo realizado hasta ese momento por el Estado de Guatemala. Igualmente en la 
divulgación del Informe destacan los aportes de Conadehgua, la Iglesia Católica, la 
Instancia Multi-institucional, Unesco, la Oficina de Servicios para Proyectos de las 
Naciones Unidas (UNOPS) y PNUD74. 

71	 32. Que el Estado, como imperativo moral y deber suyo, asuma el contenido del presente Informe y apoye cuantas iniciativas 
se pongan en marcha para su difusión y promoción.

72	 Ejemplo de dicha tendencia se encuentra en el empeño propagandista de regímenes totalitarios, como los esfuerzos del 
ministerio de propaganda de la Alemania Nazi, empeñado no sólo en legitimar su “causa”, sino también en rescribir la historia 
para que calzara con el ideario político correspondiente.

73	 CEH. Tomo V. Conclusiones y Recomendaciones. Guatemala. 1999. Recomendaciones 33, 34 y 35.
74	 El Estado de cumplimiento de las recomendaciones de la Comisión para el Esclarecimiento Histórico. Informe de Verificación. 

Misión de Naciones Unidas en Guatemala (Minugua). Ciudad de Guatemala. 2004
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Respecto del último Gobierno, el de Álvaro Colom, hay que reconocer tímidos 
intentos de difusión del Informe más provocados por la obligación de cumplimiento 
de sentencias o de soluciones amistosas en el sistema interamericano de Derechos 
Humanos relacionadas con casos particulares, que por una difusión real entre la 
población de un Informe que no sólo describe las atrocidades que se cometieron 
durante el conflicto armado interno, sino que profundiza en sus causas75. Nadie 
niega el mérito que tienen estos aportes estatales a la difusión de la verdad pero 
entendemos que éstos sólo fueron realizados cuando las instituciones responsables 
fueron compelidas a hacerlo por el Sistema Interamericano de Derechos Humanos 
o se aproximaban las elecciones. La SEPAZ, Copredeh y el PNR utilizaron contenidos 
del informe para producir documentales transmitidos en la televisión abierta como 
los de Monseñor Juan Gerardi Conedera, Masacre de Panzós, Masacre de Cocop y las 
semblanzas de Oliverio Castañeda y de Alberto Fuentes Mohr. Si bien se reconoce 
la importancia de estos esfuerzos sobre todo como una forma de reparación de las 
víctimas, debe señalarse que no se transmite con ellos la magnitud real de la represión 
estatal organizada en aquellos tiempos, la cual se encuentra fielmente reflejada en el 
Informe de la CEH.

2.2	 Enseñanza del Informe de la Comisión de Esclarecimiento Histórico 
Los exiguos resultados conseguidos hasta ahora por el Estado respecto de la difusión 
del Informe de la CEH son igualmente comparables con los de su enseñanza. Y es que 
dentro del marco de la implementación de una política activa de la educación para 
la paz, la CEH recomendó que en los currículos de educación primaria, secundaria y 
universitaria, con la profundidad y método correspondiente a cada nivel educativo, 
fueran incluidos las causas, desarrollo y consecuencias del enfrentamiento armado y 
los Acuerdos de Paz. La difusión de la memoria cumpliría, de lograrse estos objetivos, 
la meta de impulsar una formación democrática en Guatemala, promoviendo a su 
vez el ejercicio de una ciudadanía responsable ante los enormes retos institucionales 
del país.

Para el año 2004, el Ministerio de Educación, junto con la Comisión Consultiva para la 
Reforma Educativa aún se encontraba en proceso de elaboración de la transformación 
curricular del nivel básico y diversificado. Al igual que en otros temas relacionados 
con la verdad histórica, lo importante es cumplir formalmente sin asegurar ni los 
contenidos ni la institucionalización a largo plazo de los mismos. Para aseverar lo dicho 
sólo basta examinar el Plan Marco de la transformación curricular, ya aprobado, que 
si bien recoge los conceptos de cultura de paz, Acuerdos de Paz y Derechos Humanos, 
en el mismo no se encuentra explícitamente contemplada la enseñanza de las 
causas, el desarrollo y las consecuencias del enfrentamiento armado, en los términos 
recomendados por la CEH. Sin embargo, en el ámbito de la educación privada, la 

75	 El hecho de que estos avances se hayan logrado como una consecuencia de sentencias internacionales refleja, por lo 
demás, el papel fundamental que ha jugado el Sistema interamericano de DDHH para los procesos de VJRNR en Guatemala. 
La institucionalización de estos esfuerzos y la voluntad política para materializarlos por parte del Estado cobra aún mayor 
importancia debido a las tendencias regionales a debilitar el SIDH como lo demuestra la cumbre de Cochabamba de 2012
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Universidad Rafael Landívar incorporó en algunas de sus carreras humanísticas, el 
estudio del informe de la CEH y los Acuerdos de Paz76.

Paralelamente se conformó la Mesa de Educación para la Paz, compuesta por 
organizaciones de la sociedad civil que trabajaban en el campo de la educación: la 
Fundación Rigoberta Menchú Tum, el Instituto Internacional de Aprendizaje para la 
Reconciliación Social (IIARS), La Oficina de Derechos humanos del Arzobispado de 
Guatemala (ODHAG), el Centro para la Acción Legal en Derechos Humanos (CALDH), 
la Asociación de Desarrollo Comunitario Indígena (ADICI), el Centro de Educación e 
Investigación Maya (CEDIM), SAQB’E, entre otras, la Unesco y personal del Ministerio 
de Educación. Su trabajo estaba centrado en tres enfoques: memoria histórica, 
interculturalidad y convivencia pacífica. 

Nueve años después de la publicación del Informe y de las Recomendaciones de la 
CEH, en agosto de 2009, se autorizó la puesta en marcha del Curriculum Nacional 
Base (CNB) para el ciclo básico77, a efectos de individualizar los elementos relativos 
a la educación para la paz según los enfoques mencionados previamente. Según las 
entrevistas realizadas, el proceso de creación de dicho curriculum fue un proceso 
incompleto, ya que, en el momento de su elaboración, se preveía que iba a servir de 
base para la creación de una serie curricular con enfoque cultural, dada la diversidad 
étnica de Guatemala. No obstante esta intención fue abandonada dado que en 
ningún momento hubo la voluntad institucional de tomarla en consideración78. 

Se puede decir que el resultado más positivo de la mesa fue sin duda la creación 
de las Orientaciones de Desarrollo Curricular (ODEC), las cuales constituyen 
herramientas didácticas para profundizar los temas del CNB en las aulas y en los 
que también se abordan los temas del conflicto armado interno y de memoria 
histórica. Su elaboración correspondió a un esfuerzo conjunto entre el Ministerio de 
Educación, organizaciones de la sociedad civil y UNESCO durante el año 2010, desde 
la anteriormente citada Mesa de Educación para la Paz. Sin embargo, las referencias 
a los informes de la CEH y REMHI son casi nulas. En el CNB  del tercer grado básico 
y en el ODEC relativo al mismo, aparece una única referencia a dichos informes, 
concretamente en los contenidos procedimentales (investigación bibliográfica y 
la que proporcionan las tecnologías de la información sobre la memoria histórica 
de Guatemala) y declarativos (informes de recuperación de la memoria histórica, 
Guatemala: Nunca Más y Guatemala Memoria del Silencio (Tz’inilNa’tab’bal)79. Se 
trata de una pequeña indicación para que el docente asigne una simple investigación 
bibliográfica, por lo cual resulta evidente que no puede considerarse ni siquiera como 
un estudio superficial de los dos informes. Por otro lado, la indicación demasiado 

76	 El Estado de cumplimiento de las recomendaciones de la Comisión para el Esclarecimiento Histórico. Informe de Verificación. 
Misión de Naciones Unidas en Guatemala (Minugua). Ciudad de Guatemala. 2004 (p. 17)

77	 Acuerdo Ministerial No. 1377-2009; 03 de agosto 2009
78	 Según el Instrumento de Investigación de Impunity Watch, el cual formó la base para el informe ‘Reconociendo el pasado’ 

(2008), esta falta de voluntad política para asumir las responsabilidades estatales es una de las causas estructurales de la 
impunidad. Esta falta de voluntad política está reflejada también en la falta de recursos y capacidades en el estado, ya que el 
estado niega a asignar los recursos necesarios para cumplir con sus obligaciones

79	 Guatemala. Ministerio de Educación (2011). Curriculum Nacional Básico: malla curricular de Ciencias Sociales y Formación 
Ciudadana – Tercer Grado Básico, en http://www.mineduc.gob.gt



27

Monitoreo de la Justicia Transicional en Guatemala

general da una discrecionalidad total al docente/instituto por lo que depende en 
demasía de las visiones y políticas educativas de la institución en cuanto a la manera 
y profundidad abordar el estudio de dichos informes80.

Otro elemento preocupante es que la invitación a abordar diferentes hechos históricos 
con un enfoque de derechos humanos se limita al estudio de los dos conflictos 
mundiales, sin que en ningún momento se haga lo mismo con el conflicto armado 
interno guatemalteco. Citando textualmente las ODEC relativas al área de Ciencias 
Sociales y Formación Ciudadana de tercer grado del ciclo básico, éstas establecen 
en sus contenidos declarativos: “hechos históricos que desafiaron a los derechos 
humanos entre la primera y la segunda guerra mundial, genocidios y holocausto 
judío, la guerra civil española y el bombardeo de Guernica”81. 

Como resalta a simple vista se enseña el holocausto judío y no la matanza sistemática 
de miles de hombres, mujeres y niños de grupos étnicos originarios de Guatemala, 
la cual fue calificada en su día de genocidio en al menos cuatro regiones del país por 
el Informe de la Comisión de Esclarecimiento Histórico82. Invisibilizar a un grupo, su 
historia y sus vivencias (en particular en el caso de acontecimientos tan trágicos como 
los que ocurrieron en la historia reciente del país) es una de las formas más refinadas 
y evidentes de racismo mediante la negación del otro. Prescindiendo de las posiciones 
jurídicas sobre si hubo o no genocidio en Guatemala —son los tribunales de justicia 
los que oportunamente lo tienen que decidir— no cabe duda que, por un lado, se 
le está negando a la sociedad guatemalteca el conocimiento de una parte decisiva 
de su historia y, por el otro, se priva a un sector de la población —concretamente el 
indígena— de su derecho a ser parte de la historia de su país, negándole incluso su 
existencia y alimentando con ello el racismo y la discriminación.

En cualquier caso, lo peor es que las perspectivas de cambiar esta situación son 
escasas, dado que en caso que se decidiera revisar el CNB, esto le competería a 
la Dirección General del Programa, la cual muestra una clara falta de voluntad de 
abordar este tema. La única posibilidad que la Mesa de Educación para la Paz tendría 
de agregar el tema de memoria histórica sería por medio de los cursos de capacitación 
de docentes y otras formas de apoyo metodológico para la didáctica que se están 
llevando a cabo. Sin embargo, este proyecto tiene escasa magnitud y, sobre todo, no 
existe ningún interés de abordar este espinoso asunto. 

De nuevo hay que comparar la actitud y el compromiso de las instituciones estatales 
con el de la sociedad civil. Y es que la propuesta más completa de inclusión del 
estudio del informe de la CEH en la reforma del sistema educativo fue presentada por 

80	 El Instrumento de Investigación de Impunity Watch caracteriza estas deficiencias como falta de voluntad política del Estado, y 
falta de recursos y capacidades, sobre todo en cuanto a la insuficiente formación y capacitación de los recursos humanos. El 
programa de Monitoreo permanente de Impunity Watch dará seguimiento a este tema, el cual será elaborado más en detalle 
en los informes a publicar más a final del 2012.

81	 Guatemala. Ministerio de Educación. Orientación de Desarrollo Curricular: malla curricular de Ciencias Sociales y Formación 
Ciudadana – Tercer Grado Básico, en http://www.mineduc.gob.gt

82	 Comisión de Esclarecimiento Histórico. Guatemala: Memoria del Silencio. Capítulo 2. Volumen 3. Numeral 1252: En 
consecuencia, la CEH concluye que agentes del Estado de Guatemala, en el marco de las operaciones contrainsurgentes 
realizadas en los años 1981 y 1982, ejecutaron actos de genocidio en contra del pueblo maya que residía en las regiones ixil, 
Zacualpa, norte de Huehuetenango y Rabinal. 
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la Instancia Multi-institucional para la Paz y la Concordia, creada en el 1999 en la base 
de la recomendación No 84 de la propia Comisión de Esclarecimiento Histórico83. 

Las perspectivas a futuro sobre este tema no parecen muy halagüeñas con el 
nuevo Gobierno, si tenemos en cuenta que Mario Mérida, miembro del Consejo 
Nacional de Seguridad nombrado por Otto Pérez Molina, ya afirmaba en enero de 
2011 sobre la inclusión del Informe de Esclarecimiento Histórico y el REMHI en las 
escuelas que “siempre se recurre a estos textos, los dos son referentes pero hay otros 
más que deberían tomarse en cuenta. Yo creo que este tipo de programas abren 
brecha ideológica”84. Y posiblemente tiene razón: si bien se entra en el campo de 
la especulación, probablemente una opinión pública bien informada sobre lo que 
ocurrió durante el conflicto armado interno, sus causas y sus consecuencias no 
hubiera permitido que ganara las elecciones un candidato relacionado íntimamente 
con el mismo.  

Perspectivas del Derecho a la Verdad
Durante el período monitoreado, la falta de apoyo estatal a nivel político, financiero 
y de protección física al trabajo de exhumaciones se considera el mayor obstáculo 
a la búsqueda de personas desaparecidas. La realización de exhumaciones implica 
un trabajo caro y largo. La falta de apoyo financiero de estos procesos es grave, y 
ha obligado a varias organizaciones a suspender sus trabajos en exhumaciones. 
Además, representa un reto para terminar las exhumaciones en curso, provocando 
también impactos psicosociales y frustraciones en los familiares. La ausencia de 
apoyo financiero estatal para la realización de exhumaciones contraría, por lo demás, 
el sentido reparador de los procesos de búsqueda de personas desaparecidas, que es 
una obligación estatal.

Otro obstáculo es la ausencia de instrumentos integrales y coordinados para la 
búsqueda de los desaparecidos, unida a la falta de mayor coordinación entre el 
Estado y organizaciones forenses, así como entre las organizaciones sociales entre sí. 
Durante el monitoreo se observó la tendencia de que cada institución trabaja de forma 
independiente, siguiendo sus propios protocolos o instrumentos. Más allá de los 
resultados que este método de trabajo ha arrojado, se señala el desaprovechamiento 
de posibles coordinaciones y su potencialidad respecto de los resultados de la 
búsqueda. Acciones sencillas que no comprometen la independencia institucional de 
las diferentes organizaciones estatales y no estatales, como la unificación de registros 
de víctimas, exhumaciones y acervos documentales podrían facilitar el trabajo de 
búsqueda y ampliar sus resultados. Adicionalmente, dicha coordinación debería 
institucionalizarse a través de mecanismos integrales de búsqueda, particularmente 
a través de la Comisión Nacional de Búsqueda de Personas Desaparecidas y de un 
Plan de Búsqueda.

83	 “Que el Congreso de la República, por iniciativa de su Comisión de Derechos Humanos, apruebe en un plazo no superior a los 
60 días a partir de la publicación del informe de la CEH y a través de la medida legislativa que corresponda, el establecimiento 
de la entidad responsable de apoyar, impulsar y vigilar el cumplimiento de las recomendaciones de la CEH bajo el nombre de 
Fundación por la Paz y la Concordia […].”

84	 Sandoval, M. (16 enero 2012) ¿Aquí hubo guerra? ElPeriódico en http://www.elperiodico.com.gt/es/20110116//188684
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Respecto a la difusión de la verdad histórica, este primer año del nuevo Gobierno, 
se ha caracterizado por la falta de iniciativas de difusión de la información relativa al 
CAI de parte del Estado, en un cuadro de siempre mayor negacionismo empoderado 
por estrategias de desinformación de los principales medios de comunicación que, 
de acuerdo con el discurso político del actual Gobierno, enseñan los problemas del 
pasado como una distracción hacia los problemas del presente y escondiendo la 
naturaleza común de los mismos, al igual de satanizar y tachar de desestabilizador 
(en el mejor de los casos) a cualquier actor que se oponga a esta cultura del olvido.

La afirmación del actual Presidente de la República en su discurso de toma de posesión, 
en el cual él mismo reconocía que las causas del Conflicto Armado Interno siguen 
existiendo, aun no habiéndose explicado en el detalle, podría identificarse como un 
reconocimiento de parte de la máxima autoridad del Estado de las desigualdades y de 
la falta de democracia histórica en el país. Dicha afirmación, junto con las afirmaciones 
sobre la reconciliación, durante el mismo discurso,  con respecto a la necesidad del 
pueblo de Guatemala, de superar el pasado pero sin olvidarlo, no han coincidido con 
el discurso político y mediático de índole negacionista y revisionista que se ha llevado 
adelante en el transcurso de este primer año de Gobierno. A esto se suma la inercia 
del Ministerio de Educación en tratar el tema de memoria en las escuelas, lugares 
donde se considera más importante que se empiece a recuperar seriamente el tema 
del Conflicto y de sus causas.

La lamentable falta de profundización en el tema de la historia del país en los 
pensa escolares sigue siendo un tema muy preocupante a los fines de las garantías 
del derecho a la verdad hacia las nuevas generaciones en Guatemala.  El Estado 
de Guatemala sigue negando a sus ciudadanos el derecho a conocer su misma 
historia, sea por la falta de iniciativas de difusión de la memoria histórica, sea por el 
injustificado vacío en el pensum escolar, de un tema tan importante para la formación 
de futuros ciudadanos, cual es el Conflicto Armado Interno y sus causas. 
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II.  Derecho a la Justicia

1.	 La aplicación de las normas del derecho Internacional que sancionan las 
violaciones a los Derechos Humanos

La Recomendación número 40 de la Comisión de Esclarecimiento Histórico establecía 
“Que el Gobierno tome las medidas necesarias para que se incorporen plenamente85 
las normas del derecho internacional humanitario a la legislación nacional y para que 
se instruya regularmente sobre dichas normas al personal de las instituciones del 
Estado, particularmente el Ejército, responsables de respetar y hacer respetar dicha 
normativa”.

El punto de partida del análisis sobre esta materia es el Conjunto de Principios para la 
protección de los Derechos Humanos mediante la Lucha contra la Impunidad, el cual 
define los delitos graves según el Derecho Internacional:

(…) comprende graves violaciones de los Convenios de Ginebra de 12 de 
agosto de 1949 y de su Protocolo Adicional I de 1977 y otras violaciones 
del derecho internacional humanitario que constituyen delitos conforme al 
derecho internacional: el genocidio, los crímenes de lesa humanidad y otras 
violaciones de los derechos humanos internacionalmente protegidos que son 
delitos conforme al derecho internacional y/o respecto de los cuales el derecho 
internacional exige a los Estados que impongan penas por delitos, tales como 
la tortura, las desapariciones forzadas, la ejecución extrajudicial y la esclavitud.

De acuerdo con los estándares internacionales en materia de justicia transicional, la 
persecución penal de los crímenes cometidos durante un Conflicto Armado Interno 
requiere de un marco legal que permita una adecuación correcta de las conductas 
delictivas que se produjeron durante el mismo (1960-1996 para el caso guatemalteco). 
No debe olvidarse que parte de las violaciones a los derechos humanos ocurridas en 
Guatemala fueron calificadas en su día por la Comisión CEH como crímenes de guerra 
y genocidio86.

Figura 2 Cuadro sinóptico de principales características de crímenes internacionales

Homicidios
Torturas
Desapariciones forzadas
Violaciones sexuales
Otras conductas delictivas

Homicidios
Torturas
Desapariciones forzadas
Violaciones sexuales
Otras conductas delictivas

Homicidios
Torturas
Desapariciones forzadas
Violaciones sexuales
Otras conductas delictivas

Conflicto armado internacional
Conflicto Armado Interno
Población no combatiente
Gravedad del ataque

Miembros de grupo étnico, racial, nacional 
o religioso
Intención de destruir total o parcialmente 
al grupo
Pauta de conducta generalizada

Ataque sistemático y/o generalizado
Población civil
Planificación

+

+

+

=

=

=

CRIMEN DE GUERRA

GENOCIDIO

CRIMEN DE LESA 
HUMANIDAD

Fuente: Elaboración propia IW

85	 El subrayado es nuestro
86	 Comisión de Esclarecimiento Histórico (1999). Guatemala Memoria del Silencio. Conclusiones y Recomendaciones.  

Guatemala. 
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Partiendo de lo establecido en la citada recomendación de la CEH y teniendo en 
cuenta el Código Penal de Guatemala de 1973, podemos aseverar que en el mismo 
están incluidos tanto el delito de genocidio (art. 376) como los crímenes de guerra y 
delitos de lesa humanidad en su art. 378. En este último caso, los mezcla en un solo 
tipo penal bajo el nombre de Delitos contra los Deberes de Humanidad:

ARTÍCULO 378.- Quien violare o infringiere deberes humanitarios, leyes o 
convenios con respecto a prisioneros o rehenes de guerra, heridos durante 
acciones bélicas, o que cometiere cualquier acto inhumano contra población 
civil, o contra hospitales o lugares destinados a heridos,  será sancionado con 
prisión de veinte a treinta años.

Figura 3 Cuadro sinóptico de requisitos del tipo penal y aplicación a los delitos internacionales 
establecidos en el Código Penal de Guatemala

LEX SCRIPTA LEX PREVIA LEX CERTA

GENOCIDIO 99  99  99  

CRÍMENES DE GUERRA 99  99  -

CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD 99  99  -

Fuente: Elaboración propia IW

Como se aprecia en el cuadro anterior, los tres delitos categorizados como 
internacionales se encuentran recogidos en el Código Penal vigente (lex scripta). 
Existen razones técnicas para afirmar que tanto crímenes de guerra como de lesa 
humanidad se encuentran amparados por el artículo 378 CP. La interpretación del 
alcance de este artículo87 permite identificar algunas razones para la integración 
de ambas conductas en un único tipo penal. El hecho que se encuentre ubicado 
en el Capítulo IV (De los delitos de trascendencia internacional) junto al delito de 
Genocidio, supone interpretar que los hechos delictivos tipificados en dicho artículo 
están íntimamente relacionados con las obligaciones internacionales en la materia88. 
Al incluir este delito en el Código Penal del año 1973 se incorporó al derecho interno 
de Guatemala una serie de mandatos o prohibiciones pre-existentes de derecho 
internacional público, entre ellas la obligación de prevenir, investigar y sancionar los 
crímenes de guerra y de lesa humanidad.

El hecho que fueran introducidos en 1973 los hace vigentes a la hora de aplicarlos 
a crímenes cometidos durante el Conflicto Armado Interno, especialmente durante 
su mayor recrudecimiento (1980-1985). Si hubiera cualquier tipo de duda respecto 
a este punto, el art. 15 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y políticos89, junto 
con reafirmar el principio de legalidad y de irretroactividad de las normas penales, 
deja claro que:

87	 Incluyendo la interpretación de sus elementos objetivos, subjetivos y sub-conductas según los estándares internacionales en 
la materia

88	 Generadas tanto por la costumbre internacional (obligaciones erga omnes) como por convenciones en las cuales Guatemala 
es parte.

89	 Guatemala: Aprobado por el Congreso de la República a través del Decreto número 9-92, del 19 de febrero de 1992 y publicado 
en el Diario de Centroamérica el 11 de septiembre de 1992.
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Nada de lo dispuesto en ese artículo se opondrá al juicio ni a la condena de 
una persona por actos u omisiones que, en el momento de cometerse, fueran 
delictivos según los principios generales del derecho reconocidos por la 
comunidad internacional.

Esta interpretación legal basada en estándares internacionales relevantes se 
encuentra recogida en dos instrumentos normativos del Ministerio Público, en 
concreto la Instrucción General para la Investigación y Persecución Penal de las 
Graves Violaciones a los Derechos Humanos cometidas durante el Conflicto Armado 
Interno (Instrucción 2-2011) y la Instrucción General para la Investigación de hechos 
de violencia sexual ocurridos en el marco del Conflicto Armado Interno (Instrucción 
2-2012). Si bien el primero de los instrumentos es más tímido a la hora de interpretar 
lo establecido en el artículo 378 C.P., la Instrucción 2-2012 es taxativa al afirmar que:

Calificación como delitos contra los deberes de humanidad. El art. 378 del CP supone 
la incorporación al derecho interno de los crímenes de guerra y de lesa humanidad, por 
ello, siempre que los hechos de violencia sexual puedan considerarse así serán delitos 
contra los deberes de humanidad.

Esta interpretación de la aplicación de tipos penales de crímenes internacionales 
a los casos obrantes en el Ministerio Publico relacionadas con el Conflicto Armado 
Interno, reviste una especial importancia teniendo en cuenta el ingente volumen de 
denuncias que se deben investigar y el recurso humano y financiero disponible.

Figura 4 Estimaciones de denuncias obrantes en el Ministerio Público relacionadas 
con el Conflicto Armado Interno

Denuncias Estimación

Unidad de Casos Especiales del Conflicto Armado Interno 3,500

Fiscalías distritales (especialmente de Quiché, Huehuetenango, las Verapaces, Chimal-
tenango y San Marcos)

Sin Datos

Denuncias de expedientes del PNR trasladados al MP 14,9271

Denuncias del Grupo de Trabajo de Desapariciones Forzadas o Involuntarias de Naciones 
Unidas trasladadas al MP a través de COPREDEH

2,400

Fuente: Elaboración propia IW

Por supuesto, la investigación de denuncias aisladas sin ningún punto de conexión 
entre ellas a  efectos de agruparlas en torno a fenómenos macrocriminales como 
son los crímenes internacionales resulta poco menos que humanamente imposible. 
Una aplicación de esta interpretación permitiría la agrupación de múltiples conductas 
delictivas bajo el paraguas de crímenes internacionales que así lo permiten -siempre 
y cuando se dieran los requisitos de cada uno de los tipos penales- tal y como se ha 
hecho en el caso del genocidio ixil, en el cual la comisión de 12 masacres, asesinatos 
selectivos, desplazamientos forzados, torturas y violaciones sexuales con el resultado 
de 1.771 muertes de miembros de la etnia ixil se agruparon a fin de calificar los hechos 
como genocidio tras adecuar los hechos a este tipo penal por parte del Ministerio 
Público y la querellante adhesiva.
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Las dificultades propias de afrontar la persecución penal de un gran volumen de 
hechos delictivos, así como las propias de agruparlos de manera más eficiente 
en torno a delitos complejos se observan también en el Organismo Judicial. El 
Monitoreo realizado constata que uno de los obstáculos encontrados para la correcta 
persecución penal de los delitos graves conforme al derecho internacional cometidos 
durante el Conflicto Armado Interno en Guatemala es la dificultad para identificar e 
implementar criterios doctrinales o jurisprudenciales unificados para su persecución 
penal, que permitan adecuar los hechos a este tipo de delitos, en especial crímenes 
de guerra y lesa humanidad. Lo anterior constituye un obstáculo por cuanto si 
bien existe un acuerdo general sobre la generalidad y/o sistematicidad de los actos 
perpetrados mayoritariamente contra población no combatiente90 -características 
propias de este tipo de delitos- hasta ahora la investigación y enjuiciamiento no han 
dimensionado la magnitud real de los crímenes cometidos, excepción hecha de los 
hechos que están siendo investigados por genocidio.

Figura 5 Imputaciones realizadas por la comisión de crímenes relacionados 
con el Conflicto Armado Interno (1991-2012)91

Fuente: Elaboración propia IW con información de 16 casos del CAI judicializados a diciembre 2012

90	 Entre otros Comisión de Esclarecimiento Histórico. Op.cit., conclusión 107. La excusa de que los mandos subalternos actuaban 
con un amplio margen de autonomía y descentralización, que explicaría que se cometieran “excesos” y “errores” que no 
fueron ordenados por la superioridad, constituye un argumento sin sustentación de acuerdo con la investigación realizada por 
la CEH(…)

91	 Se estima que aproximadamente existen alrededor de 20 casos judicializados (con al menos un imputado) relacionados con 
el conflicto armado interno. No obstante sólo ha sido posible conseguir información completa de 16 gracias a los querellantes 
adhesivos que actualmente o en el pasado fueron parte de sus respectivas acusaciones. 
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Lo primero que muestra la tabla anterior es la imputación en algunos casos por 
delitos  que no se encuentran recogidos en las excepciones del artículo 8 de la Ley 
de Reconciliación Nacional, con los riesgos que ello conlleva de cara a la solicitud 
de aplicación del procedimiento establecido en el artículo 11 de dicha ley. Respecto 
a la imputación por incumplimiento de deberes de humanidad se ha realizado en 
27 ocasiones si bien, como muestra la tabla siguiente, sólo en una ocasión ha sido 
relacionada en concurso ideal92 con crímenes de guerra.

Figura 6 Interpretación del artículo 378 C.P. en las imputaciones realizadas por la 
comisión de crímenes relacionados con el Conflicto Armado Interno (1991-2012)

CRÍMENES DE GUERRA (CONCURSO IDEAL) 01

CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD 0

TORTURAS Y/O VIOLACIÓN SEXUAL (CONCURSO REAL) 26

 Fuente: Elaboración propia IW con información de los 16 casos del CAI judicializados a diciembre 2012

A partir de los datos anteriores, se observa que el artículo 378 del Código Penal se 
está utilizando principalmente para encuadrar conductas delictivas complementarias 
de la principal – en concreto genocidio y desaparición forzada- para encuadrar 
conductas como torturas o violencia sexual. Es decir, se realiza un concurso real entre 
el delito principal y el de incumplimiento de deberes de humanidad. Este tipo de 
interpretación realizada por el Ministerio Público y los querellantes adhesivos está 
siendo también acogida por los órganos jurisdiccionales en sentencias como la de la 
masacre de las Dos Erres o la desaparición forzada de Sáenz Calito. Como ejemplo de 
lo anterior citamos lo establecido en la Sentencia del caso de la Masacre de las Dos 
Erres para condenar por el artículo 378 C.P.:

Habiendo quedado ampliamente demostrado a través (…) que los hombres, 
mujeres y niños del parcelamiento las Dos Erres, fueron objeto de trato 
inhumano, siendo sacados de las viviendas en donde se encontraban  
durmiendo, sometidos a tortura, varias mujeres violadas y finalmente 
ejecutados, tirándolos al pozo, en donde fueron ocultados. Lo que demuestra 
el ensañamiento y perversión brutal con la cual fueron tratados (…)

El único caso donde se imputa por crímenes de guerra es el caso de la quema de la 
Embajada de España donde la imputación es por asesinato en concurso ideal con el 
artículo 378. Sin embargo esta calificación fue rechazada por el Juzgado de Primera 
Instancia y sólo tras la apelación de la querellante adhesiva, en concreto la Fundación 
Rigoberta Menchú Tum (FRMT) y el MP, la Sala Primera de Apelaciones estimó 
sus pretensiones y revocó el auto de sobreseimiento de delitos contra deberes de 
humanidad.

Durante el período investigado, el Monitoreo constató esfuerzos por parte de las 
instituciones y la cooperación internacional para la formación a operadores de justicia 
sobre la aplicación de tipos penales de crímenes internacionalmente perseguibles 

92	 Estamos ante un concurso ideal cuando un solo hecho constituye dos o más infracciones penales o cuando una de ellas es 
medio necesario para cometer la otra.
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tal y como descritos anteriormente. Desde el año 2010 se han impartido cursos 
de nivelación en estrategia de litigio en casos del Conflicto Armado Interno para 
los miembros de la Ucecai, Unidad de Actores No Estatales y Unidad de Análisis de 
la Fiscalía de Sección de Derechos Humanos, donde se ha abordado esta materia 
con fiscales no sólo de estas unidades sino también de fiscalía distritales, fruto del 
esfuerzo de coordinación de la mesa de capacitación en DDHH del Ministerio Público. 
Respecto al Organismo Judicial, igualmente desde el año 2010 se ha impartido un 
conjunto de talleres de carácter informativo organizados por la Oficina de la Alta 
Comisionada de Naciones Unidas para los Derechos Humanos (Oacnudh) centrados 
en los magistrados de la Corte de Constitucionalidad sobre esta temática, con especial 
énfasis en materia de Derecho Internacional Humanitario. No obstante queda el reto 
de institucionalizar este tipo de formación de manera que su impartición permanente 
y superación se convierta en un requisito para el ingreso y/o pertenencia a unidades 
especializadas en caso del Ministerio Público y a Tribunales de Sentencia y Salas de 
Apelaciones en los casos del Organismo Judicial.

2.	 La persecución penal de los autores, promotores e instigadores de las violaciones 
a los derechos humanos y hechos de violencia cometidos durante el Conflicto 
Armado Interno

Las Recomendaciones de la CEH en materia de Derecho a la Justicia de las víctimas 
del Conflicto Armado Interno son taxativas al establecer que, al aplicar la Ley de 
Reconciliación Nacional, los organismos correspondientes deberán tomar en cuenta 
los diversos niveles de autoría y responsabilidad de las violaciones de derechos 
humanos y hechos de violencia, prestando particular atención a los promotores e 
instigadores de dichos crímenes93.

Y es que otra de las asignaturas pendientes de los órganos jurisdiccionales 
guatemaltecos es la determinación de responsabilidad penal en casos donde no 
se juzga a autores directos o inmediatos sino a acusados con diversos grados de 
participación necesaria en el delito entre las que se encuentran, entre otros, los 
autores intelectuales o la denominada responsabilidad objetiva por razón del cargo.  
En este sentido y a pesar de las debilidades técnicas del Código Penal de Guatemala 
en cuanto a los grados de participación, es opinio iuris plenamente aceptada 
internacionalmente que las formas de participación punible en crímenes de esta 
naturaleza –múltiples conductas criminales generalizadas y/o planificadas- son de 
dos tipos. En cuanto a la responsabilidad individual directa, los actos punibles son 
planificar, instigar, ordenar, ejecutar o de algún otro modo asistir en la planificación, 
preparación o ejecución de este tipo de delitos. En cuanto a la denominada comisión 
por omisión, se establece la responsabilidad objetiva por razón del cargo del superior 
que sabía o tenía razones para saber que el subordinado iba a cometer tales actos o 
los había  cometido y no adoptó las medidas necesarias y razonables para impedir 
que se cometieran o para castigar a quienes los perpetraron94.

93	 Comisión de Esclarecimiento Histórico. Op.cit., recomendación 48.
94	 Artículo 7 numerales 1 y 3 del Estatuto del Tribunal Penal Internacional para la Antigua Yugoslavia. 
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Figura 7 Grados de participación necesaria en crímenes de naturaleza internacional

Fuente: IW basado en las diferentes formas de participación criminal recogidas en 
el artículo  7 numerales 1 y 3 del Estatuto del Tribunal Penal Internacional para la 
Antigua Yugoslavia95

A pesar de ello, el Monitoreo registró como avance que, al menos en lo referente a 
la investigación e imputación de casos del conflicto armado por parte del Ministerio 
Público y los querellantes, esta situación se viene superando paulatinamente. A 
continuación presentamos una gráfica con el número de imputaciones realizadas 
a autores intelectuales y materiales en casos del Conflicto Armado Interno en 
Guatemala. La gráfica se refiere a imputaciones y no acusaciones ni sentencias, 
debido a que la labor de investigación se desarrolla previamente a ligar a una persona 
a proceso. Así, la imputación se considera un indicador más efectivo para evaluar el 
trabajo de las instituciones involucradas, especialmente por el MP y los querellantes 
adhesivos.

Figura 8 Imputaciones realizadas a autores intelectuales y materiales de graves violaciones a los 
derechos humanos y hechos de violencia cometidos durante el Conflicto Armado Interno (1991-2012)

95	 Idea original de nexo causal entre acción y resultado del doctor Miguel Ángel Urbina
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Como se puede observar en la gráfica, desde la imputación a los tres presuntos autores 
intelectuales en la ejecución extrajudicial de Myrna Mack en 1996, hubo que esperar 
a 2007 con la imputación a un autor intelectual por las desapariciones forzadas de 
la aldea de El Jute y la eclosión de imputaciones por este tipo de participación en 
el 2011 -ocho imputaciones- a las cuales se suman las tres que correspondientes a 
2012. La investigación de los hechos en estos casos se concentra en el análisis de las 
diferentes estructuras de la cadena de mando de las instituciones que, en aquella 
época, lideraron la lucha antisubversiva, así como en el análisis de los documentos 
oficiales96 generados en aquel tiempo. Este enfoque de investigación está permitiendo 
la imputación fundamentada de hechos así como las correspondientes órdenes de 
captura contra supuestos autores intelectuales  de estos crímenes.

Por otra parte, de la gráfica anterior se colige igualmente el aumento significativo 
de imputaciones -tanto de autores intelectuales como materiales- que inicia en 
el año 2010 hasta un total de 20 al finalizar el año 2012. Ello está directamente 
relacionado, por un lado, con el fortalecimiento de la Ucecai de la FSDH y por el 
otro con la coordinación que los fiscales de esta Unidad están teniendo con los 
querellantes adhesivos y asesores legales de las organizaciones de víctimas que en su 
día denunciaron estos hechos.

Respecto al fortalecimiento de la persecución penal de estos casos, es un proceso 
que, respecto del Ministerio Público, inició con el nombramiento del Fiscal General 
Amílcar Velázquez Zárate el 31 de julio de 2008.  El Fiscal General conformó un equipo 
de trabajo integrado por la Secretaria General, el Secretario de Política Criminal, el 
Secretario de Coordinación Técnica, el Director de la DICRI, entre otros funcionarios, 
que permitió iniciar un proceso de reestructuración de varias fiscalías que habían 
presentado problemas, entre ellas, la Fiscalía de Sección de Derechos Humanos 
(FSDH). El plan estratégico, en el cual se incluía la reingeniería de la FSDH, tenía como 
ejes transversales la transparencia en todas las actuaciones; la atención prioritaria 
a grupos vulnerables; la coordinación interinstitucional efectiva para la persecución 
penal y la investigación criminal; la evaluación periódica del desempeño del personal; 
así como el cumplimiento de la  carrera fiscal y  de investigación”97.

Fruto de ello fue el diseño de un proceso de reorganización de la FSDH el cual se 
materializó primeramente con la publicación en septiembre de 2010 del Acuerdo 37-
2010 del Fiscal General y Jefe del Ministerio Público, Reglamento de Organización y 
Funcionamiento de la Fiscalía de Sección de Derechos Humanos.  Este Reglamento 
permite ordenar y definir de mejor forma las funciones y lineamientos de las unidades 
internas. Entre las medidas que a partir de ese momento se tomaron se destacan el 
cambio de la titular de la Fiscalía y el nombramiento de nuevos agentes fiscales y 
resto de personal en la Unidad de Casos Especiales del Conflicto Armado Interno 
(Ucecai). Pero indudablemente, la llegada de la Dra. Claudia Paz significó un fuerte 
impulso investigativo y procesal a los casos del Conflicto Armado Interno. En materia 

96	 En este sentido, y dada la opacidad oficial de instituciones que estuvieron involucradas en los hechos, es necesario destacar el 
papel de organizaciones de derechos humanos tanto nacionales como internacionales en el rescate de estos documentos, en 
especial los diversos planes de campaña y de operaciones.  

97	 Ministerio Público (2011), Plan Estratégico 2011-2014 (p. 20).
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de recurso humano asignado a la  Ucecai el aumento de personal viene reflejado en 
la siguiente gráfica.

Figura 9 Personal y puestos técnicos asignados en la Ucecai (2008-2012)

PUESTO 2008 2009 2010 2011 2012

Jefe de Unidad 01 01

Agente Fiscal 01 03 03 03 04

Auxiliar Fiscal 04 04 09 12 13

TOTAL 05 07 12 16 18

Fuente: Elaboración Propia con base en información proporcionada por el Ministerio Público.

Tal y como se desprende de los datos de la gráfica anterior, a partir de 2010 se da 
un progresivo y significativo aumento del personal de la Ucecai coincidiendo con la 
entrada de la nueva Fiscal General y su equipo de trabajo. Por otra parte, Secretarías 
clave para el correcto funcionamiento de la Fiscalía de Sección de Derechos Humanos 
de la que la Ucecai forma parte, como es la de Política Criminal se mantienen con 
su titular a la cabeza. No obstante haber incrementado el personal de la Unidad, se 
considera aún necesario contar con un procedimiento más eficaz para la selección de 
su personal, basado en conocimientos históricos, investigativos y jurídicos necesarios 
para llevar este tipo de casos dadas sus características especiales. Estas dificultades 
están siendo solventadas primeramente con la creación de la Unidad de Análisis y 
por otro lado, mediante un sistema de capacitación continua del que es responsable 
la Unidad de Capacitación del MP (Unicap) en coordinación con la denominada mesa 
de derechos humanos organizada por la Secretaría de Asuntos Internacionales del 
MP. En todo caso, es importante señalar que el Monitoreo pudo documentar que 
ya existe una planificación estratégica  a fin de lograr la profesionalización tanto del 
personal que ya labora en ambas unidades (Ucecai y Actores no estatales) como del 
futuro personal que ingrese a las mismas.

En el año 2012 se estableció una Unidad de Análisis formada por cuatro analistas 
de planta, cuyo objetivo es establecer el contexto histórico en el cual tuvieron lugar 
los crímenes del Conflicto Armado Interno, así como apoyar las investigaciones de la 
Fiscalía respecto a las cadenas de mando de las instituciones que fueron responsables 
de la lucha antisubversiva. Por otro lado, se abrió una nueva agencia fiscal, la número 
4, con el objetivo de ampliar la cobertura territorial de las investigaciones. Estas 
medidas junto con una efectiva coordinación con las Fiscalías distritales deberían 
conllevar en el futuro la judicialización de más denuncias mediante una estrategia 
clara de abordaje integral de las mismas. Sobre este punto y su dificultad, es necesario 
señalar como un obstáculo el hecho de que no existe Policía de investigación (División 
Especial de Investigaciones Criminalísticas –DEIC-) adscrita a la Ucecai, por lo que 
sólo cuatro elementos de la División de Investigaciones Criminalísticas (DICRI) del MP 
están encargados de realizar estas investigaciones.

En cuanto a la estrategia de la Ucecai en la investigación y persecución penal de casos del 
Conflicto Armado Interno, el Monitoreo documentó que la primera medida empleada 
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fue la selección de casos para atención prioritaria de la Unidad, bajo un Plan Piloto 
de Casos Emblemáticos de la Fiscalía de Derechos Humanos. Esta selección de casos 
emblemáticos se realizó conjuntamente con diversas organizaciones de la sociedad 
civil, teniendo en cuenta las probabilidades de obtener resultados positivos. Según la 
Secretaría de Política Criminal del Ministerio Público, los requisitos que se siguieron 
para incluir los casos en el referido Plan fueron: 1) la intervención de querellantes 
adhesivos; 2) elementos de prueba recabados; y la 3) fase procesal del caso. A partir 
de lo anterior, se seleccionó un conjunto de 23 casos, de cuya investigación se hizo 
responsable a una de las agencias fiscales con las que cuenta la Unidad.

Tal como se mencionó anteriormente, se destaca la Instrucción General para la 
Investigación y Persecución Penal de las Graves Violaciones a los Derechos Humanos 
cometidas durante el Conflicto Armado Interno (Instrucción 2-2011) como un 
instrumento estratégico de la Ucecai. Dirigida no sólo a la Fiscalía de Sección de 
Derechos Humanos, sino a todas las Fiscalías de la institución (de sección, distritales 
y municipales), la Instrucción tiene como objetivo:

Proporcionar a los fiscales que son responsables de la investigación y persecución 
penal de graves violaciones a los derechos humanos principios y directrices 
político-criminales, metodológicas jurídicas para mejorar la efectividad de su 
desempeño en estos casos, minimizar la victimización secundaria y respetar los 
derechos de las víctimas en los procesos penales respectivos.

Del contenido de la Instrucción General se resalta que la investigación del MP en 
esta materia debe incluir tanto las violaciones a los derechos humanos cometidas 
durante el CAI como las infracciones graves al Derecho Internacional Humanitario. 
Ello permite la persecución penal tanto de agentes estatales como de particulares 
que actuaron en calidad de miembros de “grupos armados no estatales”98. De esta 
forma, se da un paso importante en materia de justicia transicional, al impulsar la 
investigación penal de crímenes cometidos por los grupos insurgentes durante el 
Conflicto Armado Interno. En consecuencia de lo anterior, a finales de 2011 se creó 
la Agencia Fiscal Especial para la Investigación de los Delitos Cometidos por Grupos 
Armados No Estatales durante el Conflicto Armado Interno.

Respecto de los principios de la Instrucción General 02-2011, se destaca el de 
respeto y atención a las víctimas99, así como el derecho de las víctimas de violencia 
sexual durante el Conflicto Armado Interno a ser tratadas con respeto y evitar 
[su] criminalización100. En su texto se establece la metodología de investigación y 

98	 En estos casos el derecho aplicable serían las Convenciones de Ginebra de 1949, según las cuales:  “El marco jurídico 
internacional aplicable respecto de los hechos de violencia cometidos por los grupos insurgentes o guerrilleros, está descrito 
en el derecho internacional humanitario o derecho de los conflictos armados, específicamente los Convenios de Ginebra de 
1949, ratificados por Guatemala en 1952 (…)”. Cfr. ICEH. Capítulo II. Volumen 4: Los hechos de violencia. Las organizaciones 
guerrilleras y el derecho internacional humanitario. Numeral 1.

99	 Principio de respeto y atención a las víctimas Los fiscales tratarán a las víctimas con respeto y dignidad.  Los fiscales 
considerarán las opiniones e inquietudes de las víctimas cuando sus intereses se ven afectados y asegurarán que se les informe 
de sus derechos conforme a la Declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas de Delitos y del 
Abuso de Poder y las demás obligaciones establecidas en la sección XI de la presente Instrucción. Los fiscales darán una 
atención diferenciada y pertinente a la condición étnica, etaria  y de género, de la víctima.

100	 Derecho a ser tratada con respeto por su dignidad. Los o las fiscales cuidarán la no criminalización de las víctimas de violencia 
sexual, debido a los prejuicios, aislamiento y estigmatización social a las que son sometidas las víctimas de estos delitos y  
procuran en todo momento un trato respetuoso y digno.
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planificación de gestiones, los medios probatorios y las obligaciones de los fiscales en 
relación con las víctimas, la coordinación con querellantes adhesivos y organizaciones 
de la sociedad civil, así como la protección debida a víctimas, testigos y otros sujetos 
procesales.

Sin embargo, se concluye que aún no se cuenta con una estrategia y/o lineamientos 
para la investigación e imputación de autores intelectuales que se base en la autoría 
mediata mediante aparatos organizados de poder o en el desarrollo del artículo 36.2 
partiendo de las reglas sobre autoría en graves violaciones al derecho internacional. 
La Instrucción 2-2011 recoge los Principios de Nüremberg sobre la materia (obediencia 
debida e inmunidades), pero su texto no contiene una explicación doctrinaria y/o 
jurisprudencial al rechazo por parte de los/las fiscales de este tipo de eximentes 
planteadas por la representación de imputados y/o acusados.

Por su parte, la Instrucción General para la Investigación de hechos de violencia sexual 
ocurridos en el marco del Conflcito Armado Interno (Instrucción 2-2012 emitida en 
abril de 2012) tiene como objetivo la institucionalización de un procedimiento para la 
investigación de casos de violencia sexual ocurridos en el marco del conflicto armado, 
para brindar a los funcionarios del Ministerio Público herramientas operativas que 
les permitan un mejor desempeño de sus labores, en función del abordaje de este 
crimen, que frecuentemente ha sido considerado imposible de probar, por falta de 
evidencias directas del crimen, cuando este fue cometido hace más de treinta años. 

Esta instrucción, en cambio, indica que la violencia sexual puede constituir un crimen 
de naturalieza internacional, y ofrece un amplio panorama de evidencias que los 
fiscales pueden utilizar para probar este crimen - entre otros peritajes médicos, 
psicológicos, de género, militares, forenses y culturales – mientras que al mismo 
tiempo ofrece indicaciones para evitar la revictimización que conlleva un fuerte 
impacto social y psicosocial. En este sentido, cabe destacar que actualmente se 
encuentran algunos casos importantes en la corte que contienen hechos de violencia 
sexual, notablemente el caso del genocidio ixil, y el caso de esclavitud sexual en Sepur 
Zarco, donde se inició a tomar declaración a víctimas como prueba anticipada, lo cual 
crea un precedente por ser el primer caso de esclavitud sexual conocido por una 
corte nacional. 

El segundo factor que explica esta eclosión de los avances en materia de investigación 
- incluyendo la ejecución de órdenes de captura y un conjunto de imputaciones sin 
precedentes en la historia judicial del país - tiene que ver con el grado de coordinación 
que se ha logrado entre los fiscales encargados de los casos y los querellantes 
adhesivos en los mismos. Precisamente, los actuales querellantes han aportado mucha 
información recopilada a lo largo de muchos años, analizando evidencia testimonial y 
documental o realizando exhumaciones, a pesar de que hasta 2010 no contaban con 
apoyo alguno del Ministerio Público. Y es que desde las primeras denuncias penales 
por crímenes durante el Conflicto Armado Interno (1991), la falta de coordinación 
entre el Ministerio Público y los querellantes adhesivos que representaban a las 
víctimas constituyó uno de los mayores obstáculos para la investigación y sanción de 
las graves violaciones a los derechos humanos del CAI. La mayoría de las veces eran 
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los propios denunciantes quienes debían impulsar las investigaciones mediante la 
recopilación de evidencia que posteriormente intentaban capitalizar judicialmente 
a través de la Fiscalía. Este aspecto cambió tras la entrada en vigor de la citada 
Instrucción General 02-2011, la cual también se refiere a la coordinación entre 
querellantes y fiscalía, indicando que la investigación y persecución penal de las 
graves violaciones a los derechos humanos cometidas durante el Conflicto Armado 
Interno debe considerar que

En los casos en los cuales existe un querellante adhesivo, los fiscales deben 
coordinar estrechamente y regularmente con ellos y con sus asesores legales 
(…) Los fiscales deben convocar a los querellantes adhesivos y a sus asesores 
legales a reuniones regulares con tal motivo101.

Considerando el pasado de desencuentros entre querellantes adhesivos y Ministerio 
Público (debido al desinterés oficial respecto de estos crímenes), durante el período 
monitoreado se resalta como avance la voluntad actual del MP de unificar criterios 
técnicos de persecución penal con los querellantes. Este trabajo reporta beneficios 
para los casos por varios motivos. En primer lugar, mucha de la evidencia en estos 
casos ha sido recabada por los querellantes adhesivos, quienes durante años han 
tomado declaraciones a testigos, recopilado documentación, localizado fosas 
comunes y acompañado a las víctimas, lo cual les convierte en un actor fundamental 
de cara a la construcción de una acusación fundada. En segundo lugar, y dada la 
natural desconfianza de las víctimas respecto a un entramado estatal que cometió 
crímenes y les negó justicia durante décadas102, la coordinación con los querellantes 
adhesivos se convierte en el medio más efectivo (en la coyuntura guatemalteca) 
de relacionarse con las víctimas, lo cual además se ajusta a las reformas al Código 
Procesal Penal103 que obligan al fiscal a consultar a la víctima en las diferentes etapas 
del proceso penal.

Esta nueva política de colaboración con querellantes adhesivos explica por qué la 
totalidad de los casos judicializados donde existen órdenes de captura, imputaciones, 
acusaciones y sentencias hayan contado con querellantes adhesivos. Si bien este 
hecho debe considerarse como positivo, queda la duda sobre la sostenibilidad de los 
avances judiciales logrados en el mediano plazo. Particularmente, las perspectivas 
de las miles denuncias interpuestas por las víctimas que no tienen ni querellante 
adhesivo ni asesoramiento legal de parte de organizaciones de derechos humanos. 
Esta pregunta es relevante al considerar los exiguos medios a disposición del MP (no 
hay elementos de la DEIC de la PNC y sólo cuatro de la DICRI del MP) y el hecho 
que en todos los casos judicializados ha habido una importantísima labor previa de 
investigación por parte de organizaciones de Derechos Humanos en coordinación 

101	 Cfr. Instrucción General 02-2011. Numeral 38.
102	 Al respecto el Informe de la CEH señala que El sistema judicial del país, por su ineficacia provocada o deliberada, no garantizó 

el cumplimiento de la ley, tolerando y hasta propiciando la violencia. (…) La impunidad caló hasta el punto de apoderarse de la 
estructura misma del Estado, y se convirtió tanto en un medio como en un fin. Como medio, cobijó y protegió las actuaciones 
represivas del Estado así como las de particulares afines a sus propósitos, mientras que, como fin, fue consecuencia de los 
métodos aplicados para reprimir y eliminar a los adversarios políticos y sociales. Informe de la Comisión de Esclarecimiento 
Histórico. Conclusiones y Recomendaciones. Conclusión 10

103	 Cfr. Decreto 7-2011.
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con las víctimas, mientras que los otros casos carecen de dichos antecedentes 
investigativos por parte de los denunciantes.

La reflexión que surge ante este panorama es qué va a ocurrir con las miles de denuncias 
que no cuentan con un querellante adhesivo que complemente al Ministerio Público 
en sus investigaciones. En este sentido hay cierto tipo de consideraciones que hay 
que tener en cuenta, al menos desde el punto de vista de organizaciones de víctimas 
consultadas por IW: la confianza de las víctimas en querellantes y organizaciones 
asesoras y el papel de fortalecimiento del MP que hoy en día están teniendo los 
querellantes adhesivos. Sin embargo, tener representación en el caso mediante un 
querellante no es económico, especialmente por las múltiples facetas de este trabajo 
especialmente en materia de investigación y la falta de equilibrio entre la capacidad 
de investigar y la capacidad de llevar los casos adelante. Desde el punto de vista de 
la institucionalización de los procesos y teniendo en cuenta que muchos de estos 
esfuerzos son financiados por un cada vez menor número de agencias de cooperación 
internacional, la apuesta, al menos a medio plazo, debe ser por un liderazgo cada vez 
mayor del MP en estos casos sin tener que contar con el impulso procesal que hoy  en 
día los querellantes adhesivos les dan a los casos judicializados del conflicto armado 
interno.

Relacionado igualmente con la persecución penal de autores intelectuales de 
crímenes cometidos durante el CAI se encuentra la interposición continua de 
incidentes procesales con fines dilatorios, principalmente por parte de las defensas 
de los imputados. El informe de 2008, Reconociendo el Pasado, identificó como 
obstáculo en el marco normativo nacional relevante a procesos de justicia transicional, 
especialmente relativos a la persecución penal de casos del Conflicto Armado Interno, 
el uso indebido del recurso de amparo. Éste se ha convertido más en un obstáculo en 
la lucha contra la impunidad que en una garantía para el debido proceso dado que 
está siendo utilizado por la defensa de los imputados y procesados para entorpecer 
y retardar maliciosamente los procesos penales. Y es que la defensa de éstos no se 
basa en rebatir la imputación o acusación correspondiente, sino en la obstrucción 
de procesos mediante el planteamiento de incidentes, muchos de los cuales, tras 
ser rechazados en las diferentes instancias, se convierten en recursos de amparos. 
Paradójicamente, y tal y como ha señalado la CICIG, ocho de cada diez amparos 
interpuestos en contra de resoluciones judiciales son declarados improcedentes104.

En un esfuerzo para contrarrestar esta situación sin tener que depender de la reforma 
de la ley,  la Cámara Penal de la CSJ emitió en mayo de 2010 una circular dirigida 
a Juzgados de Primera Instancia, Tribunales de Sentencia, Centro Administrativo de 
Gestión Penal y Centro de Informática y Telecomunicaciones del Organismo Judicial 
busca corregir esta situación. Tal y como se establece en los Considerandos de la 
Circular PCP/0010/2010:

Una forma de frenar el abuso indicado es a través de un adecuado filtro del 
registro de estas acciones desde el momento de su presentación, a fin que sea 

104	 CICIG (2008). Primer conjunto de reformas propuestas por la CICIG (p. 9). Guatemala. 
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un mismo juzgado el que conozca de las distintas Acciones de Amparo en las 
que haya identidad de sujetos, acto reclamado y autoridad impugnada

La circular persigue por un lado centralizar todas las acciones de amparo sobre una 
misma causa en el juzgado o Tribunal que haya recibido el primero de los amparos 
interpuestos de manera que se vayan acumulando. Por otro lado, una de las medidas 
más importantes para frenar el uso dilatorio de este recurso constitucional ordena 
que el Juez o tribunal que conozca de la presentación de los amparos, que cuándo 
éstos hayan sido presentados doblemente envíe copia certificada al Colegio de 
Abogados y Notarios de Guatemala, a fin de que se tome medidas disciplinarias, por 
vulneración al principio de buena fe en el ejercicio de los derechos, según el artículo 
17 de la Ley del Organismo Judicial.

A pesar de ello, la estrategia de defensa en estos casos se centra más en impedir que 
se llegue a  juico que en lograr medios de prueba que desvirtúen las pretensiones 
de la acusación o controlar el respeto a los derechos de sus clientes en esta primera 
etapa del proceso. Prueba de lo afirmado anteriormente es el caso por el genocidio 
ixil, donde la avalancha de incidentes procesales de todo tipo que, desde incluso antes 
de ser ligados a proceso, fueron interponiendo las representaciones de Ríos Montt, 
Rodríguez Sánchez y López Fuentes a lo largo de los 17 meses que ha durado esta 
etapa. Dichos recursos han arriesgado, por lo demás, la continuación del proceso.

Figura 10 Resumen de incidentes planteados por la defensa de los tres imputados en el caso del 
genocidio ixil desde la audiencia de primera declaración hasta la audiencia de apertura a juicio.

NUM. INCIDENTE DEFENSA

Inconstitucionalidades en caso concreto

01 FUERO MILITAR Defensa Ríos Montt

02 GENOCIDIO DEL ICEH Defensa Ríos Montt

03 APLICACIÓN RETROACTIVA DE JURISPRUDENCIA INTERNACIONAL Defensa Ríos Montt

Antejuicios

04 ANTEJUICIO A LA FISCAL GENERAL Defensa Ríos Montt

05 ANTEJUICIO A LA FISCAL GENERAL Defensa López Fuentes

Incidentes extemporáneos y/o improcedentes

06 AMPLIACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN Defensa Ríos Montt

07 ACTIVIDAD PROCESAL DEFECTUOSA Defensa Ríos Montt

08 INAPLICABILIDAD DE CEH EN GENOCIDIO Defensa Ríos Montt

09 FALTA DE EVIDENCIA DOLO ESPECIAL GENOCIDIO Defensa Ríos Montt

10 RECUSACIÓN PERITO  MILITAR Defensa Ríos Montt

11 RECUSACIÓN PERITO HISTÓRICO Defensa Ríos Montt

12 OBJECIÓN DICTAMEN PERITO MILITAR Defensa Ríos Montt

13 VALIDEZ JURÍDICA MANUAL GUERRA ANTISUBVERSIVA Defensa Ríos Montt

14 OBJECIÓN DICTÁMENES ANTROPOLÓGICO-FORENSES Defensa Ríos Montt

15 VALIDEZ JURÍDICA PLAN SOFIA Defensa Ríos Montt

16 SOLICITUD DE EVIDENCIAS QUE ACREDITEN AUTORÍA DIRECTA Defensa Ríos Montt

17 OBJECIÓN DE DICTAMEN PSICOSOCIAL Defensa Ríos Montt

18 OBJECIÓN DICTAMEN PERITAJE DESPLAZAMIENTO NIÑOS ÁREA IXIL Defensa Ríos Montt

19 OBJECIÓN DE DICTAMEN PERITAJE HISTÓRICO Defensa Ríos Montt

20 PROPOSICIÓN DE PERITOS Defensa Ríos Montt
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NUM. INCIDENTE DEFENSA

Recusaciones de jueces

21 Recusación de Juez A Defensa López Fuentes

22 Recusación de Juez B Defensa López Fuentes

23 Recusación de Juez B Defensa López Fuentes

24 Recusación de Juez B Defensa Rodríguez Sánchez

25 Recusación de Juez B Defensa Rodríguez Sánchez

Excepción de extinción de responsabilidad penal

26 AMNISTÍA 8-86 Defensa Ríos Montt

27 AMNISTÍA 8-86 Defensa López Fuentes

28 AMNISTÍA 8-86 Defensa López Fuentes

29 AMNISTÍA 8-86 Defensa Rodríguez Sánchez

Cuestión de competencia

30 POR DECLINATORIA: ARTÍCULO 11 LEY DE RECONCILIACIÓN NACIONAL Defensa López Fuentes

31 POR DECLINATORIA: ARTÍCULO 11 LEY DE RECONCILIACIÓN NACIONAL Defensa Rodríguez Sánchez

32 POR DECLINATORIA: EXISTENCIA DE JURISPRUDENCIA DE LA CC Defensa Rodríguez Sánchez

33 POR DECLINATORIA: JUEZ NATURAL VS TRIBUNAL ESPECIAL Defensa Rodríguez Sánchez

34 POR INHIBITORIA: SIN CONTENIDO Defensa Ríos Montt

Excepción competencia por falta de materia

35 Fuero Militar Defensa López Fuentes

36 Existencia de 2 causas tramitándose en el sistema de justicia Defensa López Fuentes

Excepción falta de acción

37 CAPACIDAD MENTAL DEL IMPUTADO Defensa López Fuentes

Fuente: Elaboración de IW, a partir de información suministrada por CALDH y Bufete Jurídico de Derechos 
Humanos

Debe considerarse que la tabla anterior no incluye los diversos recursos interpuestos 
por los imputados ante el intento de modificar las medidas sustitutivas impuestas 
tras ser ligados a proceso. Igualmente, debe recalcarse que analizar la interposición 
de incidentes no supone rechazarlo conceptualmente como un instrumento legítimo 
para defender los derechos de cualquier persona imputada. Sin embargo, la tabla 
permite concluir lo contrario: más que una defensa de los procesados, los incidentes 
constituyen una clara estrategia para frenar el avance de un proceso, por la vía de 
cuestionar sistemáticamente cualquier medida adoptada por el juez de turno con 
el único objetivo de apelarla posteriormente e iniciar un tortuoso camino que, en 
ocho de los 37 incidentes interpuestos, ha acabado en la interposición de recursos de 
amparo. A continuación se describe gráficamente uno de ellos:

Figura 11 Línea de tiempo, decisiones y sujetos procesales involucrados en uno de los incidentes 
sobre la amnistía 8-86 solicitada por la defensa de López Fuentes.
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Este incidente, y todos los recursos que fueron planteados hasta su resolución final 
de la apelación del amparo, tuvieron una duración de 234 días. A pesar que los 
tiempos deliberación de cada recurso resultan bastante rápidos, su acumulación más 
la complejidad del procedimiento guatemalteco de notificaciones hace que ante una 
avalancha de incidentes de esta naturaleza un procedimiento judicial colapse.

El segundo aspecto es que, a pesar de que en la mayoría de los casos los diferentes 
recursos son desestimados, tan sólo en una ocasión se impusieron costas y en otra una 
multa de 1,000 quetzales (aproximadamente 100 euros) a los abogados defensores, a 
pesar de que en algunas de las negativas judiciales se incluía una referencia expresa 
sobre la intención dilatoria evidenciada en la defensa. El Monitoreo no registra, por 
lo demás, referencia de que dichas actuaciones fuesen enviadas al Tribunal de Honor 
del Colegio de Abogados y Notarios de Guatemala (CANG) para su investigación a 
nivel disciplinario. De esta forma, se concluye que la permisividad en el uso malicioso 
de recursos legales para retardar el proceso, ya detectado desde hace tiempo, podría 
tener dos vías de solución que no necesariamente pasan por una reforma a la ley de 
amparo: la intervención del CANG de cara a la expulsión del profesional denunciado 
por el Organismo Judicial105, o una actitud mucho más activa por parte de los jueces 
a la hora de la imposición de condenas en costas y multas más altas, que resulten 
proporcionales con el empleo de recurso humano y económico que supone para el 
Organismo judicial dictaminar sobre pretensiones claramente improcedentes.

Otro de los aspectos relevantes para el Monitoreo es la protección de sujetos 
procesales en los casos del Conflicto Armado Interno. A pesar de los innegables 
avances en materia de utilización de prueba científica para el esclarecimiento 
de hechos delictivos, la prueba testifical sigue siendo el medio de prueba por 
excelencia en el proceso penal guatemalteco, especialmente en muchos de los casos 
relacionados con crímenes cometidos durante el CAI. A ello debe sumarse que uno de 
los mecanismos más frecuentes para preservar la impunidad son los ataques contra 
los sujetos procesales intervinientes en la persecución penal, especialmente contra 
testigos y/o víctimas. En los casos del CAI este fenómeno se agrava especialmente 
en las áreas del interior del país más castigadas durante el conflicto, debido a que 
usualmente víctimas y victimarios (especialmente ex comisionados militares y/o 
antiguos jefes de Patrulla de Autodefensa Civil) conviven en las mismas comunidades 
y aldeas. Ciertos crímenes particularmente delicados que conllevan un fuerte  estigma 
para las víctimas, como la violencia sexual, pueden agravar esta situación aún más.  
A este respecto, el Informe del Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o 
Involuntarias señaló en 2007 lo siguiente:

El Grupo de Trabajo está muy preocupado por las informaciones recibidas en el 
sentido de que la impunidad da lugar a una situación en la que los autores de 
violaciones manifiestas de los derechos humanos, incluidas las desapariciones, 

105	 De todas formas y aunque así se hiciera, sólo tras ser sentenciado en firme por un delito relacionado con el ejercicio de la 
abogacía y la aprobación de la expulsión por más de un 30 por ciento de los miembros de la Asamblea General, un abogado 
guatemalteco puede ser expulsado del CANG. Estas condiciones hacen prácticamente imposible que ello ocurra.   
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cometidas durante el Conflicto Armado Interno, viven cerca de las víctimas de 
esas violaciones. Esto crea en la comunidad un clima de temor y desconfianza106.

Respecto a sujetos procesales vinculados a los procesos judiciales del Conflicto 
Armado Interno, el Monitoreo señala como casos emblemáticos las amenazas 
y seguimiento a  varios integrantes del equipo de Averiguaciones Especiales de la 
Procuraduría de los Derechos Humanos en 2011, así como las amenazas de muerte 
a cuatro integrantes de la FAFG tras exponer su dictamen en un juicio oral contra 
presuntos responsables en el caso “Dos Erres”107.

Ya en el Informe Reconociendo el pasado, IW identificó como uno de los principales 
obstáculos a la persecución penal de los crímenes del Conflicto Armado Interno los 
pocos recursos y capacidades en el Ministerio Público para garantizar la protección 
a los testigos y operadores de justicia que participaban en procesos vinculados 
al CAI dada la  persistencia de amenazas e intimidaciones en contra de quienes 
acompañaban estos procesos108.

Actualmente, de acuerdo con información oficial recopilada por el Monitoreo, la 
Oficina de Protección tiene la función de de planificar, organizar, dirigir y supervisar 
los procedimientos necesarios para la efectiva protección de los sujetos procesales 
y personas vinculadas a la administración de justicia penal, en los casos que sea 
requerido; coordinar, organizar, dirigir, supervisar y evaluar la labor de las secciones 
que lo integran, verificando que éstas realicen sus actividades con eficiencia y eficacia; 
evaluar los casos en los que sea requerida la protección de los sujetos procesales 
y personas vinculadas a la administración de justicia penal, para su admisión en 
los programas respectivos, de acuerdo con criterios de importancia, necesidad y 
urgencia; y diseñar programas de protección, de conformidad con la naturaleza de 
cada caso.

Hoy en día, el Sistema de Protección (SP) está compuesto por la Oficina de Protección 
(OP) del Ministerio Público y los agentes de la División de Protección de Personalidades 
(DPP) de la PNC, quienes se encuentran bajo el mando de la OP para prestar seguridad. 
En materia de operadores de justicia relacionados con casos del CAI, se observa que 
algunos jueces y fiscales estuvieron incorporados en el Sistema de Protección, que 
les proporcionaba seguridad a través de agentes de la DPP y gestionaba traslados de 
puesto para sacarlos del área de riesgo. No obstante, algunos de ellos no quisieron 
salir del área ni tampoco prestaron su consentimiento para incorporarse al programa.

106	 Informe del Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias Adición MISIÓN A GUATEMALA. A/HRC/4/41/
Add.1. 20 de febrero de 2007

107	 Guatemala. Procuraduría de Derechos Humanos (2011). Informe del Procurador de los Derechos Humanos al Congreso de la 
República 2011. Nota: El caso Dos Erres corresponde a una masacre perpetrada por el ejército en 1982 que terminó con la vida 
de aproximadamente 250 personas, en el caso conocido como

108	 En concreto la recomendación que se hizo fue la de “Fortalecer la Oficina de Protección de sujetos procesales y personas 
vinculadas a la administración de justicia penal. Esta Oficina debe contar con personal calificado y recursos suficientes para 
cumplir con su función. Es importante que la Oficina elabore estrategias a partir de análisis de riesgo para garantizar la 
seguridad de los testigos y operadores de justicia que intervienen en los casos de delitos graves del enfrentamiento armado. 
Además debe coordinar sus acciones con las autoridades del Ministerio de Gobernación y de la Policía Nacional Civil. Impunity 
Watch (2008), Reconociendo el Pasado: Desafíos para Combatir la Impunidad en Guatemala, Recomendación 21 (p.121).
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A partir de abril de 2011109, los departamentos de Seguridad del Organismo Judicial 
y del Ministerio Público se fueron haciendo cargo paulatinamente de la seguridad de 
estos operadores de justicia. Igualmente, el hecho de que ciertos casos del CAI hayan 
pasado a ser competencia de los Juzgados y Tribunal de sentencia de alto riesgo, 
con el consiguiente traslado de los casos a operadores de justicia de la capital ha 
contribuido notablemente a mejorar la seguridad de estos funcionarios.

En cuanto a la protección de testigos de casos del CAI, se sigue observando serias 
dificultades respecto del análisis de riesgo, el presupuesto de la Unidad y la pertinencia 
cultural de las medidas a tomar. Según las entrevistas realizadas, se concluye que 
algunos testigos han sido reubicados en el extranjero con medidas de protección para 
ellos y sus familiares. En la actualidad aún reciben una asignación mensual para cubrir 
gastos básicos como comida y vivienda. La OP igualmente ha trasladado testigos 
para debates de casos relacionados con el conflicto. En todo caso, debe señalarse 
también que algunos sujetos de protección han rechazado incorporarse al programa 
de de la OP, negándose a abandonar el área de riesgo –una medida que sobre todo 
para mujeres, responsables del cuidado de su familia, puede tener un impacto muy 
grande– a pesar de solicitudes específicas de Ucecai.

Por último, sobre este tema se señala que, a pesar de las particularidades de cada caso 
en cuanto a seguridad, asistencia y protección, se observa demasiada uniformidad 
en los análisis de vulnerabilidad, protocolos, procedimientos, tácticas operativas y 
recursos empleados para protección de sujetos en riesgo.

3.	 La investigación penal de las desapariciones forzadas cometidas durante el 
Conflicto Armado Interno

La búsqueda de personas desaparecidas durante el Conflicto Armado Interno no 
sólo se encuentra relacionada con el efectivo ejercicio del derecho a la Verdad, sino 
también con el acceso a la Justicia por parte de las víctimas de tan grave violación a los 
derechos humanos. Desde esa perspectiva se interpretará las dos recomendaciones 
de la CEH sobre este fenómeno110.

Durante el período monitoreado se registran los primeros éxitos en la persecución 
penal de responsables de desapariciones forzadas durante el CAI. Sin embargo, se 
destaca que dichos avances han sido posibles al uso de la definición de desaparición 
forzada contenida en la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada, y 
no a la contenida en el Código Penal guatemalteco. Dicha política se incluye en la 
Instrucción 2-2011 de la Fiscal General, en la cual se establece la obligación de los 
fiscales de imputar y/o acusar bajo los elementos del tipo penal establecido en la citada 

109	 En este mes tomó posesión la actual Directora de la Oficina de la OP.
110	 Recomendación22. Que el Gobierno y el Organismo Judicial, con la colaboración activa de la sociedad civil, inicien a la 

mayor brevedad investigaciones sobre todas las desapariciones forzadas de que se tenga conocimiento, utilizando los 
recursos jurídicos y materiales disponibles, para aclarar el paradero de los desaparecidos y, en el caso de haber muerto, 
entregar sus restos a sus familiares. Recomendación 23. Que el Ejército de Guatemala y la ex Unidad Revolucionaria Nacional 
Guatemalteca aporten cuanta información tengan en relación con desapariciones de personas acaecidas durante el periodo 
del enfrentamiento armado interno.
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Convención111. Y es que el tipo penal de desaparición forzada del Código Penal de 
Guatemala no contiene los elementos establecidos en la definición de la Convención 
Interamericana112. De acuerdo con las cláusulas constitucionales de incorporación del 
derecho internacional al derecho interno, las convenciones de DDHH ratificadas por 
Guatemala poseen supremacía sobre dicho Código Penal, por lo que sería necesario 
modificar el artículo 201TER113 a efectos que no existan confusiones y adecuar de 
esta manera el ordenamiento jurídico interno a los compromisos internacionales de 
Guatemala en materia de derechos humanos.

Respecto del personal del Ministerio Púbico, tal y como se observó anteriormente 
respecto de otros crímenes internacionales, se han impartido capacitaciones sobre 
la aplicación del tipo penal internacional de desaparición forzada en aquellas 
violaciones a los derechos humanos cometidas en el conflicto armado que cumplan 
con los elementos de dicho tipo penal.

Si bien la instrucción 2-2011 establece una estrategia de imputación de los fiscales 
por desaparición forzada, tratando aspectos como su definición legal, principio de 
legalidad, prescripción y tipos penales alternativos, se observa aún la ausencia de una 
estrategia de investigación de estos casos capaz de superar las dificultades propias de 
su naturaleza y aprovechar mejor los limitados recursos humanos y financieros con 
que cuenta la Ucecai.

Respecto de la naturaleza permanente de la desaparición forzada, cuestionada 
frecuentemente por las diferentes defensas, el caso Choatulum (también conocido 
como caso Cusanero por el apellido del ex comisionado militar que estaba acusado 
de desaparición forzada) permite observar, al ser el primer caso que llegó a etapa de 
juicio, la aplicación judicial nacional de los criterios internacionalmente establecidos. 
En concreto, los diversos recursos presentados por la defensa fueron desestimados 
por la Corte de Constitucionalidad114, que ordenó continuar con el proceso dada la 
naturaleza permanente y continua del delito:

111	 Si los hechos bajo investigación encuadran en los elementos del delito de la desaparición forzada tal como se define de la 
convención arriba señalada, los fiscales deberán procesar el imputado bajo el delito de desaparición forzada, tal como está 
tipificado por el artículo 201TER del Código Penal. No obstante, en desarrollo del Artículo 46 de la Constitución Política de 
la República de Guatemala, que establece que en materia de derechos humanos un tratado ratificado por Guatemala tiene 
preeminencia sobre el derecho interno, los elementos del delito de la desaparición forzada tipificada por el 201 TER del Código 
Penal deben ser interpretados de manera armónica con lo estipulado en la convención arriba señalada.  

112	 Artículo II. “(…) la privación de la libertad a una o más personas, cualquiera que fuere su forma, cometida por agentes del 
Estado o por personas o grupos de personas que actúen con la autorización, el apoyo, o la aquiescencia del Estado, seguida de 
la falta de información o de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero de la persona, 
con lo cual se impide el ejercicio de los recursos legales y de las garantías procesales pertinentes”

113	 El artículo 201 TER. contiene hasta tres subtipos de desaparición forzada: (1) quien, por orden, con la autorización o apoyo de 
autoridades del Estado, privare en cualquier forma de la libertad a una o más personas, por motivos políticos, ocultando su 
paradero, negándose a revelar su destino o reconocer su detención, así como el funcionario o empleado público,  pertenezca 
o no a los cuerpos de seguridad del Estado, que ordene, autorice, apoye o de la aquiescencia para tales acciones. (2) 
Constituye delito de desaparición forzada, la privación de la libertad de una o más personas, aunque no medie móvil político, 
cuando se cometa por elementos de los cuerpos de seguridad del Estado, estando en ejercicio de su cargo, cuando actúen 
arbitrariamente o con abuso o exceso de fuerza. (3) los miembros o integrantes de grupos o bandas organizadas con fines 
terroristas, insurgentes, subversivos o con cualquier otro fin delictivo, cuando cometan plagio o secuestro, participando como 
miembros o colaboradores de dichos grupos o bandas. 

114	 El Monitoreo resalta dos amicuscuriae presentados para este caso, por parte de la Oficina del Alto Comisionado de Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos en Guatemala (Oacnudh) y de la Comisión Internacional de Juristas (CIJ), respectivamente.
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La desaparición forzada pudo haber iniciado con antelación a la norma que 
describe como ilícita penable, pero aquel carácter permanente recogido en 
el código penal supone que, en caso de persistir los hechos de desconocer 
el paradero de la víctima, queda dentro del ámbito de la vigencia de la ley 
en tiempo. No importa si la norma fue legislada en el momento de iniciado 
(el delito) sino que esté vigente (…) mientras no se conozca el paradero de la 
víctima115.

De esta forma, desde 2009 se empieza a construir una jurisprudencia sólida sobre la 
materia que ha servido como base, entre otros casos, para acusar y sentenciar por las 
desapariciones forzadas de Fernando García y Sáenz Calito.

Un mecanismo procesal para apoyar la investigación de este tipo de casos es el 
denominado Procedimiento Especial de Averiguación. El Código Procesal Penal 
de Guatemala prevé dicho procedimiento para aquellos casos de desaparición de 
personas en los cuales existan indicios racionales de la detención de las mismas 
por miembros de las fuerzas de seguridad del Estado o por agentes regulares o 
irregulares, y en los cuales se haya interpuesto algún recurso de exhibición personal 
(habeas corpus), sin que se haya obtenido noticia sobre su paradero. En estos 
casos, la CSJ tiene la autoridad de encargar el esclarecimiento del caso en la fase 
procesal de investigación al Procurador de los Derechos Humanos, a una entidad con 
personalidad jurídica o a los familiares de la víctima, en orden excluyente116. Este es 
el contenido del denominado Procedimiento Especial de Averiguación. Hasta ahora 
los casos sometidos a este procedimiento especial han sido otorgados a la Oficina del 
Procurador de los Derechos Humanos, aunque con posterioridad, y a solicitud de los 
familiares de las víctimas, dos de esos casos fueron trasladados posteriormente al 
Centro de Análisis Forense y Ciencias Aplicadas (CAFCA) y a un investigador particular.

Respecto de la apertura de Procesos Especiales de Averiguación en los casos de 
desapariciones forzadas del CAI y el papel de la PDH como ente investigador, se 
resalta la creación en 2005 de la Unidad de Averiguaciones Especiales, con el objetivo 
de atender los casos sujetos al Procedimiento Especial de Averiguación, contemplado 
en el Código Procesal Penal117. De esta forma, para el año 2008, dicha unidad era 
responsable de la investigación de 14 casos de desapariciones que le habían sido 
asignadas por orden de la Corte Suprema de Justicia118. Sin embargo, a partir del 
año 2008 aumentó considerablemente el número de mandatos hasta alcanzar los 66 
casos actualmente investigados por la Unidad.

115	 Guatemala. Corte de Constitucionalidad. Expediente 929-2008. Resolución de 7 de julio de 2009 
116	 Artículo 467. (Procedencia).Si se hubiere interpuesto un recurso de exhibición personal, sin hallar a la persona a cuyo favor 

se solicitó y existieron motivos de sospecha suficientes para afirmar que ella ha sido detenida o mantenida ilegalmente 
en detención por un funcionario público, por miembros de las fuerzas de seguridad del Estado, o por agentes regulares o 
irregulares, sin que se dé razón de su paradero, la Corte Suprema de Justicia, a solicitud de cualquier persona, podrá: […]2) 
Encargar la averiguación (procedimiento preparatorio), en orden excluyente: a) Al Procurador de los Derechos Humanos; b) A 
una entidad o asociación jurídicamente establecida en el país; c) Al cónyuge o a los parientes de la víctima.

117	 Guatemala. Procuraduría de Derechos Humanos (2007). Informe circunstanciado del Procurador de los Derechos Humanos (p. 
678).

118	 Cfr. Impunity Watch. Informe de monitoreo Reconociendo el Pasado. Op. Cit.
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Figura 12 Casos de desaparición con mandato de averiguación especial otorgado por la CSJ a la PDH

Debido a este aumento de casos, en el año 2010 se reestructuró la unidad mediante 
Acuerdo de la Secretaría General el Programa de Averiguaciones Especiales. Este 
Programa de Averiguaciones Especiales estaba conformado a la salida de Sergio 
Morales por un Coordinador del Programa, quien dependía directamente del 
Procurador de los Derechos Humanos, y tres investigadores. Respecto de la estrategia 
de investigación de estos casos, el Programa contaba con un denominado Protocolo 
de Actividades para dirigir las labores del equipo en los procedimientos a su cargo, 
más de tipo declarativo respecto a su competencia que con una verdadera estrategia 
de abordaje de la investigación de casos con esta compleja naturaleza119 (ver figura 
13).

Si bien los resultados conseguidos hasta ahora se pueden calificar de históricos, 
es necesario señalar que la metodología de trabajo empleada no había permitido 
avanzar en casos donde no existiera un apoyo en la investigación por parte de 
organizaciones como el Grupo de Apoyo Mutuo (GAM), CAFCA y la Fundación de 
Antropología Forense de Guatemala (FAFG). Y es que el reducido personal asignado 
para la investigación hacía que éste se concentrara en un caso a la vez hasta ser 
resuelto y pasar al siguiente. A ello se sumaba la falta de un protocolo interno de 
investigación y poca coordinación con el Ministerio Público, lo cual provocó que los 
66 casos pendientes se investigaran a un nivel mínimo para mantener al día los plazos 
de averiguación especial otorgados por la Corte Suprema de Justicia.

119	 “Dentro de su competencia se encuentran investigar y litigar ante los tribunales, casos asignados al Procurador de los Derechos 
Humanos por la Corte Suprema de Justicia a través de la Cámara Penal bajo el Procedimiento Especial de Averiguación; para 
lo cual conjugan acciones con organizaciones de la sociedad civil, entidades estatales, entes internacionales y personas 
individuales, como amigos, compañeros y familiares de las victimas de desaparición forzada. El Procurador de los Derechos 
Humanos, en estos casos, puede solicitar medidas de coerción, presentar acusación formal en contra de los presuntos 
responsables de la desaparición de personas y solicitar la apertura del juicio en su contra”.
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Figura 13 Casos de desaparición con mandato de averiguación especial otorgado 
por la CSJ a la PDH con sentencia 

CASO DESAPARECIDOS SENTENCIADOS DELITO
FECHA 

MANDATO
FECHA 

SENTENCIA
El Jute 07 CORONEL EJÉRCITO DESAPARICIÓN FORZADA

INCUMPLIMIENTODEBERES 
HUMANIDAD

MARZO 2002 DICIEMBRE 2009

COMISIONADO MILITAR DESAPARICIÓN FORZADA

INCUMPLIMIENTO DEBERES 
HUMANIDAD

COMISIONADO MILITAR DESAPARICIÓN FORZADA

INCUMPLIMIENTO DEBERES 
HUMANIDAD

COMISIONADO MILITAR DESAPARICIÓN FORZADA

INCUMPLIMIENTO DEBERES 
HUMANIDAD

Fernando 
García

01 AGENTE

POLICÍA NACIONAL

DESAPARICIÓN FORZADA

INCUMPLIMIENTO DEBERES 
HUMANIDAD

JULIO 2008 OCTUBRE 2010

AGENTE

POLICÍA NACIONAL

DESAPARICIÓN FORZADA

INCUMPLIMIENTO DEBERES 
HUMANIDAD

Sáenz Calito 01 JEFE COMANDO SEIS

POLICÍA NACIONAL

DESAPARICIÓN FORZADA

INCUMPLIMIENTO DEBERES 
HUMANIDAD

JULIO 2008 AGOSTO 2012

Fuente: Elaboración de IW, a partir de información suministrada por Unidad de Averiguaciones Especiales de la 
PDH

La elección del nuevo Procurador de los Derechos Humanos a final de mayo de 
2012 supuso cambios en el equipo de la UAE, dotándolo de un perfil mucho más 
investigativo de acuerdo a las tareas a realizar. De hecho, a partir de octubre de 
2012 el número de investigadores se elevó a cinco. Igualmente, se expidió una orden 
interna que detalla la estrategia a seguir en las investigaciones sobre desaparición 
forzada asignadas a la UAE. Dentro de esta estrategia se encuentra la agrupación 
de desapariciones, por lo que actualmente las 66 personas desaparecidas se han 
agrupado en torno a 31 casos.

Figura 14 Volumen de personal y puestos asignados en la UEA-PDH

Puesto 2008 2010 2011-2012 Octubre 2012

Jefe de la Unidad 01 01 01 01

Asistente Personal 01 01 01 00

Investigadores 02 03 03 05

Fuente: Elaboración de IW, a partir de información suministrada por Unidad de Averiguaciones 
Especiales de la PDH

Igualmente, durante 2012 se observó el establecimiento de protocolos de coordinación 
interinstitucional con la Fundación de Antropología Forense de Guatemala (FAFG), el 
Centro de Análisis Forense y Ciencias Aplicadas (CAFCA), así como la coordinación con 
instituciones que aportan información como el Archivo Histórico de la Policía Nacional, 
la Hemeroteca Nacional y el Centro de Investigaciones Regionales de Mesoamérica 
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(CIRMA). Estos avances en la coordinación con otras instituciones, especialmente el 
primer intento de agrupación de desapariciones en torno a 31 casos, deberían contar 
con mayor coordinación con el Ministerio Público. Dicha coordinación es necesaria 
para lograr mejores resultados en la agrupación de desapariciones y en el trabajo 
conjunto de investigación. Igualmente, brindaría la oportunidad de lograr una mayor 
especialización de los investigadores en cuanto a la indagación del paradero de las 
personas desaparecidas, pues no debe perderse de vista que el mandato a la PDH 
es de investigar complementariamente en casos que de todos modos deben ser 
perseguidos por el MP).

Pasando por último a los resultados cuantitativos, durante el periodo de monitoreo 
se registra, como un avance, el aumento considerable de imputaciones por delitos de 
desaparición forzada, especialmente debido a la imputación cada vez más frecuente 
de autores intelectuales (ver figura 15).

El Monitoreo permite concluir que el precedente fijado por el caso Choatulum ha sido 
progresivamente aprovechado tanto por Ministerio Público como los querellantes 
adhesivos (PDH, GAM y CALDH) para avanzar en las imputaciones a supuestos autores 
por la comisión de este delito. Un aspecto clave para estos avances ha sido la labor 
realizada por el Archivo Histórico de la Policía Nacional (AHPN), cuyos análisis han 
permitido conocer la estructura de la cadena de mando de la Policía, pero también 
el constante flujo de información con el Ejército durante el conflicto. Por ello, puede 
afirmarse que las investigaciones adelantadas resultan determinantes para analizar 
evidencia, especialmente sobre desapariciones forzadas selectivas llevadas a cabo 
en las grandes ciudades y el encubrimiento de operaciones ilegales de inteligencia 
realizadas por el Ejército.

Figura 15 Número de imputaciones desaparición forzada

CASO CARGO IMPUTADO AUTORÍA

EL JUTE CORONEL 2007 MATERIAL

COMISIONADO 2007 MATERIAL

COMISIONADO 2007 MATERIAL

COMISIONADO 2007 MATERIAL

CHOATULUM COMISIONADO 2006 MATERIAL

FERNANDO GARCÍA POLICÍA NACIONAL 2009 MATERIAL

POLICÍA NACIONAL 2009 MATERIAL

POLICÍA NACIONAL PRÓFUGO

POLICÍA NACIONAL PRÓFUGO

CORONEL 2011 INTELECTUAL

JEFE CUARTO CUERPO PN 2011 INTELECTUAL

SÁENZ CALITO JEFE COMANDO SEIS PN 2011 INTELECTUAL

EDGAR PAREDES COMISIONADO 2009 MATERIAL

EFRAÍN BÁMACA SIN INFORMACIÓN

Fuente: Elaboración de IW, a partir de información sobre expedientes judiciales
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Hasta final de 2012, el AHPN ha realizado y remitido al Ministerio Público seis peritajes 
archivísticos y tiene dos más en proceso. Especial atención merece el peritaje técnico 
estadístico solicitado por la Ucecai al AHPN en el proceso judicial por la desaparición 
forzada de Edgar Fernando García, pues fue un medio de prueba clave que determinó 
la condena en primera instancia a dos policías nacionales como responsables de 
dicha desaparición.

Finalmente, debe señalarse que la coordinación entre AHPN y MP, así como la 
relevancia judicial de la información aportada, hizo conveniente en 2011 la ubicación 
permanente de una oficina de investigadores de la FSDH en la sede del Archivo. Esta 
decisión es un buen ejemplo de coordinación interinstitucional, cuya efectividad 
puede generar avances significativos para la justicia transicional en Guatemala, 
especialmente para el esclarecimiento de las desapariciones forzadas selectivas 
ocurridas durante el CAI.

4.	 La correcta aplicación de la Ley de Reconciliación Nacional según estándares 
internacionales

La Recomendación número 47 de la CEH demandaba que los poderes del Estado 
cumplieran e hicieran cumplir en todos sus términos, y en relación con el resto 
del ordenamiento jurídico guatemalteco, la Ley de Reconciliación Nacional, 
persiguiendo, enjuiciando y castigando los delitos cuya responsabilidad penal no se 
extingue en virtud de dicha ley, particularmente, y según el artículo 8 de la LRN, “los 
delitos de genocidio, tortura y desaparición forzada, así como aquellos delitos que 
sean imprescriptibles o que no admitan la extinción de la responsabilidad penal, de 
conformidad con el derecho interno o los tratados internacionales ratificados por 
Guatemala”.

En este sentido, se señala la importancia del estándar internacional según el cual las 
amnistías son incompatibles con la obligación de investigar, juzgar y sancionar a los 
responsables de graves violaciones a los derechos humanos al igual que lo son con la 
obligación del Estado de garantizar el derecho de toda persona a un recurso efectivo 
y a ser oída por un tribunal independiente e imparcial para la determinación de sus 
derechos.

En Guatemala, las disposiciones que se han promulgado para amnistiar delitos 
relacionados con el Conflicto Armado Interno datan de mayo de 1982, cuando el 
Gobierno de facto de Ríos Montt promulgó el Decreto-Ley 33-82 mediante el cual se 
amnistiaban los crímenes políticos y delitos comunes conexos cometidos por causa 
del conflicto armado. En enero de 1986, el General Mejía Víctores promulgó una 
nueva amnistía, el Decreto-Ley 8-86. Este decreto concedió la amnistía a cualquier 
persona responsable o acusada de haber cometido delitos políticos o delitos comunes 
conexos desde el 23 de marzo de 1982.

El 27 de diciembre de 1996, el Congreso de la República emitió la Ley de 
Reconciliación Nacional atendiendo a uno de los compromisos establecidos en los 
Acuerdos de Paz. Esta ley exime de responsabilidad penal a los autores de delitos 
políticos y comunes conexos, pero “prohíbe otorgar extinción de la responsabilidad 



54

¿La hora de la verdad?

penal a los delitos de genocidio, tortura y desaparición forzada y aquellos delitos 
que sean imprescriptibles o que no admitan la extinción de la responsabilidad penal 
de conformidad con el derecho interno o los tratados internacionales ratificados por 
Guatemala”, estableciendo así límites en su aplicación. Por tanto, según la legislación 
guatemalteca vigente y aplicable, la amnistía no opera para:

•	 Genocidio, tortura –la cual puede incluir hechos de violencia sexual– y desaparición 
forzada.

•	 Delitos imprescriptibles o que no admiten extinción según el derecho interno o los 
tratados internacionales ratificados por Guatemala.

La Instrucción 2-2011 contiene una serie de directrices sobre la no aplicación de 
amnistías  y la conceptualización de delitos políticos (numerales 10 y 11), estableciendo 
claramente el deber de los fiscales de oponerse activamente a cualquier solicitud de  
aplicación de la Ley de Reconciliación Nacional, y a cualquier resolución judicial que 
la conceda, agotando si fuera preciso todos los medios de impugnación disponibles. 
Específicamente, esta directriz se refiere a los delitos de tortura, ejecuciones 
extrajudiciales, desaparición forzada, genocidio y violencia contra las mujeres. Su 
fundamentación radica en que la aplicación de amnistía constituye una limitación al 
deber del Estado de Guatemala de investigar, juzgar y sancionar a los responsables 
de graves violaciones a los derechos humanos, a la luz del derecho interno vigente en 
virtud de la aprobación y ratificación de los tratados y convenciones internacionales. 
Igualmente, el artículo 8 de la LRN citado anteriormente sirve de argumentación para 
el rechazo en su aplicación.

Respecto de la no utilización del procedimiento establecido en el artículo 11 de la Ley 
de Reconciliación Nacional, se indica que dada la naturaleza fundamental de graves 
violaciones a los derechos humanos, las mismas nunca podrán ser consideradas por 
los fiscales como delitos políticos ni delitos comunes conexos a delitos políticos en los 
términos previstos por la Ley de Reconciliación Nacional. Es por ello que se ordena 
a los fiscales que se opongan a cualquier  intento de la defensa de un sindicado de 
graves violaciones a los derechos humanos de calificar tales hechos como un delito 
político o un delito común conexo a un delito político.

Desde la vigencia de la Instrucción 2-2011, ante cada uno de los intentos de aplicación 
de amnistías o del procedimiento establecido en el artículo 11 de la LRN, el Monitoreo 
ha constatado que los fiscales involucrados se han opuesto a su aplicación en las 
diferentes instancias en los que se ha planteado. Un buen ejemplo es el caso del 
genocidio ixil, que se presenta en el siguiente cuadro.

Como se puede apreciar (figura 16), hasta el momento los intentos de aplicación 
del decreto de amnistía 8-86 han sido rechazados en primera y segunda instancia, 
quedando pendiente un amparo en primera instancia y una apelación del amparo. 
Respecto de la aplicación del procedimiento del artículo 11 de la Ley de Reconciliación 
Nacional, no se registró ningún pronunciamiento durante el período monitoreado.
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Figura 16 Incidentes promovidos por la defensa de imputados en el caso ixil relacionados con amnistías

TIPO DE INCIDENTE ASUNTO PRIMERA 
INSTANCIA

APELACIÓN/
REPOSICIÓN AMPARO APELACIÓN 

AMPARO
EFECTO 

SUSPENSIVO

APELACIÓN 
EFECTO 

SUSPENSIVO

RÍOS MONTT

01

EXCEPCIÓN 
EXTINCIÓN DE 
RESPONSABILIDAD 
PENAL

AMNISTÍA 
8-86 RECHAZADO RECHAZADO PENDIENTE RECHAZADO PENDIENTE

LÓPEZ FUENTES

02

EXCEPCIÓN 
EXTINCIÓN DE 
RESPONSABILIDAD 
PENAL

AMNISTÍA 
8-86 RECHAZADO RECHAZADO RECHAZADO PENDIENTE RECHAZADO RECHAZADO

03

EXCEPCIÓN 
EXTINCIÓN DE 
RESPONSABILIDAD 
PENAL

AMNISTÍA 
8-86 RECHAZADO RECHAZADO RECHAZADO RECHAZADO RECHAZADO RECHAZADO

04
CUESTIÓN DE 
COMPETENCIA 
POR DECLINATORIA

ARTÍCULO 
11 LRN PENDIENTE

RODRIGUEZ SANCHEZ

05
CUESTIÓN DE 
COMPETENCIA 
POR DECLINATORIA

ARTÍCULO 
11 LRN PENDIENTE

06

EXCEPCIÓN 
EXTINCIÓN DE 
RESPONSABILIDAD 
PENAL

AMNISTÍA 
8-86 RECHAZADO

Fuente: Elaboración de IW, a partir de información suministrada por CALDH Y Bufete Jurídico de Derechos 
Humanos

Perspectivas en Materia de Justicia
Desde finales de 2010 hasta 2012 se observa un importante avance en materia de lucha 
contra la impunidad y persecución penal de los casos del Conflicto Armado Interno. 
Dichos avances han suspuesto el final, al menos provisional,de un estancamiento de 
más de tres décadas en las investigaciones, así como un avance en materia de acceso 
a la justicia para las víctimas del CAI en Guatemala.

Entre los factores de avance se resalta el papel determinante del Ministerio Público. 
Es evidente durante el período observado el fortalecimiento de la Unidad de Casos 
Especiales del Conflicto Armado Interno, verificable en el incremento de su personal 
y de su presupuesto. Igualmente, la emisión de la Instrucción General para la 
Investigación y Persecución Penal de las Graves Violaciones a los Derechos Humanos 
cometidas durante el Conflicto Armado Interno (Instrucción 2-2011) en abril de 
2011 supuso también sentar las bases de una necesaria estrategia integral para la 
persecución penal de los casos del Conflicto Armado Interno.

A pesar de dicho fortalecimiento, es necesario señalar también el alto número de 
denuncias del CAI que deben ser atendidas tanto por la Ucecai como las Fiscalías 
distritales del Ministerio Público, que amenazan con desbordar la capacidad de 
trabajo de dichas dependencias. Ante este fenómeno, se amerita un estrategia 
general de persecución penal de fenómenos criminales complejos como son los casos 
del conflicto armado interno, basada en las directrices de dicha instrucción, de cara 
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a conseguir justicia para las víctimas sin renunciar a la persecución penal del mayor 
número posible de responsables por esos hechos.

En este sentido e íntimamente relacionado con lo anterior, se echa en falta un 
desarrollo doctrinario y jurisprudencial del artículo 378 del Código Penal de acuerdo 
con los estándares internacionales en la materia, de forma que explícitamente se 
juzgue por crímenes de guerra, crímenes de lesa humanidad y genocidio en los casos 
donde se cumplan los requisitos de cada uno de los tipos penales. 

Respecto de los procesos especiales de averiguación en los casos de desapariciones 
forzadas del CAI a cargo de la Unidad de Averiguaciones Especiales de la Oficina del 
Procurador de los Derechos Humanos, el balance del período es menos alentador. 
En 2009, 2010 y 2012 se logró un número histórico de condenas por estos crímenes. 
No obstante, es recomendable que la estrategia de investigación de estos casos se 
ajuste a dos importantes retos: la complejidad de la investigación y adecuación del 
tipo penal de desaparición forzada; y el avance en los 31 casos agrupados que todavía 
se encuentran pendientes de esclarecer. Dicho ajuste en la estrategia debe conllevar 
también un incremento del recurso humano y el presupuesto a disposición de la 
Unidad, a fin de cumplir con su cometido.
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III.  Derecho a la Reparación

1.	 La creación de un mecanismo estatal de reparación integral de víctimas del 
Conflicto Armado Interno

El Programa Nacional de Resarcimiento (PNR), la institución encargada de 
ofrecer reparación para las graves violaciones a los derechos humanos ocurridas 
durante el Conflicto Armado Interno en Guatemala, nació en 2003 a partir de las 
recomendaciones de la Comisión de Esclarecimiento Histórico. Particularmente, la 
recomendación invitaba al Gobierno a presentar “con la mayor urgencia” un proyecto 
legislativo sobre reparación a las víctimas del enfrentamiento armado que impulsara 
un Programa Nacional de Resarcimiento que incluyera los principios generales y 
medidas de reparación, la estructura del programa, las categorías de beneficiarios, 
los procedimientos para la identificación de beneficiarios y el mecanismo de 
financiación120.

Luego de casi diez años desde la formulación de dichas recomendaciones, se 
concluye que los múltiples esfuerzos de parte del Estado y de la Sociedad Civil en 
impulsar una política de reparación estable para Guatemala aún no han alcanzado 
su principal objetivo: la creación de una institucionalidad de la reparación mediante 
Ley. Y es que el PNR fue creado por un Acuerdo Gobernativo (AG 258-2003), luego 
de que el Congreso de la República rechazara la propuesta de Ley de Reparaciones 
consensuada entre la Sociedad Civil Guatemalteca y el Ejecutivo. Esta situación ha 
posibilitado una larga serie de modificaciones estructurales y técnicas a las políticas e 
instituciones de reparación en los años siguientes.

Según el Acuerdo 258-2003, el Programa sería dirigido por una Secretaría de 
Resarcimiento como dependencia directa de la Presidencia. Sin embargo, dicho 
Acuerdo fue derogado poco después por el AG 258-2003 –primera de una larga serie 
de modificaciones debidas a la debilidad de la norma de creación–, que eliminó dicha 
Secretaría. Finalmente el PNR quedó como un programa adscrito a la Secretaría 
de la Paz, la cual depende directamente de la Presidencia de la Republica. Otras 
modificaciones posteriores se registran en los AG 188-2004 y 619-2005. Este último, 
durante el Gobierno de Oscar Berger, eliminó la participación de las organizaciones de 
la sociedad civil (incluyendo las organizaciones de víctimas) en la Comisión Nacional 
de Resarcimiento, definiéndose así la estructura y política actual del Programa121.

La falta de una ley de creación que brindara estabilidad a la reparación, las 
consecuentes modificaciones a la regulación administrativa existente y la ausencia 
de una verdadera Política Nacional de Reparación se han traducido, bajo diferentes 
administraciones, en la demora y la parcialidad en la implementación y ejecución de 
medidas de reparación, que en muchos casos obedecen a dinámicas clientelares y 
que alimentan, a causa de la falta de integralidad de las medidas, conflictos sociales y 
divisiones innecesarias en los lugares donde se aplican.

120	 CEH op.cit., Recomendación n°7; p.52
121	 Impunity Watch Guatemala (2008): Reconociendo el Pasado: Desafíos para combatir la impunidad en Guatemala (p. 35)
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La necesidad contar con una Ley que garantice la estabilidad del Programa, incluida 
en la Recomendación No. 7 del Informe de la CEH, motivó a la Sociedad Civil a 
presentar la propuesta de Ley 3551, que plantea “crear el Programa Nacional de 
Resarcimiento, que asegure una política estatal de reparación integral y dignificación 
a las víctimas del Conflicto Armado Interno y sus familiares”122. La elaboración de la 
Iniciativa de Ley tomó tres años de trabajo coordinado entre la Comisión de Derechos 
Humanos, Seguridad y Justicia – CDHSJ – del Consejo Nacional de los Acuerdos de 
Paz y la Comisión de la Paz y el Desminado del Congreso de la República, consistente 
en mesas técnicas, talleres y seminarios con organismos de Estado, organizaciones 
de víctimas, sociedad civil y el acompañamiento de organismos internacionales de 
derechos humanos y derecho internacional humanitario.

El Proyecto de Ley 3551 prevé involucrar nuevamente a la sociedad civil en la CNR 
(excluida desde el 2005), garantizando la inclusión de 2 de sus representantes en 
un Consejo Consultivo de Organizaciones de Víctimas. Adicionalmente, propone 
la creación de un registro Nacional de Victimas como base esencial para la 
implementación de una Política de Reparación Integral sistemática y de largo plazo a 
escala nacional.

A pesar de los esfuerzos tendentes a la aprobación de la iniciativa de ley 3551, durante 
el período monitoreado no se observó ningún avance. Actualmente se percibe como 
muy improbable su aprobación por el Congreso, debido al evidente desinterés 
de las autoridades. El Gobierno no ha promovido esta iniciativa, y el Congreso no 
tiene interés en aprobarla. De hecho, el Presidente del PNR ha afirmado en varias 
oportunidades que “la iniciativa de ley del PNR es una iniciativa que tiene dictamen, 
pero se quedó allí y está fuera de la agenda legislativa”123.

Por lo anterior, esta propuesta de Ley puede considerarse prácticamente desechada. 
La única posibilidad existente es que su contenido sea incluido en la Propuesta de Ley 
que promueve la fusión del PNR, Copredeh y SEPAZ en una Secretaría Presidencial: 
la Secretaría de Derechos Humanos y Paz, que aglutinaría los temas de derechos 
humanos, paz y reparación, dándole al PNR “vida permanente, en lugar de un tiempo 
limitado”124. En todo caso, existe incertidumbre sobre cuál es la verdadera política 
estatal en este tema, por cuanto el Gobierno no ha presentado aún dicha propuesta 
al Congreso.

Según afirma el actual Secretario de la Paz, la razón para crear una Secretaría de 
Derechos Humanos y Paz es que “[…] Copredeh, la SEPAZ y el PNR tienen agendas 
y programas similares; programas duplicados en diversas instancias. Todas ellas 
disponen de recursos y personal. Es preciso reorientar funciones y llevar a nivel de 
gabinete una Secretaría de Derechos Humanos y Paz que impulse ambas agendas. 

122	 Guatemala. Comisión de la Paz y Desminado del Congreso de la República de Guatemala (9 de noviembre de 2006): Dictamen 
sobre la Iniciativa de Ley con Registro Numero 3551 de Dirección Legislativa 

123	 Programa de Acompañamiento a la Justicia de Transición –Pajust- (2012).  Red Articuladora de Justicia de Transición Octava 
reunión de la junta de coordinación ejecutiva (jce).

124	 Ibid; 
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Esto para hacer el trabajo más eficiente y productivo. Para el gobierno de Otto Pérez 
Molina es una prioridad y un compromiso avanzar en ambos temas”125.

Sin embargo, aunque la creación de dicha Secretaría garantizaría estabilidad y 
permanencia a los órganos que la compondrían (SEPAZ, PNR, Copredeh), dicha 
Secretaría podría terminar por ahondar en la actual confusión de los roles y 
prioridades institucionales de cada órgano (paz, reparación a víctimas del conflicto y 
derechos humanos), puesto que como su mismo nombre lo indica, mezclaría políticas 
relacionadas con el Conflicto Armado Interno con otras políticas de gobierno en una 
sola institución. Además, a diferencia de una Ley de la República que desarrolla una 
política de Estado, una Secretaría goza de menor independencia frente a las políticas 
del Ejecutivo.

A modo de contraste se expone la política de reparación de Perú, que institucionalizó 
por vía legal algunos programas relacionados con la verdad y la reparación tras el 
conflicto126. De esta forma, se observa que la institucionalización por vía legislativa 
hubiera podido evitar algunos problemas y desafíos políticos y prácticos que enfrenta 
ahora el Estado guatemalteco en materia de reparaciones a las víctimas del CAI. La 
institucionalización de la reparación por vía legal permite garantizar la continuidad 
de las políticas de reparación a largo plazo como políticas de Estado, no sujetas a 
las políticas de cada Gobierno que, como ocurre en Guatemala, supone usualmente 
reinventar toda la institucionalidad estatal tras cada elección. La creación de políticas 
de reparación a largo plazo, y su protección institucional por vía legislativa permite 
además establecer criterios claros a partir de una investigación previa y objetiva 
de los hechos ocurridos durante el CAI. En Perú, la institucionalización legal de la 
política y los órganos encargados de la reparación post-conflicto generó ventanas de 
oportunidad, que permitieron a los actores no estatales plantear al Gobierno reformas 
estructurales y ofrecer una serie de recomendaciones de cara a la reconciliación 
nacional. Entre ellas el control civil sobre servicios de inteligencia militar,  fortalecer 
la independencia y autonomía de la justicia, fortalecer el debido proceso y el respeto 
a los derechos humanos y cambios en el sistema penitenciario127.

Si en Guatemala fuese posible implementar dicho diálogo Estado-Sociedad Civil 
en torno a las reparaciones, las recomendaciones resultantes podrían contribuir a 
generar la necesaria confianza social respecto del Estado, sentando las bases para la 
reconciliación y las condiciones de no repetición de las causas del conflicto interno 
guatemalteco.

Desde mediados de 2012, las autoridades del Programa han abierto un nuevo espacio 
de dialogo con un petit comité conformado por representantes de las principales 

125	 Colmenares, B. (26 de febrero de 2012). Me indigna que se afirme que en Guatemala hubo genocidio.  ElPeriodico, en http://
elperiodico.com.gt/es/20120226/pais/208597/

126	 Al igual que la CEH en Guatemala, la Comisión de la Verdad y Reconciliación Peruana no tenía atribuciones legales ni funciones 
judiciales, pero su carácter institucional permitió la designación de un ente para vigilar el seguimiento a sus recomendaciones: 
el Consejo Nacional de Reconciliación abocado a la supervisión del Plan Integral de Reparaciones (PIR), el cual sí fue dotado de 
carácter legal (proyectos legislativos 7045 y 6857 de 2003).

127	 Ceballos Medina, M. (s.f). Alcances de las políticas de reparación a víctimas del conflicto armado interno en Colombia y 
en Perú (Análisis comparado de la Comisión de la Verdad y Reconciliación en Perú y la Comisión Nacional de Reparación y 
Reconciliación en Colombia) (p. 68). 
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redes de víctimas del país. Dicho espacio, que se ha reunido aproximadamente 
una vez al mes, fue planteado como una oportunidad de discutir una serie de 
temas, incluyendo precisamente la institucionalización del Programa Nacional de 
Resarcimiento mediante la Propuesta de Ley de creación de la Secretaría de Derechos 
Humanos y Paz (Sedehpaz) y, la reforma al Acuerdo Gobernativo de creación del PNR 
en tanto se aprueba dicha Secretaría.

Aunque se destaca la creación de espacios entre el Estado y los representantes 
de la sociedad civil, son pocos los resultados de dichas reuniones. Replantear la 
política estatal de reparación por medio de mesas con representantes de redes de 
víctimas carece de sentido, debido a que la Iniciativa de Ley 3551 ya había recibido 
insumos de mesas multilaterales de trabajo. Por otra parte, el estancamiento de la 
agenda legislativa en el Congreso hace improbable cualquier avance real. Además, la 
voluntad estatal de celebrar reuniones no se ha traducido aún en la incorporación de 
los insumos de la sociedad civil en el replanteamiento del trabajo del PNR.

Lo anterior se evidencia en que durante los cinco meses que la mesa de trabajo se ha 
reunido, el PNR no ha socializado los documentos sobre la reformulación del mismo 
ni de la creación de la Sedehpaz. Solo a finales de 2012 se socializó la propuesta de 
reforma al Acuerdo de vigencia del PNR, solicitando a la sociedad civil presentar sus 
comentarios escritos para ser considerados en la redacción final de dicho documento. 
Estos obstáculos demuestran la necesidad de contar con un mecanismo que integre 
el trabajo coordinado de la sociedad civil y las decisiones relacionadas con la política 
de reparación del Programa.

2.	 El establecimiento de una política nacional de reparación
Hasta finales de 2012, el monitoreo concluye que Guatemala no cuenta con una 
política nacional de reparación definida. Además, la integralidad de las medidas 
sigue siendo precaria, aunado a la falta de participación de las víctimas, pues son 
muy pocas las oportunidades de participación e incidencia sobre la planificación e 
implementación de las medidas de reparación.

Un buen indicador para monitorear la situación de la política de reparaciones en 
Guatemala es el Manual de la Instancia Multi-Institucional para la Paz y la Concordia 
“Nada podrá contra la vida; La memoria histórica es parte de la cultura social 
e inspiración de reconciliación y paz, para que los hechos acaecidos nunca más 
vuelvan a repetirse”, también  conocido con el nombre de “Libro Azul del PNR”. 
Dicho documento debía asumirse por el PNR como política pública de reparación, 
pues sintetiza los alcances mínimos de un programa de reparaciones orientados a 
los estándares internacionales, además de ofrecer directrices sobre aplicación de 
medidas, identificación de beneficiarios, criterios de priorización de los mismos y 
estructura del Programa128. Sin embargo, a excepción de unos cuantos proyectos 
piloto con resultados parciales, puede concluirse que no ha existido voluntad 
política de los Gobiernos guatemaltecos para aplicar integralmente las medidas de 

128	 Red de Organizaciones Sociales y de Victimas (Guatemala, 2011). “Situación de la Política Publica de Reparación del Programa 
Nacional de Resarcimiento –PNR-“ (p. 69).
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reparación según el manual. Por el contrario, se concluye que el Programa Nacional 
de Resarcimiento ha sido instrumentalizado a nivel político-electoral, al punto 
originar conflictos entre víctimas, alejándose de su función de servir de “fundamento 
del proceso de reconstrucción y reconciliación nacional”, según señala en el informe 
de la CEH129.

Cabe destacar también que el manual es una base general que no propone mecanismos 
específicos de trabajo del Programa. Como veremos más adelante, esta circunstancia 
permite un margen de interpretación demasiado amplio respecto de cómo alcanzar 
metas tan importantes como generales. Esta indeterminación favorece la adopción 
de políticas gubernamentales que cambian frecuentemente y que pueden desviarse 
fácilmente hacia prácticas clientelares y de divisionismo entre diferentes grupos de 
víctimas.

Según la Red de Organizaciones Sociales y “[…] Cada administración ha venido 
instalando en el control institucional alguna vertiente de organizaciones de víctimas 
que ha entrado en disputa con otras, lo cual ha estancado el proceso y contribuido a 
desgarrar más el tejido social, impidiendo llegar a la reconciliación nacional”130.

El tiempo de gestión de la actual administración (desde inicios de 2012), es aún 
insuficiente para concluir sobre la permanencia de tales prácticas. De hecho, a finales 
de 2012, se observa la creación de espacios de participación con los representantes 
del universo de víctimas, aparentemente sin preferencias.

Durante el período monitoreado, se resalta como positiva la creación de un espacio 
de diálogo con las principales redes de víctimas del país, con el objetivo de analizar 
el nuevo Plan Estratégico del Programa. Adicionalmente, se registra el inicio 
de labores de una mesa de análisis de 3 proyectos piloto en las comunidades de 
Chichupac (Rabinal, Baja Verapaz)131, Estancia de la Virgen (San Martín Jilotepeque, 
Chimaltenango) y San Antonio Sinaché (Zacualpa, Quiché), que fueron iniciados e 
interrumpidos sin resultados durante administraciones anteriores. En dicha mesa, las 
autoridades del Programa están trabajando conjuntamente con los representantes 
de víctimas a nivel local para completar acciones de reparación integral que habían 
sido empezadas y luego suspendidas en el pasado.

A estos tres planes se suma el de Cocop (Nebaj, lugar donde ocurrió una de las 
primeras masacres documentadas durante el CAI), seleccionado en enero del 2008 
como el primer proyecto de una nueva política del Programa reorientada hacia la 
reparación integral, según la cual se priorizaría la reparación de casos colectivos. 
Según la Red de Organizaciones Sociales y de Víctimas, dicho proyecto se estancó 
ese mismo año132, cuando la Presidencia decidió acelerar el resarcimiento individual 
mediante la entrega de cheques y la restitución material a las víctimas, a través de 

129	 CEH op. cit., Recomendación n°11.
130	 Red de Organizaciones Sociales y de Victimas, op. cit., p 69
131	 En el caso de Chichupac, siendo una de las comunidades incluidas en el caso Plan de Sánchez, que ya ha llegado a sentencia 

ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el trabajo del Programa deberá de alguna manera conciliarse con el 
trabajo de la Copredeh.

132	 Red de Organizaciones Sociales y de Victimas, op. cit., 70
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restitución de viviendas, abandonando así la atención colectiva e integral de las 
medidas133. Según la Red, ese mismo año el Gobierno guatemalteco suavizó los 
controles sobre beneficiarios, agilizándose la entrega de cheques de resarcimiento 
individual, ejecutando mayor cantidad del presupuesto 2008134.

A partir de éste momento, se ha mantenido la implementación de medidas aisladas 
que, entre otros resultados, han fomentado divisionismo y cuestionamientos en las 
comunidades afectadas por el Conflicto. Independientemente de la intencionalidad 
de dichas políticas clientelares, el abandono de un enfoque integral en la 
implementación de medidas de reparación ha sido un obstáculo constante para una 
verdadera reparación y reconciliación social. Aunque el PNR anunció a inicios de 
2012 la priorización de la restitución material a través de los denominados proyectos 
de desarrollo, se observa que las organizaciones de víctimas han insistido ante la 
administración actual del PNR, con el fin de reorientar la política estatal, buscando 
una mayor integralidad en las medidas de reparación.

Precisamente, el tema de los proyectos de inversión productiva refleja un nuevo 
enfoque de las reparaciones por parte de la administración actual, y permite lecturas 
tanto positivas como negativas. Por una parte, es positivo que privilegie la eficacia de 
las medidas de reparación y el sentido de urgencia de las mismas, especialmente para 
las áreas más afectadas por el conflicto, que históricamente y hasta hoy continúan 
siendo las más pobres del país. Igualmente, es positivo que las medidas de reparación 
se consideren oportunidades de desarrollo comunitario. En este sentido, las medidas 
de reparación a través de proyectos productivos tienen una ventaja sobre las medidas 
de resarcimiento económico individual135, pues permiten incluir a un número mayor 
de beneficiarios. Por otra parte, como se expondrá más adelante, este nuevo enfoque 
de trabajo del Programa, hace surgir varias inquietudes con respecto un posible 
alejamiento del enfoque de trabajo del Programa.

2.1	 Participación de las víctimas en el diseño de la política pública de reparaciones
Como se mencionó anteriormente, el PNR inició un proceso de discusión con las 
principales redes de víctimas, a fin de socializar el Plan Estratégico Orientado a 
Resultados de Desarrollo, base para la creación del Plan Operativo Anual del PNR para 
el año 2013, y que también serviría para definir las líneas del trabajo del Programa 
hasta el año 2016. Para tal efecto, el PNR convocó en junio 2012 una asamblea 
nacional, en la cual publicó un Plan Estratégico proyectado para el período 2013-
2016. La asamblea contó con la participación de las tres principales redes de víctimas: 
el Movimiento Nacional de Víctimas y la Red de Organizaciones de Victimas (fundado 
por organizaciones que se habían separado del movimiento durante la administración 
anterior)136 y el recién creado Consejo de Víctimas de Rabinal (fundado en 2012 

133	 Ibid
134	 Ibid
135	 24 mil quetzales por una víctima, otros 20 mil si se acredita una segunda víctima en el mismo núcleo familiar. En la práctica no 

es posible recibir resarcimiento por eventuales víctimas adicionales en el núcleo familiar, pues el monto máximo por familia es 
de 44 mil quetzales.

136	 En el caso de la  RNV  han hecho esfuerzos porque participara 1 representante por cada organización por lo que asistieron 
25 representantes (organizaciones) a la reunión del 10 y 11 de Julio. Es decir, la mayoría de la RNV. En el caso del MNV es 
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como resultado de una nueva división en el seno de la Red). También asistieron como 
observadores varias organizaciones de la sociedad civil y representantes de Naciones 
Unidas en Guatemala. En términos generales, a fin de garantizar la no recurrencia 
de prácticas clientelares y fomento al divisionismo, se echa en falta un criterio claro 
sobre quién puede participar en dicho foro, y cómo se garantiza la participación 
general del mayor número posible de víctimas. Además, el PNR no parece manejar un 
mecanismo para garantizar la igual participación de hombres y mujeres miembros de 
las organizaciones de víctimas, lo cual es esencial para garantizar una mejor inclusión 
de una perspectiva de género por el PNR y sus políticas y medidas de reparación137.

Según lo anunciado durante la asamblea, el plan aseguraría una completa y constante 
participación de las víctimas. Ello por cuanto el plan sería adoptado únicamente tras 
incorporar modificaciones sugeridas por una mesa de trabajo convocada por las 
autoridades del Programa y un Petit Comité de víctimas y tras una segunda asamblea 
nacional, que tuvo lugar en noviembre 2012. En la segunda asamblea anual se 
socializó la versión definitiva del Plan, que serviría de base para la creación del POA 
2013.

Tras analizar el plan inicialmente propuesto y el finalmente socializado, se concluye 
que el involucramiento de las víctimas se centró en el análisis de su contenido, pero 
no en su creación. En todo caso, los insumos de la sociedad civil tampoco implicaron 
cambios sustantivos a la propuesta inicial. Dicho resultado es consecuencia 
principalmente de la falta de regularidad en las negociaciones entre PNR y el Petit 
Comité. Otro factor a tener en cuenta es la dispersión de la agenda de trabajo durante 
las reuniones convocadas, pues se abordaron temas distintos138 a los señalados en la 
convocatoria, que eran:

•	 La institucionalización del PNR. Según se anunció por su dirección, se buscaría 
la integración del PNR por medio de la creación de la Secretaría de Derechos 
Humanos y Paz;

•	 El Acuerdo Gubernativo que garantizaría la vigencia del Programa que, de otra 
manera, dejaría de funcionar el 31 de diciembre del 2013;

•	 La creación de una Política Nacional de Reparaciones;
•	 El presupuesto del Programa.

La falta de resultado de la mesa de trabajo antes indicada es, en todo caso, una 
responsabilidad compartida. Por una parte, el Estado no ofreció agendas de trabajo 
concretas ni memorias de las reuniones. De esta forma se dificultó el análisis del 
plan, así como el seguimiento a los insumos de la sociedad civil. Por otra parte, el 
denominado Petit Comité de víctimas usualmente desvió el objetivo de las reuniones 
(el análisis de la política de reparaciones) hacia problemáticas y casos individuales, 
que no necesariamente correspondían a los temas de la convocatoria.

diferente: han participado 16 personas, representando más o menos a 8 organizaciones pertenecientes a las víctimas de 
Quiché, Uspantan, Costa Sur, Miguel Itzep, Juana Tipaz, 5 representantes de Santa Isabel y una de Rabinal.

137	 Herrera, J. (febrero  2012). Comunicación personal.
138	 Básicamente, temas puntuales relacionados con solicitudes de diferentes asistentes.
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También genera inquietud el hecho de que el PNR no socializó el Acuerdo Gobernativo 
de prórroga del Programa hasta la asamblea de noviembre 2012, a pesar de que su 
contenido era precisamente uno de los temas a analizar en la mesa de trabajo con 
el Petit Comité. La socialización de la propuesta de Ley de creación de la SEDEHPAZ 
también sufrió iguales retrasos.

Los factores antes mencionados -la dispersión de los temas discutidos durante las 
reuniones, la falta de agendas y memorias y la ausencia de documentos para analizar- 
generan dudas sobre la intención de convocar el espacio de socialización sobre la 
política de reparación. En particular, genera la percepción de que las reuniones de 
trabajo y socialización sirvieran al exclusivo propósito de legitimar una reorientación 
de la Política de Reparación previamente decidida. Esta percepción resulta reforzada 
al constatar que fueron muy pocas las modificaciones al Plan Estratégico como 
producto de las observaciones presentadas por las organizaciones de víctimas, 
principalmente por la Red y el Movimiento.

2.2	 Plan Estratégico del PNR 2013-2016.
Analizando el contenido del Plan Estratégico presentado oficialmente por las 
autoridades del Programa para el período 2013-2016, el monitoreo registró dos 
factores a revisar. En primer lugar, el enfoque del nuevo Plan Estratégico puede 
llegar a desvirtuar la función misma del Programa de Resarcimiento. En este sentido, 
debe explicarse cómo la disminución de la inversión en resarcimiento económico y 
el correlativo aumento de la inversión destinada a proyectos productivos deberían 
obedecer a una lógica de reparación, y no de una política general de desarrollo. En 
segundo lugar, no es clara la motivación y relación entre los objetivos estratégicos 
incluidos en el Plan. Por ejemplo, el acompañamiento psicosocial pasa de ser una 
medida de reparación a un objetivo estratégico del Plan, mientras que otras medidas 
concretas se incluyen bajo diferentes objetivos estratégicos sin una razón aparente.

Figura 17 Extracto del Plan Estratégico Orientado hacia Resultados 
de Desarrollo.Objetivo Estratégico 2

Fuente: PNR. Presentación sobre Plan Estratégico Orientado a 
Resultados de Desarrollo. Junio 2012
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De igual forma, es llamativa la serie de propuestas sobre el trabajo del PNR que, en 
términos generales, constituyen sólo una materialización de políticas de Gobierno 
poco relacionadas con la reparación integral. Entre ellas algunas políticas generales de 
desarrollo, como alfabetización, acceso a la educación formal, nivelación y titulación 
por medio de educación a distancia.

Figura 18 Extracto del Plan Estratégico Orientado hacia 
Resultados de Desarrollo. Ejes de la atención psicosocial

Fuente: PNR. Presentación sobre Plan Estratégico Orientado a Resultados de 
Desarrollo. Junio 2012

Sobre lo anterior, debe precisarse que estas medidas son necesarias en Guatemala, 
y tienen un valor intrínseco muy positivo. Sin embargo, en aras de garantizar la 
coherencia entre las políticas públicas, y la naturaleza diferente de las políticas de 
reparación y las políticas de desarrollo, es preciso que el PNR justifique cómo la 
implementación de estas medidas se corresponde con sus obligaciones y mandato 
institucional. De lo contrario, puede generarse una innecesaria confusión entre 
diferentes objetivos de Gobierno o, peor aún, una instrumentalización de las políticas 
de reparación, con los consecuentes perjuicios para los beneficiarios del PNR. Las 
entrevistas realizadas a nivel local durante el presente monitoreo permiten constatar, 
por ejemplo, la ausencia del documento de reconocimiento estatal que recibían las 
víctimas junto con los cheques de resarcimiento económico. Al recibir únicamente el 
cheque sin una declaración estatal de perdón (como se acostumbraba anteriormente), 
es muy fácil generar la percepción de que el dinero de resarcimiento no se entrega a 
título de reparación, sino de beneficencia.

Lo anterior es mucho más relevante si se considera el contenido del Plan Estratégico, 
que incluye como un punto principal el desarrollo de Proyectos de Inversión Productiva 
como parte del nuevo enfoque de la política estatal de reparaciones.

Sobre los proyectos de inversión productiva, se resalta un par de puntos. En primer 
lugar, el denominado “Libro Azul” contempla tales proyectos como una medida de 
restitución material. En segundo lugar, los proyectos de inversión productiva pueden 
ser una eficiente medida de reparación, siempre que su implementación siga ciertos 
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estándares técnicos y acompañamiento adecuado, y siempre dentro de un conjunto 
de medidas que aseguren la integralidad de la reparación.

Según lo mencionado anteriormente, favorecer medidas enfocadas a la producción 
local en las áreas más afectadas por el conflicto, que son también las más pobres del 
país, conlleva potenciales avances en materia de lograr una reparación más integral y 
sostenible que la ofrecida por la entrega de cheques con bajos montos139 a título de 
resarcimiento. Sin embargo, se resalta que, si no son acompañadas con medidas de 
dignificación, los proyectos de resarcimiento centrados en el desarrollo económico 
pueden confundirse fácilmente con la política general de desarrollo.

El mayor riesgo de esta política, si se aplica aisladamente, es que los estipendios 
recibidos por las comunidades pierdan su carácter de reparación por violaciones a 
los derechos humanos. En tal escenario sería muy difícil trazar una frontera entre 
las obligaciones del Estado hacia las víctimas de violaciones a los DDHH ocurridas 
durante el Conflicto Armado Interno y la política estatal de carácter general respecto 
del bienestar económico de sus habitantes. De hecho, las fuentes consultadas por 
el presente Monitoreo se muestran poco optimistas respecto de los proyectos de 
inversión productiva, pues afirman que no existe capacidad técnica suficiente ni en el 
Estado ni en los beneficiarios para implementar tales proyectos.

A este respecto, se evidencia cierta descoordinación entre el nivel local y el nacional. 
La información recopilada por el Monitoreo140 reveló falta de claridad a nivel local 
respecto de los criterios para priorizar el orden de aprobación de proyectos de 
reparación y en la individualización de beneficiarios de los proyectos. Estas dificultades, 
unidas a la ausencia de personal especializado para el desarrollo de proyectos 
productivos, afectan la política de transparencia anunciada por las autoridades del 
PNR a lo largo de 2012. A nivel nacional, el PNR y otras fuentes consultadas sostienen 
que las sedes regionales sí han recolectado propuestas de proyectos y sugerido 
diversos criterios de priorización. Sin embargo, se afirma que aún no existe decisión 
sobre los beneficiarios de tales proyectos a nivel local.

Nuevamente, la ausencia de información clara se mantiene como una constante en 
los procesos de reparación en el país. Inicialmente, se habló de la necesidad de crear 
cooperativas de víctimas, decisión que suscitó críticas de parte de las víctimas que no 
estaban dispuestos a asociarse de esa forma, aduciendo problemas organizacionales 
respecto de las estructuras ya existentes y predominantes: los comités de víctimas. 
Además la oposición a la creación de cooperativas se basaba en que su creación 
supone una serie de gastos y un acompañamiento jurídico que posiblemente no sería 
proveído por el PNR y que no se encuentra a disposición de las víctimas. Finalmente 
se puede cuestionar si el requisito de la formación de cooperativas podría perjudicar 
la participación equitativa de mujeres en estos proyectos productivos, ya que 
tradicionalmente la participación en cooperativas –agrícolas– en Guatemala tiende a 
ser predominantemente masculina. Ello supone un problema para la implementación 

139	 24 mil quetzales por víctima más 20 mil quetzales por la acreditación de una segunda víctima, hasta un máximo de 44 mil, 
independientemente del número de víctimas.

140	 Impunity Watch (Guatemala, noviembre 2012): Entrevistas a funcionarios, actores sociales y visitas de campo.
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de medidas de reparación colectiva, pues la identificación de una persona jurídica 
como destinatario de dichas medidas es imprescindible para la aprobación y 
administración unificada de los proyectos de reparación.

El nuevo enfoque de reparaciones promovido por el PNR suscita problemas de 
implementación, especialmente en el trabajo que debe ser desarrollado por las sedes 
regionales. El monitoreo registró información según la cual el personal de las sedes 
regionales del PNR no cuenta con los conocimientos técnicos para acompañar los 
proyectos priorizados por la actual administración. Se observó que, efectivamente, 
las sedes regionales no cuentan con instrucciones precisas sobre la política de 
implementación de medidas de reparación colectiva. En particular hacen falta guías 
sobre los criterios de factibilidad a evaluar técnicas de implementación e instrucciones 
sobre el acompañamiento proporcionado por el PNR a los beneficiarios.

A fin de suplir estas necesidades técnicas respecto de los proyectos productivos 
a nivel regional, el PNR coordinó una serie de capacitaciones a sus funcionarios. 
Igualmente, se planteó la posibilidad de extender dichos cursos a los representantes 
de las víctimas. Dichas capacitaciones tenían como objetivo instruir en el uso del 
software RuralInvest141, desarrollado por el personal del Centro de Inversiones de 
la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO) 
y adoptado por el PNR para facilitar la implementación de medidas de reparación 
colectivas. Según el PNR (figura 19), los entrenamientos regionales brindarían el 
apoyo necesario para “la identificación,  formulación, implementación y evaluación 
de proyectos de inversión a pequeña escala al nivel comunitario o familiar en áreas 
rurales”142. Es necesario, en todo caso, monitorear la eficiencia de este tipo de 
capacitaciones (tres días únicamente) de cara al fortalecimiento técnico, el mejor 
desempeño de las sedes regionales del PNR y el cumplimiento de los objetivos del 
Programa respecto de las víctimas del CAI.

Respecto del personal a cargo de las dependencias del PNR, especialmente a nivel local, 
se observa que, a pesar del cambio de administración, en su gran mayoría el personal 
de las sedes regionales se ha mantenido. En todo caso, es probable que haya cambios 
sustanciales durante 2013, toda vez que los contratos de funcionarios regionales 
del PNR para 2012 fueron firmados justo antes del cambio de administración, y se 
prevé un proceso de evaluación de desempeño de los funcionarios. Sobre este tema, 
es necesario resaltar que la institucionalidad de la política de reparación requiere 
el conocimiento general de las realidades locales y el trabajo con las comunidades 
locales. En este sentido, es claro que la estabilidad del personal del PNR es un elemento 
necesario para el mejor funcionamiento de las sedes regionales. Por lo anterior, es 
preciso monitorear cuántos cambios se producen en el personal del PNR durante 
2013, para determinar el eventual impacto de las rotaciones de funcionarios sobre el 
conocimiento de las regiones donde se trabajó, sobre las relaciones de confianza con 

141	 FAO (2006). Rural Invest: Un enfoque participativo para la identificación y preparación de inversiones rurales a pequeña escala: 
IDENTIFICACIÓN PARTICIPATIVA DE PRIORIDADES LOCALES DE INVERSIÓN (p. 2)

142	 Capacitación sobre “RURAL INVEST” al personal del PNR y a líderes de víctimas sobrevivientes del enfrentamiento armado 
interno, en  http://www.pnr.gob.gt/index.php/act-rec/46-capacitacion 
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las comunidades de víctimas y sobre la continuidad e institucionalización de políticas 
y programas de reparación.

Por otra parte, el Plan Estratégico 2012-2016 del PNR prevé una disminución del 
resarcimiento económico en beneficio de un aumento correlativo de los proyectos 
productivos, como se observa en el siguiente gráfico, presentado por el PNR durante 
la socialización del Plan.

Figura 19 Reorientación de la inversión del PNR

Fuente: PNR. Socialización del Plan Estratégico 2012-2016.

De nuevo, el enfoque antes mencionado conlleva a dos interrogantes. La primera 
es cómo se garantiza que el PNR cumplirá su mandato de implementar medidas 
de reparación, sin confundirse con la implementación de políticas generales de 
desarrollo que, aunque legítimos objetivos de Gobierno, no obedecen a una lógica 
de reparación integral a las víctimas de violaciones a los derechos humanos durante 
el Conflicto Armado Interno en Guatemala. La segunda es cómo se garantiza el 
desarrollo de capacidades institucionales necesarias para la correcta implementación 
de los proyectos de inversión productiva, a fin de lograr su viabilidad a largo plazo.

Un ejemplo que ilustra claramente dicho riesgo es el proyecto implementado en 
la aldea El Aguacate (Nentón, Huhuetenango), donde se propuso un proyecto de 
reparación que consiste en la construcción de una carretera que, posteriormente, 
servirá de infraestructura necesaria para un proyecto productivo de ecoturismo en 
dicha localidad. Según el PNR, el contenido de dicho proyecto de reparación fue 
sugerido directamente por el comité de víctimas de la aldea. Sin embargo, para 
satisfacer los estándares y las obligaciones estatales en materia de reparación integral 
y adecuada, no basta con afirmar que los proyectos concretos fueron solicitados 
por las víctimas. En todo caso, en función de demostrar una política de reparación 
integral, coherente e institucionalizada, es necesario que el PNR exponga cómo dichas 
actividades (la carretera y el proyecto de ecoturismo) constituyen una reparación 
integral y adecuada para las víctimas de la zona, y cómo la implementación de dicho 
proyecto se diferencia de las políticas de desarrollo económico general.

En concreto, la viabilidad de este proyecto como una medida de reparación 
replicable para otras víctimas del Conflicto Armado Interno requiere que se analice 
un conjunto de factores, como su viabilidad general y sus beneficiarios. Respecto de 
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la viabilidad general como proyecto productivo, debería considerarse el potencial 
de éxito y la sostenibilidad de un proyecto de ecoturismo local ante la ausencia 
de una infraestructura que garantice el fácil acceso de potenciales turistas a la 
región. Respecto de los beneficiarios del proyecto, es preciso definir quiénes serán 
los principales beneficiarios de una medida concreta (la carretera), y si la medida 
realmente beneficia a la totalidad de víctimas, incluyendo hombres y mujeres, 
quienes pueden tener diferentes necesidades y demandas de reparación. Finalmente, 
también es necesario analizar si es responsabilidad del PNR ocuparse de este tipo de 
obras, o si éstas deben ser desarrolladas por el Ministerio correspondiente.

Otra inquietud generada a partir del análisis del proyecto en El Aguacate está 
relacionada con los momentos para la toma de decisiones y el grado de participación 
real que tienen las comunidades y organizaciones de víctimas en dichos procesos. 
Las actividades monitoreadas permiten concluir que paralelamente al proceso de 
discusión sobre el Plan Estratégico 2013-2016, el PNR ya había iniciado diagnósticos y 
consultas en comunidades en las cuales se implementarían proyectos concretos. Dicho 
paralelismo resulta cuanto menos, inconveniente, debido a que genera la percepción 
de la inutilidad de aportar a la construcción de una política de reparaciones que, en 
todo caso, ya estaría previamente definida.

Figura 20 Solicitudes de Inversión Productiva en proceso a diciembre de 2012

Sede Pecuarios Agrícolas Comercialización Servicios Infraestructura 
Agrícola Total

Petén 5 0 0 0 0 5

Ixcán 1 4 3 0 0 8

Barillas 6 3 0 0 0 9

Nentón 15 15 15 2 2 49

Huehuetenango 6 0 0 0 0 6

San Marcos 4 6 1 1 1 13

Mazatenango 5 6 0 0 0 11

Sololá 3 0 1 1 0 5

Chimaltenango 8 7 0 1 0 16

Quiché 201 6 104 0 1 312

Chiquimula 3 5 3 0 4 15

Rabinal 10 7 0 0 0 17

Cobán 5 1 1 0 0 7

Nebaj 7 1 1 12 0 21

TOTAL 279 61 129 17 8 494

Fuente: Programa Nacional de Resarcimiento (2012): Información proporcionada por la oficina de acceso a la 
información

Finalmente, otro problema que se ha venido dando desde hace unos años, y que el 
PNR aparentemente no ha logrado solucionar en el 2012, es la reparación de mujeres 
víctimas de violencia sexual. Si bien este crimen es contemplado en el Libro Azul 
como elegible para reparación, el PNR apenas ha reparado casos de violencia sexual 
durante los últimos años. Funcionarios del PNR han expresado que descubrieron 
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que muchos casos de violencia sexual “eran menores”, por lo tanto, la reparación 
por violencia sexual, según éstos, podría provocar “la perversión del Programa”, 
ya que incentivaría a que la gente a denunciar “delitos menores” para recibir una 
reparación. De acuerdo con el PNR, se necesita realizar una mayor investigación por 
parte de psicólogos y personal bien entrenado para detectar contradicciones en los 
testimonios, lo cual resulta en la participación de psicólogos en todas las entrevistas 
con mujeres, para analizar el nivel de credibilidad de sus testimonios. En casos de una 
credibilidad baja, se requiere la repetición del testimonio con otro psicólogo de otra 
sede del PNR, así corriendo el riesgo de revictimización. Además, el PNR reconoce 
que no cuenta con una política de género, ni con una unidad de género o asesores en 
temas de género143. 

2.3	 Participación de las víctimas en la implementación de las políticas de 
reparación

Uno de los obstáculos más relevantes en materia de la reparación a las víctimas del 
CAI en Guatemala es la transparencia en el funcionamiento del Programa Nacional 
de Resarcimiento. En la nueva política de reparación se mantiene la falta general 
de certeza, publicidad y transparencia en la implementación de las medidas de 
reparación, especialmente a nivel local. En particular, no se previó un mecanismo 
de información para la mayoría de las víctimas, que habitan en áreas rurales del 
país, ni tampoco una estrategia de comunicación y relacionamiento con las víctimas 
indígenas, muchas de quienes no hablan español sino idiomas mayas, mientras 
que muchas víctimas son analfabetas – con más altos niveles de analfabetismo y 
monolingüismo entre mujeres. Esto implica la necesidad de estrategias específicas 
para garantizar el acceso a la información a todas las víctimas, ya que si solamente 
se ofrece información por escrito, una buena parte de las víctimas no tendrá acceso 
a dicha información, mientras que aquélla ofrecida solamente en español tampoco 
beneficiará a todas las víctimas.

Por otra parte, la tradicional debilidad institucional y la ausencia de una Política de 
resarcimiento a largo plazo ha llevado a que víctimas históricamente hayan sido 
fácilmente desorientadas en cuanto a sus derechos y al funcionamiento mismo del PNR. 
Un indicador de lo anterior es la ausencia de información suficiente –especialmente 
a nivel rural– sobre los cambios realizados en cada administración y la falta de 
publicidad para alcanzar efectivamente a los beneficiarios actuales y potenciales 
del Programa. Otro obstáculo lo representan los requisitos que el PNR impone para 
obtener reparación –por ejemplo exigiendo documentos de identificación, actas de 
nacimiento o defunción, que muchas personas no poseen por sus condiciones de 
vida durante el conflicto: destrucción de los registros civiles en las municipalidades, 
desplazamiento forzado,  refugio en México o simplemente- en especial para el caso 
de mujeres- porque nunca los tuvieron. Conseguir estos documentos de identificación 
implica costos que muchos sobrevivientes no pueden pagar por no hablar del hecho 
de las dificultades inherentes a la solicitud de documentación de personas que fueron 

143	 del Valle, R. (14 de marzo 2011) y  Herrera, J. (16 de febrero 2012) Comunicación personal, y PNR (2009). Violencia y/o 
violación sexual durante el conflicto armado interno. Criterios para implementar en una entrevista. Guatemala. P. 15-16.
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desplazadas internas durante años. Durante el período monitoreado se observa la 
permanencia de estos obstáculos. Esta ausencia de una política de información se ve 
complementada a nivel local por una pasividad de la mayoría de las sedes regionales 
del PNR.

Adicionalmente, los procesos de comunicación también se encuentran afectados por 
la política de centralización, en virtud de la cual el manejo de todos los testimonios y 
la información sobre los casos está centralizada en Ciudad de Guatemala, provocando 
largos procesos burocráticos para trasladar información entre la sede central y las 
regionales.

Tal como reconoce oficialmente el PNR,  la mayoría de las violaciones a los DDHH 
tuvieron lugar en las zonas rurales más pobres del país, por lo cual es previsible 
considerar que las víctimas no tienen un acceso fácil a las sedes regionales, y en algunos 
casos también desconocen los mecanismos de acceso al Programa. La pasividad en la 
divulgación de este tipo de información institucional -esencial para el cumplimiento 
de sus objetivos- no sólo impide el acceso de potenciales beneficiarios, sino que 
también dificulta la relación con los actuales beneficiarios y facilita la corrupción a 
nivel local. Durante el período monitoreado se verificó la permanencia de ciertas 
prácticas, como cobrar dinero a las víctimas a fin de “agilizar o acompañar” trámites 
de reparación. Esto mientras el PNR garantiza que el proceso de resarcimiento no 
conlleva costos para las víctimas.

Respecto de la lucha contra la corrupción en los procesos de reparación, se resalta 
positivamente el convenio de cooperación firmado entre el PNR y Acción Ciudadana 
en junio 2012. Según su texto, el convenio busca crear “mecanismos de transparencia 
y rendición de cuentas que coadyuven el fortalecimiento institucional en el combate 
a la corrupción y en la construcción y consolidación de mecanismos de auditoría 
social”144. En desarrollo de dicho convenio, las eventuales denuncias sobre corrupción 
en el PNR podrán contar con apoyo del Centro de Asistencia Legal Anticorrupción – 
ALAC145. Además, Acción Ciudadana se comprometió a apoyar al PNR mediante la 
elaboración de un diagnóstico de transparencia en el funcionamiento del PNR y de 
una propuesta sobre una política de transparencia a ser implementada por el PNR146.

3.	 La representación de la sociedad en la dirección del mecanismo estatal de 
reparación

La Comisión Nacional de Resarcimiento fue creada por medio del Acuerdo Gubernativo 
258-2003 como la “entidad responsable de la dirección, coordinación y ejecución del 
Programa Nacional de Resarcimiento” (AG 258-2003, articulo 3). A diciembre de 2012 
– y desde hace 7 años- la CNR está compuesta solamente por miembros del Estado. 
Concretamente, por representantes de la Presidencia, el Ministerio de Finanzas, la 

144	 Programa Nacional de Resarcimiento (PNR) y Acción Ciudadana (Guatemala, 8 de junio de 2012): Convenio de cooperación 
(s.n)

145	 Definidas por Acción Ciudadana como “Instancias independientes que apoyan al ciudadano a presentar e informar sobre casos 
de corrupción, al momento de utilizan la información generada para incidir a favor de cambios institucionales”. Recuperado 
en: www.accionciudadana.org.gt/

146	 Convenio de Cooperación, op., cit. (s.n)
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Secretaría de la Paz, la Comisión Presidencial de Derechos Humanos y la Secretaría 
de Planificación. Antes de 2005, la sociedad civil también integraba la Comisión. 
De hecho, siguiendo la recomendación No. 16 de la CEH, el Acuerdo Gobernativo 
258-2003 establecía la participación de dos representantes de las organizaciones 
de víctimas en la CNR, provenientes de organizaciones de mujeres, de derechos 
humanos y de organizaciones indígenas. Precisamente en 2004, la sociedad civil 
alcanzó una representación superior al 50% en la Comisión. De hecho, el presidente 
de la CNR provenía de la Coordinadora de Organizaciones para el Resarcimiento del 
Pueblo Maya, Xinca, Garífuna, y Ladino, conformada por organizaciones que habían 
salido de la Instancia Multi-Institucional para la Paz y la Concordia.

El AG 188-2004 aumentó a tres los representantes de organizaciones de víctimas 
más dos de organizaciones indígenas. Sin embargo, profundas divisiones internas 
condujeron a un impasse que motivó a la reforma de la CNR en 2005147 y la eliminación 
de la representación de las organizaciones de la sociedad civil, relegándolas al Consejo 
Consultivo, donde la sociedad civil tiene voz pero no voto. Dicho Consejo Consultivo, 
que por lo demás nunca ha funcionado, tampoco podría jugar un papel determinante 
en la política pública de reparación, en función de su carácter consultivo.

La sociedad civil, por su parte, tiene pocas expectativas de participar nuevamente en 
la Comisión, pues depende de la muy improbable aprobación de la Propuesta de Ley 
3551, que prevé dos representantes de la sociedad civil. Por su parte, la propuesta 
de Acuerdo para la prórroga de la vigencia del Programa no incluye cambios a la CNR. 
Aunque se ha solicitado un involucramiento de las víctimas en la toma de decisiones, 
no se percibe ninguna voluntad política para ofrecer a la sociedad civil algo más que 
un estatus consultivo.

Figura 21 Cambios en la composición de la Comisión Nacional de Resarcimiento (2003-2012)

Fuente: IW Programa Monitoreo 2012

147	 Mediante AG 619-2005. Ver informe de la evaluación conjunta del Programa Nacional de Resarcimiento y de los programas de 
apoyo al PNR de GTZ y PNUD (Guatemala, 14 de diciembre del 2007);
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Durante diferentes administraciones del PNR, los procesos de diálogo y consulta del 
Estado hacia las víctimas han fomentado dinámicas clientelares entre el Programa y 
representantes de organizaciones de víctimas en función de la afinidad con el Gobierno 
de turno. Esta situación ha alimentado fuertes divisiones entre las organizaciones, 
las cuales compiten para lograr la aprobación de proyectos de reparación. La falta 
de institucionalidad de la política de reparación y la falta de transparencia sobre 
procedimientos de aprobación de solicitudes contribuyen, por lo demás, a mantener 
dicha dinámica.

El divisionismo entre organizaciones es, al menos parcialmente, un efecto previsible 
de una administración deficiente y poco institucionalizada del Programa. En un 
círculo vicioso: las divisiones provocan el debilitamiento de la voz de las víctimas 
ante el Estado, dificultando el diálogo y la presentación de posiciones homogéneas 
ante el PNR sobre temas de interés común. Actualmente, se evidencia la ausencia de 
consensos mínimos entre las víctimas. Por ejemplo, unos grupos de víctimas reiteran 
la necesidad de aprobar la Iniciativa de Ley 3551, pero rechazan la conformación de un 
Consejo de Víctimas (que es una de sus ejes principales), mientras que otros grupos 
se muestran menos críticos hacia la implementación del nuevo enfoque orientado 
hacia resultados de desarrollo.

Lejos de unificar criterios y alcanzar consensos mínimos, las tensiones entre los 
diferentes representantes de víctimas no cesaron con el cambio de administración del 
PNR. Por el contrario, se han profundizado, como demuestra la nueva división de las 
víctimas en 2012, durante los procesos de diálogo señalados al principio del capítulo. 
Por otra parte, se observa que la capacidad de comunicación entre representantes y 
víctimas representadas es también débil. El Monitoreo confirmó que, especialmente 
a nivel local, es muy poco el conocimiento de las víctimas respecto de los temas más 
relevantes sobre la política de reparación a nivel nacional, entre ellos la propuesta de 
reorientación del Programa y los temas tratados en los espacios de diálogo con actual 
administración del PNR.

Si bien la responsabilidad principal por la difusión y publicidad de sus políticas 
corresponde primordialmente al PNR, es preocupante que los representantes de las 
víctimas carezcan de mecanismos efectivos de comunicación con sus representados, 
justificable en parte por la falta de suficientes recursos por parte de los mismos, como 
también por la magnitud de beneficiarios que representan. El acceso a la información 
a nivel local es clave para el buen funcionamiento de la política de reparaciones, así 
como para un monitoreo constante a las instituciones encargadas de implementarlas.

4.	 La financiación del mecanismo estatal de reparación
Al día de hoy está ampliamente consensuada la idea que para el correcto 
funcionamiento del PNR serían necesarios al menos Q300 millones anuales. 
Sin embargo, y al igual que en 2008148, el monitoreo no ha encontrado ningún 
documento oficial que comprometa al Estado con dotar al PNR con dicha cantidad. 
Este monto sin embargo, fue la base de cálculo de la ejecución del plan estratégico 

148	 Impunity Watch (2008). Reconociendo el Pasado: Desafíos para combatir la impunidad en Guatemala (p. 82)
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del PNR para los años 2013-2016. A pesar de ello el Congreso de la República asignó 
a SEPAZ presupuesto total de Q182 millones, de los cuales 150 se asignarían al 
Programa Nacional de Resarcimiento, lo que ha motivado varias modificaciones al 
plan original149.

Considerando que históricamente los gastos de funcionamiento del PNR se han 
mantenido en alrededor de 30 millones de Quetzales, un presupuesto de 150 
millones permite ejecutar sólo 120 millones para reparaciones. En todo caso, aunque 
inferior al monto previsto durante la preparación del Plan, es en todo caso mayor al 
presupuesto asignado durante los últimos años, en los cuales se había asignado entre 
los 63.9 y 80 millones.

Durante nueve años de funcionamiento, se observa que el gasto relativo a 
funcionamiento se ha mantenido más o menos estable. Sin embargo, también se 
evidencia una significativa fluctuación en los componentes destinados a inversión, 
causado por la variabilidad de las asignaciones presupuestarias del Estado al 
PNR. Esta fluctuación, junto con la baja ejecución presupuestaria en materia de 
inversión para reparación, es un claro indicador de la ausencia de consistencia y baja 
institucionalización de la política pública de reparación.

La balanza presupuestaria PNR-Copredeh, a favor de ésta última podría también 
explicar el interés del Gobierno en debilitar financieramente a Copredeh y fortalecer 
correlativamente al PNR. Según el Secretario de la Paz, el dinero destinado por 
Copredeh a pagar condenas emitidas por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos contraría su política de fortalecer el PNR y pagar menos a las víctimas que 
tramitan sus casos ante el Sistema Interamericano. De este modo, según el Secretario 
de la Paz, se fortalece el resarcimiento estatal como una política pública:

Las anteriores autoridades se limitaron a cumplir con las sentencias. 
Aumentaron el presupuesto de la Comisión Presidencial de Derechos Humanos, 
dedicada a pagar las reparaciones en el Sistema Interamericano, al tiempo que 
disminuían el del PNR. En 2010 y 2011 se gastó más en pagar sentencias, Q103 
millones, que en ofrecer resarcimientos: Q92 millones. En 2010, por ejemplo, 
de un presupuesto inicial de Q200 millones, el PNR acabó ejecutando Q37 
millones150

Más allá del efecto mediático de tales afirmaciones y lo cuestionable de las mismas 
respecto a la imagen que se da de las víctimas del conflicto armado interno, basta 
contrastar las diferentes asignaciones presupuestarias destinadas al PNR para concluir 
que los principales obstáculos para una mayor asignación presupuestaria al Programa 
Nacional de Resarcimiento se encuentran en el Congreso al no aprobar la Iniciativa 
de Ley 3551. Por otra parte, la histórica baja ejecución presupuestaria del PNR en su 
componente de inversión demuestra claramente que la política de resarcimiento no 
es efectiva debido, entre otros factores, a la incapacidad técnica del PNR.

149	 Ley del Presupuesto General de Ingresos y Egresos del Estado para el Ejercicio Fiscal 2013 publicada en el diario oficial 
(8/11/2012), por medio del DECRETO 30-2012.

150	 André,  A. (Guatemala, 30 de julio de 2012): “El Estado ha pagado Q162 millones en condenas de la CIDH”. ElPeriodico en 
http://www.elperiodico.com.gt/es/20120730/investigacion/215778/
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Según el Área de Transparencia del Grupo de Apoyo Mutuo –GAM, durante la 
administración Colom los gastos administrativos del PNR fueron de Q103.2 millones 
sobre un presupuesto total de Q364.8 millones. Esto significa que por cada Q3.5 
ejecutados en medidas de reparación, el PNR gastó otro quetzal más en salarios y 
funcionamiento. A esto debe agregarse el gasto en publicidad y actos públicos no 
asociados al resarcimiento151, que como se anotó párrafos atrás, no han dado los 
resultados esperados para difundir los derechos a reparación integral de las víctimas, 
no ha mejorado los procesos de comunicación entre el PNR y sus beneficiarios, y 
tampoco ha generado una transparencia que desestimule actos de corrupción.

La gráfica muestra claramente una ejecución del presupuesto destinado a 
funcionamiento del PNR equivalente al 85% sobre el total de los Q120 millones 
asignados durante los cuatro años. Un panorama opuesto se observa al revisar el 
presupuesto destinado a la implementación de medidas de resarcimiento, a través 
del cual se debería implementar la política estatal de otorgar reparaciones integrales. 
Sin embargo, este componente presupuestal sí fue significativamente afectado por 
modificaciones sucesivas152.

Figura 22 Ejecución presupuestaria de funcionamiento del PNR (Q).

Año Asignado Vigente Transferido Ejecutado

2008 30,000,000.00 29,598,950.00 (401,050.00) 23,607,603.00

2009 30,000,000.00 30,042,409.00 42,409.00 27,908,685.87

2010 30,000,000.00 28,839,208.00 (1,160,792.00) 26,203,297.14

2011 30,000,000.00 30,000,000.00 0.00 25,447,542.72

TOTAL 120,000,000.00 118,480,567.00 (1,519,433.00) 103,167,128.73

Fuente: Área de Transparencia GAM, Ministerio de Finanzas Públicas.

En la figura número 23, se puede observar el porcentaje del presupuesto ejecutado 
contra el presupuesto asignado, se verifica que desde 2008, cada año se ha ejecutado 
una cantidad inferior a la del año anterior.  Por este motivo, el presupuesto asignado a 
reparación ha venido disminuyendo manteniendo fijos los gastos de funcionamiento. 
Como indica la gráfica, el presupuesto asignado para 2011 se redujo 74% respecto 
del asignado en 2008. En el año 2010, la ejecución había sido únicamente de un 17% 
de lo asignado.

Figura 23 Ejecución presupuestaria de implementación de medidas de resarcimiento (Q)

Año Asignado Vigente Transferido Ejecutado

2008 270,000,000.00 190,483,355.00 (79,516,645.00) 189,906,595.00

2009 220,000,000.00 107,416,096.00 (112,583,904.00) 95,628,002.75

2010 220,000,000.00 39,441,261.00 (180,558,739.00) 37,776,352.93

2011 70,807,159.00 48,551,531.00 (22,255,628.00) 41,466,934.60

TOTAL 780,807,159.00 385,892,243.00 (394,914,916.00) 364,777,885.28

Fuente: Área de Transparencia GAM, Ministerio de Finanzas Públicas.

151	 Área de Trasparencia, Grupo de Apoyo Mutuo – GAM (2012). “El PNR ejecutó solamente la mitad de su presupuesto para 
medidas de resarcimiento”. Recuperado en  http://areadetransparencia.blogspot.com

152	 Ibidem
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En términos generales, una ejecución global inferior al 50% del presupuesto asignado 
para inversión en reparación integral a las víctimas del CAI resulta un claro indicador 
de la falta de interés del PNR en cumplir con su mandato principal. Por el contrario, 
ha permitido el uso arbitrario de montos destinados a la reparación153 que, usados de 
forma efectiva, habrían podido contribuir a la reconciliación nacional y a la creación 
de condiciones de no repetición en el país. El análisis de las cifras demuestra, en todo 
caso, que los problemas en la reparación no se deben a las condenas internacionales 
contra Guatemala, por lo que resulta injustificada la disminución presupuestaria a 
Copredeh a favor de un supuesto fortalecimiento del PNR.

Figura 24 Ejecución presupuestaria de implementación de medidas de resarcimiento 
entre asignado y ejecutado (Q)

Elaboración propia de IW, a partir de fuentes (GAM, Ministerio de Finanzas Públicas)

Por lo demás, durante 2012 se observó un juego de transferencias entre dependencias 
del Ejecutivo a fin de aumentar artificialmente los reportes de ejecución. En particular, 
la ejecución del 96.13% anunciada por el Gobierno se logró por medio de transferir 
el 25% del presupuesto total anual. Ello fue posible mediante la reorientación 
de partidas presupuestarias a rubros diferentes a los originalmente atribuidos. 
Según una investigación realizada por Plaza Pública, el 23.32% de los recursos no 
corresponden al destino original que se les había asignado, sino que son el resultado 
de transferencias, entre ministerios o dentro de ellos154.

El PNR no ha escapado a este juego de transferencias artificiosas. A septiembre 
de 2012 mostraba una ejecución cercana al 39.8% del total de Q80 millones 
asignados. Sin embargo, en octubre de 2012 el índice de ejecución se disparó al 
96.73%, debido a la reducción de su presupuesto a Q39.3 millones. Los índices de 
ejecución presupuestaria demuestran que, a pesar de tener presupuesto disponible, 
simplemente no se está pagando resarcimiento a las víctimas a nivel interno. Ello 

153	 Ibidem;
154	 Pérez,  A. y Baires, R (10 de enero de 2013). “La magia de las transferencias presupuestarias”. Plaza Pública en http://www.

plazapublica.com.gt/content/la-magia-de-las-transferencias-presupuestarias 
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genera aún más dudas sobre las motivaciones del Secretario de la Paz para fomentar 
el no cumplimiento de las sentencias impuestas por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos155.

En términos abstractos resulta aceptable la lógica tras las transferencias 
presupuestarias interinstitucionales, pues permiten llevar el dinero que no se utilizará 
en una institución del Estado a otra con mayor grado de necesidad o capacidad 
de ejecución. Sin embargo en el caso del PNR, las constantes transferencias del 
presupuesto destinado a la inversión en reparación demuestran claramente tanto 
la incapacidad del Programa para ejecutar sus fondos como también de la falta de 
compromiso de las actuales instituciones con las víctimas.

En cuanto a gastos publicitarios, el PNR ha seguido la tendencia de todos los órganos 
del Estado. Durante el período 2008-2012, gastó por concepto de divulgación 10 
veces más de lo asignado para dicho rubro. Los gastos adicionales en publicidad 
fueron financiados por medio de transferencias presupuestarias. De esta forma, el 
PNR pudo contar durante 2011 con casi 17 veces más dinero que el originalmente 
presupuestado, para gastarlo todo en publicidad oficial durante un año electoral. 
Resulta apenas obvio el contraste entre la (voraz) capacidad de ejecución 
presupuestaria destinada a publicidad y la pasmosa sub-ejecución en la reparación 
propiamente dicha. Lamentablemente, la tendencia se mantuvo durante el primer 
año de la nueva administración del PNR, como se analizó párrafos atrás.

Figura 25 Gasto en publicidad realizado por el PNR (Q)

Año Asignado Vigente Transferido Ejecutado

2008 500,000.00 2,080,000.00 1,580,000.00 1,869,055.25

2009 100,000.00 2,932,500.00 2,832,500.00 2,607,507.43

2010 100,000.00 1,191,685.46 1,091,685.46 1,184,960.72

2011 200,000.00 3,424,323.00 3,224,323.00 3,350,695.27

TOTAL 900,000.00 9,628,508.46 8,728,508.46 9,012,218.67

Fuente: Área de Transparencia GAM, Ministerio de Finanzas Públicas.

Según la legislación aplicable, las transferencias interestatales deben ser 
plenamente justificadas, por cuanto suponen una modificación del presupuesto 
oficial, que únicamente puede alterarse por motivos extraordinarios.  A partir de 
dichas justificaciones, es posible rastrear en términos generales el destino final del 
presupuesto que, al no ser destinado a reparaciones, fue transferido desde el PNR 
a otras dependencias estatales. En el siguiente esquema se puede observar cómo, 
paradójicamente, parte de los dineros no usados en educación y en reparación para 
las víctimas de violaciones a los derechos humanos durante el CAI ha terminado en 
otras instituciones, entre ellas el Ministerio de Defensa Nacional. (Ver figura 26)

Como se ha visto, la incapacidad de ejecución es uno de los obstáculos más relevantes 
que impiden la implementación de una política estatal de reparación integral y a largo 

155	 Ibid.
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plazo. Adicionalmente, a dicho se suma usualmente una red de intereses personales 
de parte de los miembros del legislativo durante la aprobación de presupuestos 
estatales.

A este panorama se suma un contexto político que, a lo largo de 2012, ha enfocado 
su política de seguridad ciudadana en el recurso a las fuerzas armadas para funciones 
de policía. Una consecuencia de dicha política ha sido un aumento significativo de los 
fondos destinados al Ministerio de Defensa, muchas veces por vías de transferencias 
interestatales. Respecto de los fondos transferidos del PNR, esta situación puede 
generar discordancias con la recomendación No.19 de la CEH, según la cual“[…] 
resulta conveniente una reorientación de los gastos de inversión social y la disminución 
de los gastos militares. Estas acciones han de constituir sus fuentes principales de 
financiación”.

Figura 26 Modificaciones al Presupuesto general del Estado 2012.

Fuente: Plaza Pública156

Finalmente, el monitoreo a la política pública de reparaciones permite observar 
que persiste la tendencia a disponer los presupuestos destinados a la reparación 
como fondo de reserva para eventos no previstos. Sin restarle importancia a las 
necesidades surgidas de catástrofes naturales, las redes de víctimas consultadas 
para el monitoreo observan con preocupación que el presupuesto destinado a la 
reparación de violaciones a los derechos humanos sea, precisamente, la principal y 
casi única fuente de reserva para atender catástrofes naturales. El recurso al PNR para 
atender las emergencias derivadas del terremoto de noviembre 2012157 confirma la 
tendencia iniciada tras la emergencia provocada por la tormenta Stan.

156	 Pérez, A. y Baires, R., op.cit.
157	 Gobierno de Guatemala y PNR brindan apoyo a damnificados por el terremoto que afectó a la zona occidental del país en 

www.pnr.gob.gt 
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Perspectivas en materia de reparación
El futuro del Programa Nacional de Resarcimiento es incierto. El horizonte de 
institucionalización incluye dos modalidades trabajadas simultáneamente: prórroga 
del mismo por medio de la reforma al Acuerdo Gobernativo de creación del mismo, y 
una Ley de Creación de la Secretaría de Derechos Humanos y Paz. 

La Iniciativa de Ley  3551, que fue trabajada con el consenso de las organizaciones 
de víctimas, parece haber sido descartada por el momento. Tampoco se observa 
interés en rescatar algunas de sus directrices o buenas prácticas. De hecho, no se hizo 
mención a ellas durante los diálogos entre autoridades del PNR y los representantes 
de las principales redes de víctimas. 

Respecto de los espacios de consulta entre Estado y víctimas, se observa muy pocos 
resultados prácticos. En términos generales, aunque el proceso de diálogo iniciado 
entre Estado y víctimas se evalúa positivamente, la ausencia de resultados tangibles 
y los cuestionamientos acerca de la efectividad de la participación de las víctimas 
genera dudas sobre la utilidad de dichas mesas de diálogo, al menos en el formato 
actualmente seguido. Igualmente, los procesos de participación de víctimas siguen 
siendo mejorables en cuanto a convocatoria, representatividad y perspectiva de 
género.

Dicha inquietud cobra más relevancia debido a los nuevos enfoques anunciados 
por el PNR, cuyas directrices se encuentran en el Plan Estratégico 2013, que incluye 
la priorización de proyectos productivos como medida de reparación. Se generan 
también dudas sobre la capacidad del personal de las sedes regionales del PNR 
para implementar el nuevo enfoque de reparación en un período de tiempo corto. 
Además, es necesario aún que las víctimas conozcan cómo el nuevo enfoque, y su 
programa de proyectos productivos, responden a una lógica de reparación integral.

En cuanto al presupuesto asignado al PNR, se observa que sigue siendo inferior 
al necesario para generar efectividad en el trabajo de reparación integral. 
Adicionalmente, se observa la persistencia de disminuir el presupuesto real del 
PNR por medio de transferencias a otras dependencias del ejecutivo, afectando los 
intereses de las víctimas.
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IV.  Garantías de no Repetición

1.	 Reforma de las Fuerzas de Seguridad del Estado

1.1	 Depuración de fuerzas de seguridad
Entre las Recomendaciones de la CEH para Guatemala se incluyó la depuración 
y reforma de las fuerzas de seguridad158, a fin de adecuar su funcionamiento a las 
exigencias de un Estado de Derecho, en el cual se garantizara su sometimiento a la 
autoridad civil democráticamente elegida. Esto implicaba dos áreas de trabajo: la 
Policía Nacional y el Ejército (con todas sus dependencias).

Más allá de reformas generalmente cosméticas, el Ejército guatemalteco no ha sido 
aún reformado ni depurado. Sigue teniendo mucho poder físico, pero sobretodo 
político-social. La influencia demostrada por Avemilgua sobre militares retirados 
y activos alcanza incluso esferas estatales. La imagen mediática del Ejército se ha 
mantenido alta a pesar de las comprometedoras evidencias de la sistematicidad en 
la represión ejercida durante el Conflicto Armado Interno, que se ha ventilado amplia 
y recientemente a partir de las investigaciones judiciales por los casos Genocidio, 
Diario Militar y las exhumaciones en la Base Militar Creompaz en Cobán, entre otros. 
La elección presidencial decidida a favor de un ex general y el recurso constante a 
las fuerzas armadas para desarrollar funciones policiales no son únicamente una 
política del Gobierno, sino casi una respuesta al clamor de la población guatemalteca, 
especialmente a nivel urbano y capitalino.

Por otra parte, el espíritu de cuerpo demostrado por los militares tras la masacre 
en la cumbre de Alaska en octubre de 2012, la reticencia del ejército a permitir el 
acceso a documentación de los archivos militares, la opacidad de las actividades y 
los escasos resultados del proceso de desclasificación de dichos archivos, así como 
la decisión de mantener como reserva los planes militares de la época del CAI bajo 
argumento su vigencia y uso actual, son indicadoras de que las recomendaciones 
de reforma promulgadas por la CEH han tenido poco eco en las fuerzas militares de 
Guatemala. La permanencia del embargo impuesto por el Congreso estadounidense 
sobre el ejército comprueba que, al menos a este respecto, subsisten dudas sobre el 
compromiso del ejército con la democracia y los derechos humanos.

Por las razones anteriormente expuestas, se decidió concentrar los esfuerzos de 
monitoreo sobre la reforma a las fuerzas de seguridad en la Policía Nacional Civil, pues 
dicha institución es la que aglutina la gran mayoría de los esfuerzos en materia de 
depuración de las fuerzas de seguridad, a pesar de las serias deficiencias observadas 
tanto en la institución como en los intentos por reformarla. Se hará referencias a 
la actuación del Ejército en virtud de la remilitarización impulsada como política 
de Gobierno, que ha generado patrullajes conjuntos y un involucramiento cada vez 
mayor del ejército en funciones policiales.

158	 CEH Op.cit., Recomendaciones 48, 53, 54, 55, 64, 65 y 74.
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Preliminarmente, es preciso señalar la contradicción institucional que supone 
reformar instituciones que, como la PNC, son relativamente jóvenes dentro del 
aparato estatal guatemalteco. Sin embargo, la ausencia de políticas de largo plazo y la 
ausencia de mecanismos de verificación de objetivos tienen la clave para explicar por 
qué una institución tan recientemente creada deba ser reformada ante evidencias 
contundentes de violencia, corrupción e ineficacia en sus labores principales, unidas 
a una total pero muy fundada desconfianza por parte de la sociedad guatemalteca.

Al crear la PNC no hubo un intento real de depurar esta nueva policía de los 
elementos de la antigua Policía Nacional involucrados en graves violaciones a los 
derechos humanos y/o en actividades criminales. De los 19.000 nuevos policías que 
egresaron de la Academia de la PNC en sus primeros tres años de existencia, 11.000 
fueron simplemente ‘reciclados’ de la antigua Policía Nacional, tras sólo tres meses 
de entrenamiento159. Esa es una de las razones por las cuales ha sido necesario hacer 
depuraciones posteriores en dicha institución. Entre 2007 y 2009, aproximadamente 
3,000 policías fueron destituidos. De hecho, la ausencia de publicidad sobre las 
razones puntuales de tal destitución –crímenes cometidos durante el conflicto o 
posteriores– ha generado críticas respecto de la legitimidad jurídica y política de 
dicho proceso160.

Sin embargo, persisten los incidentes y escándalos sobre crímenes que involucran a 
agentes y oficiales de la PNR, que van desde robos menores hasta violación sexual 
de mujeres. Durante el 2012, 194 policías fueron capturados por su participación 
en delitos, al punto que el Ministro de Gobernación ha reconocido oficialmente la 
infiltración de la PNC por el crimen organizado161. Sin embargo, los incidentes no se 
limitan a agentes, sino involucran también a las autoridades de esta institución. Un 
grave indicador de lo anterior es que de los siete directores de la PNC entre 2004 
y 2011, sólo uno terminó su periodo de servicio, mientras que los demás fueron 
destituidos tras ser sindicados de diferentes crímenes162. La falta de estabilidad en 
el Ministerio de Gobernación –durante el Gobierno de Álvaro Colom hubo cinco 
ministros diferentes, tres de los cuales dejaron el cargo debido a escándalos– 
tampoco contribuye a la construcción de una PNC limpia y estable. Por ello, no es de 
sorprender que solamente 15% de la población tenga alguna o mucha confianza en 
la PNC163.

Aparte de la falta de depuración inicial de la PNC, la ausencia de políticas policiales 
y la inestabilidad experimentada por el Ministerio de Gobernación, otro factor 

159	 International Crisis Group (Julio 2012), ‘Police reform in Guatemala: Obstacles and opportunities’, Latin America Report N°43 
(p.16)

160	 Centro de Investigaciones Económicas Nacionales (2011), Diagnóstico de la Policía Nacional Civil de Guatemala “Lineamientos 
de Política Económica, Social y de Seguridad (pp.14-15) e información proporcionada por Mack, H. (diciembre 2012).

161	 Hernández, C. (19 de septiembre, 2012) ‘Capturan a 19 agentes de la PNC’. Diario de Centro América en http://www.dca.
gob.gt/index.php/template-features/item/4006-capturan-a-19-agentes-de-la-pnc.html; Lara, J.F. (17 de agosto 2012) 
‘Aprehendido oficial de la Policía Nacional Civil’. Prensa Libre en http://www.prensalibre.com/noticias/justicia/Aprehendido-
oficial-PNC_0_757124312.html;ICG (2012) ‘Police reform in Guatemala’ (p.p. 10-11); Arrazola, C. (11 de octubre, 2011), ‘La 
PNC, la cenicienta del Estado’ Plaza Pública en http://www.plazapublica.com.gt/content/la-pnc-la-cenicienta-del-estado, 
y; De León, E. ‘(21 de febrero, 2013). ‘El crimen organizado se infiltró en la PNC’, Siglo 21 en http://www.s21.com.gt/
nacionales/2013/02/01/crimen-organizado-se-infiltro-pnc

162	 CIEN, op.cit., pp.2011-2021” 13. 
163	 ICG op.cit. p.p.  5, 7.
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usualmente relacionado con la participación de agentes de la policía en hechos 
delictivos son sus condiciones laborales. Mientras que los oficiales reciben salarios 
bajos en comparación con lo que podrían ganar en otros puestos de nivel académico 
equivalente, las condiciones laborales de los agentes son abiertamente miserables, 
pues su sueldo es muy bajo. Adicionalmente, muchos policías viven en barracas sin 
servicios básicos como cocinas, y son obligados a comprar sus propios uniformes. 
Por lo tanto, involucrarse en negocios lucrativos como el narcotráfico o actos de 
corrupción, resulta muy tentador para muchos policías y oficiales164. Esto, como es 
natural, obstaculiza la conformación de un cuerpo profesional de policías de calidad 
que no sólo no cometan delitos por su propia mano, sino que sean eficaces a la hora 
de prevenir e investigar los delitos cometidos en el país.

1.2	 La Academia de la PNC
La Academia de la Policía Nacional Civil se identificó como un medio idóneo para 
lograr la profesionalización y el fortalecimiento de la actuación ética de la PNC, 
así como una oportunidad para incrementar el número de policías por habitante 
en Guatemala, que está entre los más bajos de Centro América165. Sin embargo, la 
Academia ha demostrado tener sus propias debilidades, entre ellas un presupuesto 
estructuralmente bajo. Baste como ilustración mencionar que, en promedio, la 
inversión en la formación de cada policía en Guatemala equivale a la mitad de lo que 
se invierte por cada policía en Colombia. Entre las consecuencias más tragicómicas de 
lo anterior se incluye, por ejemplo, que los alumnos de la Academia reciben solamente 
10 balas para su ejercicio de tiro, lo cual sugiere el nivel de práctica con el cual salen 
de la academia para enfrentarse a estructuras criminales mucho mejor armadas y 
entrenadas166. Otro obstáculo es la insuficiente calidad académica del estudio. En 
primer lugar, la instrucción es muy corta –diez meses–, los cursos son demasiado 
teóricos y no se cuenta con instructores suficientemente capacitados, ya que la 
mayoría son igualmente agentes (algunos aparentemente han sido mandados a la 
Academia como forma de castigo por faltas de corrupción y abuso)167. Esto contraviene 
directamente la recomendación No. 74 de la CEH, que sugiere la depuración del 
cuerpo policial de elementos que actuaron o actúen contra su doctrina de servicio. 
Por otra parte, el pensum de la Academia no es fijo, sino que está sujeto a cambios 
constantes, de acuerdo con la concesión, retiro o modificaciones de proyectos de 
cooperación internacional168.

Los requisitos mínimos para entrar a la Academia son haber terminado el diversificado, 
no tener antecedentes penales-policíacos y pasar un conjunto de pruebas 
psicológicas, psicométricas y de confiabilidad, que no siguen tampoco protocolos 
estandarizados. Sin embargo, resulta muy difícil encontrar reclutas que cumplan 
cabalmente con todos estos requisitos, por lo que aprueba solamente el 15% de 

164	 Ibid., 11, 17 y entrevista con experta en reforma de la policía (16 de diciembre 2011).
165	 Actualmente, Guatemala cuenta con 174 policías por 100.000 habitantes, en comparación con 180 en Honduras y 334 en El 

Salvador. Guatemala cuenta con más guardias privados de seguridad que policías (ICG, ‘Police reform in Guatemala’, 7).
166	 ICG, op.cit., p. 16 y CIEN op.cit., p.p. 17, 22.
167	 ICG, op.cit., 16, entrevista con experta en reforma de la policía (16 de diciembre 2011) y CIEN op.cit., p.16.
168	 de León, C. R. IEPADES (entrevista 12 de noviembre 2012).
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quienes toman el examen169. Entre el 2008 y 2010, salieron 5,658 nuevos agentes de 
la Academia. Durante 2011 no se entrenó nuevos agentes. En julio 2012 se graduaron 
1,553 agentes y en enero de 2013 lo hicieron otros 1,600. Con esto, se espera llegar 
a los 25.000 policías, como parte de un plan para aumentar a un mínimo de agentes 
de 35.000 en 2014, aunque los expertos coinciden en estimar entre 50.000 y 80.000 
agentes las necesidades policiales de Guatemala170. Para lograr dicho objetivo será de 
suma importancia tener una amplia oferta de nuevos alumnos de la Academia, a fin 
de seleccionar únicamente a reclutas que cumplan con los estándares académicos 
y éticos requeridos. En este sentido resulta indispensable contar con procesos 
adecuados de llamamiento y reclutamiento –que incluyan enfoques multiétnico y 
de género–, así como con criterios claros para el ascenso de agentes. El monitoreo 
constató que la anterior Comisionada Presidencial para la Reforma de la PNC logró 
diseñar tales criterios. Sin embargo, no fueron implementados antes del cambio 
de administración. El presente monitoreo no obtuvo información concreta sobre la 
implementaron estos criterios u otros similares durante 2012171.

Otro problema es la falta de oportunidades de especialización y profesionalización 
de los oficiales de policía. Hasta agosto 2012, Guatemala no contaba con una escuela 
de formación de oficiales172. La recién abierta Escuela de Formación de Oficiales –
que ofrecerá un curso de un año a oficiales que ya tienen estudios de licenciatura 
en derecho o carreras afines– se realizó con apoyo de la Policía de Colombia y la 
cooperación de los gobiernos de España, Chile, Canadá, Estados Unidos y Holanda173. 
Sin embargo, algunas voces de la sociedad civil cuestionan esta opción, y consideran 
que las necesidades policiales harían aconsejable utilizar la cooperación internacional 
para fortalecer a la Academia de la PNC e intensificar, simultáneamente, vínculos con 
universidades nacionales, a fin de crear una sola institución para capacitar toda la 
estructura policial174. Otras informaciones apoyan el modelo implementado, en aras 
de garantizar una formación específica para los oficiales de policía.

1.3	 Perspectiva de género y multiétnica
La situación de mujeres dentro de la PNC es difícil. Desde 1996 las mujeres pueden 
trabajar como agentes en el campo (antes estaban limitadas a realizar trabajos 
administrativos), pero siguen siendo una minoría dentro de la PNC. Según información 
recibida del Ministerio de Gobernación, las mujeres constituyen únicamente el 12,15% 
del pie de fuerza policial, que incluye aún menos mujeres indígenas. Las condiciones 
laborales dentro de la PNC no son favorables para las mujeres. Se resalta que muchas 
mujeres policías son madres solteras, pero la PNC no cuenta con guarderías donde 

169	 ICG, op. cit., p. 16 y CIEN, op.cit., p. 16.
170	 CIEN, op., cit., p. 16; Vásquez, B. R. (15 de octubre 2012) ‘Policía enfrenta tres desafíos de seguridad’. Prensa Libre en http://

www.prensalibre.com/noticias/politica/Policia-enfrenta-desafios-seguridad_0_792520818.htmly Boche, E.(10 de octubre 
2012). ‘Se requieren entre 50 y 80 mil policías para que soldados dejen de patrullar’. ElPeriódico enhttp://www.elperiodico.
com.gt/es/20121010/pais/219044

171	 De León, C. R. (12 de noviembre 2012) e información proporcionada por Helen Mack (diciembre 2012).
172	 CIEN, op. cit., p. 16.
173	 Agencia EFE (1 de agosto, 2012). ‘Buscan profesionalizar a PNC’, Siglo 21 en http://www.s21.com.gt/nacionales/2012/08/01/

buscan-profesionalizar-pnc
174	 De León, C.R. (12 de noviembre 2012).
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dejar a los hijos durante los turnos de 24 horas. Además, ya que subir de rango implica 
traslado a otra comisaría, muchas mujeres prefieren no hacer promoción por falta de 
posibilidades de traslado familiar, con el resultado de que haya muy pocas mujeres 
de alto rango en la PNC175. Por otra parte, aunque son frecuentes los casos de abuso 
sexual dentro de la PNC, pocas veces son denunciados por miedo a la condena moral 
y social infligida a las mujeres tras denunciar estos hechos176.

En términos generales, no existe una política de género dentro de la PNC. La compra 
de cien bañeras de bebé por parte del Ministerio de Gobernación para ‘motivar a 
las madres, miembros de su personal’177 se presenta como una actividad aislada 
que, más que una política de género, revela la falta de entendimiento de mejorar 
estructuralmente las condiciones laborales de las mujeres en la PNC. Es fundamental 
que la PNC integre de mejor forma a las mujeres dentro de su institución, ya que su 
incorporación es esencial para que la policía represente a la diversidad de la población, 
para prevenir y atender adecuadamente la violencia de género –incluyendo violencia 
intrafamiliar y sexual– y para tener una mejor aproximación a la población, ya que 
mujeres suelen generar más confianza178. Además, la incorporación de las mujeres 
en las fuerzas de seguridad ciudadana hace parte de las obligaciones adquiridas por 
Guatemala en seguimiento a la Resolución 1325 sobre Mujeres, Paz y Seguridad del 
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas.

Respecto de la perspectiva multiétnica, se concluye que la PNC debería hacer un 
serio esfuerzo para incorporar policías indígenas. Ello no sólo reflejaría mejor la 
composición étnica regional, sino que contribuiría a mejorar la legitimidad de la PNC 
ante los grupos indígenas, históricamente débil por diversas circunstancias, entre 
ellas la represión sufrida por dichas comunidades durante el CAI. Actualmente, según 
el Ministerio de Gobernación, el 18% de los agentes de la PNC son indígenas179.

Una mayor integración de los indígenas en la PNC supone el incremento de policías 
indígenas, pero también la ubicación de esos policías en su propia región, a fin de 
facilitar la atención a la población en su propio idioma. Una mejor relación entre los 
policías y la población local podría contribuir, por ejemplo, a prevenir linchamientos 
y a abordar mejor la conflictividad social. Los avances logrados en tal dirección serían 
un importante paso hacia el fortalecimiento de la función preventiva de la PNC, y 
ayudarían a generar mayor confianza de la población hacia la PNC180.

Por lo anteriormente expuesto, el enfoque de género y multiétnico debe iniciar por, 
pero no limitarse a, la incorporación de mujeres y personas indígenas en la PNC. De 

175	 En el 2009, trabajaban 2191 mujeres en la PNC, de las cuales solamente 13 tenían puestos de jefatura. Álvarez, M. T. (2009) La 
mujer en las fuerzas armadas y policía: Una aproximación de género a las operaciones de paz. El caso de Guatemala (p.34) y 
De León, C.R. (12 de noviembre 2012).

176	 Álvarez, La mujer en las fuerzas armadas y policía, 31-33 y entrevista con experta en reforma de la policía (16 de diciembre 
2011).

177	 Cruz Galich, A. (2011) Informe Guatemala. Género y operaciones de paz en América Latina; Resoluciones 1325 y 1820 de la 
teoría a la práctica (28,) y García, E. (2 de noviembre, 2012). ‘Ministerio de Gobernación compra bañeras para “babyshower”’, 
ElPeriódico en http://elperiodico.com.gt/es/20121102/pais/220074

178	 Unifem (2007), Gender-sensitive pólice reform in post-conflict societies (p.2) y De León, C.R. (12 de noviembre 2012).
179	 Según información solicitada al Ministerio de Gobernación, Solicitud No. 76-2013.
180	 De León, C.R. (12 de noviembre 2012).
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hecho, los criterios de reclutamiento de nuevos policías tendrán que tomar en cuenta 
la incorporación de mujeres y personas indígenas, lo cual es esencial para cambiar 
una cultura machista, racista y discriminatoria por una incluyente y de respeto181. Es 
preciso que el entrenamiento de la policía incluya instrucción específica sobre los 
derechos de las mujeres, violencia de género y la multiculturalidad. A pesar de que 
estos temas deberían incluirse entre los ejes transversales de la Comisión de reforma 
de la PNC, lo cierto es que no figuran como temas de trabajo182.

1.4	 El proceso de reforma de la PNC
Desde el 2010 se ha venido desarrollando un proceso de reforma de la PNC, a través de 
la Comisión Nacional de la Reforma Policial, creada a través de Acuerdo Gubernativo 
361-2010. Helen Mack, la primera Comisionada Presidencial, sentó las bases del 
trabajo de reforma, a través de líneas generales de una nueva filosofía y cultura 
policial, y propuestas de reformas a los reglamentos internos, la carrera policial y 
la Ley Orgánica de la policía. El objetivo fundamental de Mack fue transformar la 
PNC en “una policía preventiva en vez de reactiva, una institución profesional, digna, 
humana, que responda a las necesidades de una policía moderna, comprometida con 
la ciudadanía”183. A partir de lo anterior, se definió un conjunto de cinco ejes de la 
reforma eran investigación criminal: prevención del delito, gestión y profesionalización 
del recurso humano, planificación institucional, y controles internos184. Los principales 
obstáculos a este proceso fueron la resistencia a los procesos de cambio, la falta de 
recursos para la PNC y el proceso de reforma, así como el involucramiento de otras 
instituciones del Estado en el combate de la delincuencia y violencia, que desviaba 
los fondos destinados a la PNC. La ejecución del presupuesto de la Comisión en el 
año 2011 –2,5% de Q60 millones– es en sí mismo un claro indicador del poco avance 
logrado durante dicho período185.

Con el inicio del gobierno de Otto Pérez Molina, la dirección de la Comisión cambia a 
Adela de Torrebiarte, quien contaba con el plus de haber sido Ministra de Gobernación 
durante la presidencia de Berger. Bajo su dirección como Comisionada para la 
Reforma Policial se ha mantenido a grandes rasgos los lineamientos diseñados por 
Helen Mack186. El nivel de ejecución presupuestaria de la Comisión sigue siendo bajo, 
pues hasta agosto 2012 había ejecutado únicamente el 18,86% de su presupuesto 
de Q60,7 millones187. Una de las críticas más fuertes hacia el proceso de reforma es 
que el protagonismo parece concentrarse en la comisionada presidencial, más que 
en la comisión como tal. De hecho, no se recopiló información sobre reuniones entre 
la comisión y el gobierno durante 2012. Esto representa un obstáculo, pues las dos 
comisionadas presidenciales para la reforma policial no han provenido de la misma 
PNC, sino de la sociedad civil y el mundo político nacional respectivamente, por lo 

181	 información proporcionada por Helen Mack (diciembre 2012).
182	 Comisión Nacional de la Reforma Policial, http://www.cnrp.gob.gt/. Utilizada 13 de noviembre 2012.
183	 Arrazola, C. op.cit., e información proporcionada por Helen Mack
184	 Informe de situación de la reforma policial (Guatemala, agosto 2011) (p.p. 21-25, 69-71)
185	 Ibid. 69-70 y Arrazola, C. op.cit.
186	 Comisión Nacional de la Reforma Policial, http://www.cnrp.gob.gt/. Utilizada 13 de noviembre 2012.
187	 Arrazola, C. op.cit. y Vásquez, B. R.(15 de octubre 2012).
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que debe evaluarse su capacidad de influencia personal sobre la institución policial, 
y encaminarla hacia una reforma definitiva188. La falta de resultados concretos en la 
reforma policial puede interpretarse como una muestra del poco interés desde las 
autoridades estatales en dicho proceso. Este supuesto desinterés ha sido comentado 
por varias fuentes, y parecería confirmarse por la drástica reducción del presupuesto 
de la comisión en un 41%, limitando aún más su baja ejecución, que profundiza 
además la percepción social de poca transparencia y escasa comunicación de la 
Comisión hacia la sociedad civil189.

1.5	 Nueva Doctrina de la PNC
Un logro reciente es la aprobación de una nueva Doctrina de la PNC en junio de 
2012. Con esta doctrina, la PNC declara que es una institución armada, que cuenta 
‘no sólo con agentes técnica y profesionalmente ejemplares, sino también de recta 
conciencia, respetados y admirados por su comunidad’. Estipula que la PNC cumple 
funciones preventivas, y no represivas, ‘salvo cuando actúa en cumplimiento de la 
actividad investigativa, o para restablecer el orden jurídico transgredido, o para evitar 
que los hechos delictivos vuelvan a lesionar a la sociedad guatemalteca’. Es decir 
que existen excepciones bastante amplias y definidas de manera poco clara, en las 
que la PNC puede ejercer formas de represión. La atención, auxilio y buen servicio al 
ciudadano está enumerado como sexto de los principios policiales, después de entre 
otros la creencia en un ser supremo, el respeto por los símbolos patrios, el presidente 
y otros representantes del Estado, y la protección de la imagen institucional. Esto 
sugiere que el enfoque principal del policía no necesariamente es su relacionamiento 
con la población, tan fundamental para su función preventiva.190

El proceso de elaboración de esta Doctrina no está muy claro, si bien se sabe que fue 
elaborada con apoyo de la policía de Colombia, lo cual provoca la preocupación que 
el proceso ha tenido una tendencia militar, ya que la policía colombiana es una policía 
de origen militar, que depende del Ministerio de la Defensa.191 Como punto positivo, 
la Doctrina incluye un ‘Acuerdo de género’, que manifiesta la intención de la PNC de 
lograr la equidad de género en la institución, al ampliarlos espacios para mujeres en 
todos los ámbitos de la institución, impulsar ‘oportunos cambios de valores, actitudes 
y conductas’ y eliminar todo trato discriminatorio.192 Sin embargo, no menciona qué 
tipo de cambios se harán, o si se tomarán acciones afirmativas para incrementar la 
participación de la mujer a todos niveles, ya que para lograr una equidad de género 
hacen falta acciones más radicales que solamente abrir los espacios para mujeres. La 
nueva Doctrina no contiene una perspectiva multicultural explícita; sólo menciona la 
necesidad que la Academia de la PNC debe preparar a los nuevos policías en cuanto 
al respeto para la diversidad cultural. Luego, queda por ver cómo se utilizará esta 

188	 De León, C. R. (12 de noviembre 2012).
189	 Ibid, Arrazola; ‘Sin capacidad de ejecución’ (13 de noviembre 2012). ElPeriódico en http://www.elperiodico.com.gt/

es/20121113/pais/220563/  y; De León, C. R. (12 de noviembre 2012).
190	 ‘Doctrina Institucional Policía Nacional Civil’, aprobada el 12 de junio 2012. 
191	 De León, C. R. (12 de noviembre 2012) y Arrazola, C. op.cit.
192	 ‘Doctrina Institucional Policía Nacional Civil’ (2012) 46.
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doctrina para realmente cambiar la cultura policial, ya que la doctrina por sí misma 
no cambiará nada, sino que tiene que cobrar vida y pasar de lo teórico a lo práctico.193

1.6	 Remilitarización del Estado de Guatemala
La persistente y estructural debilidad de la PNC va de la mano con la continuidad –e 
incluso el fortalecimiento– del papel del ejército en la seguridad pública de Guatemala 
que a su vez, en un círculo vicioso, debilita el proceso de reforma y fortalecimiento 
de la PNC. En realidad, por su origen y ante la presión ciudadana de ver medidas 
mediáticamente radicales, no sorprende la tendencia gubernamental a emplear 
recursos militares para realizar labores policiales. Además, un considerable número 
de funcionarios del gobierno de Otto Pérez Molina son militares en retiro que, al igual 
que el mismo Pérez Molina, estaban activos y en posiciones clave durante la época 
más cruenta del CAI. En efecto, se destaca la representación militar en el ámbito 
de seguridad, pues los titulares del Ministerio de gobernación, SAAS, Secretario 
Privado de la Presidencia, Secretario Técnico del Consejo Nacional de Seguridad, 
Director INEES, Secretario de Inteligencia Estratégica y Director de Dirección General 
de Inteligencia Civil son militares retirados194. Por ello, no extraña que la política de 
seguridad pública sea implementada desde una perspectiva militar. Esta tendencia 
parece ser confirmada por el nombramiento de un general como viceministro de 
seguridad a finales de 2012195.

Una de las manifestaciones de esta perspectiva militar en la política de seguridad 
ciudadana es la apertura de nuevas bases militares en lugares que no necesariamente 
responden a la función de proteger al Estado de amenazas exteriores. Los nuevos 
destacamentos militares, creados desde 2008, están ubicados en San Juan Cotzal, 
San Juan Sacatepéquez, San Marcos, Puerto Barrios, Petén y Fray Bartolomé de 
Las Casas. Adicionalmente, el Presidente ha declarado instalar por lo menos nueve 
bases militares más en los próximos años196. La mayoría de estos lugares no son 
fronterizos, y parecería responder más a una lógica de atención y reacción ante 
la conflictividad generada por los denominados ‘mega proyectos’. Por otra parte, 
muchos de estos nuevos destacamentos están ubicados en lugares que replican 
patrones contrainsurgentes durante el CAI. Más que a la defensa territorial del 
Estado, el despliegue territorial del ejército a nivel rural genera paralelismos con 
estrategias de control y dominio del territorio y la población, al punto de que algunas 
comunidades rurales y organizaciones de la sociedad civil interpretan dicho control 
territorial como una respuesta a la resistencia de la población en contra del modelo 
actual de explotación de recursos naturales en el país.

En todo caso, se confirma que la ampliación del despliegue militar en el país va de 
la mano con el incremento del presupuesto militar, que subió de Q1,110,891,670 

193	 Información proporcionada por Helen Mack (diciembre 2012).
194	 El Observador (junio 2012). ‘El gobierno “seguro” de Otto Pérez Molina y el PP’.
195	 Ortiz,G. (7 de noviembre 2012). ‘Analistas cuestionan nombramiento de Juárez P.’ ElPeriódico en http://www.elperiodico.com.

gt/es/20121107/pais/220300/
196	 Agencia ACAN-EFE (30 de junio 2012) ‘Inauguran dos bases militares y anuncia la creación de otras dos’. Prensa Libre en http://

www.prensalibre.com/noticias/comunitario/Guatemala-inaugura-militares-anuncia-creacion_0_728327354.html y Centro de 
Estudios de Guatemala, ‘Situación en seguridad, justicia y derechos humanos’ (power point de julio 2012).
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para 30 mil efectivos militares en 2006, a Q2,051.900,000 para 18,500 efectivos para 
el 2013197. Es preciso mencionar, de todas formas, que la política de redespliegue 
militar y control de territorio abarca los dos últimos Gobiernos (Otto Pérez y Álvaro 
Colom). En concreto, debe señalarse que la reinstalación de destacamentos militares 
y las modificaciones presupuestarias a favor del Ministerio de Defensa (0.33% del PIB) 
provienen del Acuerdo Gubernativo 216-2011198.

1.7	 Fuerzas combinadas
Otro ejemplo del aumento del papel del ejército en el mantenimiento de la seguridad 
pública es la utilización de fuerzas de tarea y patrullajes conjuntos, acciones prioritarias 
del gobierno de Otto Pérez, que iniciaron durante el gobierno Portillo por vía del 
Decreto 40-2000, según el cual el ejército podrá apoyar a la PNC en sus funciones de 
prevenir y combatir el crimen organizado y la delincuencia común. Ello es un claro 
retroceso desde el proceso de la redefinición y delimitación de las responsabilidades 
de cada institución199. Al inicio de su gobierno, Pérez Molina instaló cinco fuerzas de 
tarea contra el sicariato, extorsión, robos y asaltos, femicidio y secuestros, que fueron 
integradas por efectivos de la PNC, el Ejército y el MP. A finales de 2012, dos nuevas 
fuerzas de tarea –Maya y Kaminal– fueron instaladas para combatir la delincuencia 
en diferentes zonas de la ciudad capital y Villa Nueva. El hecho que la Fuerza de Tarea 
Maya está integrada por 100 policías y 1.200 militares (una relación de 12 a 1 a favor 
del ejército), indica que esta manera de combatir la violencia urbana tiene un claro 
enfoque militar200.

Según el Ministro de Gobernación, se recurre al apoyo del Ejército mientras se 
fortalece la PNC, para que “en la medida que aumenten los agentes se disminuya la 
participación del Ejército”201. Sin embargo, en términos prácticos, este apoyo militar 
a las labores de policía supuso un aumento de Q52 millones del presupuesto del 
Ministerio de la Defensa, con lo que su presupuesto incrementó en un 23,4% con 
respecto a 2012, esto es casi 12 veces el incremento presupuestal recibido por el 
Ministerio de Gobernación (del cual depende la PNC), que aumentó a solamente 2%. 
Este dinero podría haber sido destinado para el fortalecimiento de la PNC202, por lo que 
está por verse si la presencia militar en funciones de policía es realmente provisional 
o definitiva. Un fortalecimiento efectivo del presupuesto de la PNC podría traducirse 

197	 Ibid, De León, C. R. (12 de noviembre 2012) y Herrera, Ó. F. (3 de septiembre 2012). ‘Ejército recibirá Q389 millones más para 
funcionar en 2013’. ElPeriódico en http://www.elperiodico.com.gt/es/20120903/pais/217341

198	 Asturias, S., ‘Límites, riesgos y control civil de la intervención militar en seguridad pública’ en Instituto de Estudios Estratégicos 
y Políticas Públicas, Seguridad y sociedad (año 1, No. 4, 2012) 47 e información proporcionada por Sandino Asturias durante 
reunión (20 de agosto 2012).

199	 Ibid., 47 y Arévalo de León, B., ‘Civil-military relations in post-conflict Guatemala’ en Revista Fuerzas Armadas y Sociedad (Año 
20, No. 1, 2006) 92.

200	 Castro, L. (25 de enero 2012) ‘Comienzan a operar las cinco fuerzas de tarea’. Siglo 21 en http://www.s21.com.gt/
nacionales/2012/01/25/comienzan-operar-cinco-fuerzas-tarea; Lara, J. F. (24 octubre 2012) ‘Habrá Fuerza de Tarea Maya en 
áreas rojas de la capital’. Prensa Libre en http://www.prensalibre.com/noticias/comunitario/fuerza-areas-rojas_0_797920223.
htmly; Guatemala. Despacho Presidencial (5 de noviembre 2012). ‘Nueva Fuerza de Tarea Kaminal trabajará para reducir actos 
delincuenciales’.

201	 Vásquez B. R. op.cit.
202	 Baires Quezada,  R. (7 de noviembre 2012) ‘Presupuesto: más represión que investigación y justicia’. Plaza Pública en http://

www.plazapublica.com.gt/content/presupuesto-mas-represion-que-investigacion-y-justicia; Palma, C. (7 de agosto 2012) 
‘Presupuesto 2013 será de Q66.9 millardos’ ElPeriódico en http://www.elperiodico.com.gt/es/20120807/pais/216151/ y De 
León, C.R. (12 de noviembre 2012).
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en mayor prevención y combate más eficiente a la delincuencia. El personal de la 
PNC debería ser entrenado para esta función, pues el ejército, debido a su formación, 
debería estar para otras tareas203.

El lamentable saldo final de la protesta en la cumbre de Alaska (6 manifestantes 
muertos, todos ellos indígenas) es un trágico indicador de lo que sucede usualmente 
cuando los militares asumen las tareas naturales de los cuerpos policiales civiles. 
Dicho evento muestra los problemas inherentes a la acción conjunta entre la PNC 
y el ejército, pues los efectivos del ejército no respetaron la orden del Ministro de 
Gobernación de retirarse204.

Tras la masacre, y ante mucha presión internacional, el Gobierno reaccionó con el 
Acuerdo Gubernativo 285-2012, que enmarca el apoyo del ejército a las fuerzas de 
seguridad pública. Este Acuerdo estipula que el ejército puede apoyar a la PNC –bajo 
la responsabilidad operativa de la PNC– en acciones de rutina, como son el patrullaje 
conjunto, puestos de revisión de vehículos, patrullaje fronterizo y otras situaciones 
imprevistas. Además, permite al ejército puede apoyar en las actividades descritas 
en el Decreto 40-2000, a saber: control y combate de la producción, fabricación, 
uso, tenencia, tráfico y comercialización de drogas; delitos de plagio o secuestro; 
contrabando y defraudación; depredación de los bosques; conservación del patrimonio 
cultural; trasiego de armas y demás hechos que se consideren conveniente, además 
del apoyo para la vigilancia perimetral de los centros de detención penal cuando 
medie orden de juez. Finalmente, el Acuerdo de 2012 también autoriza al ejército 
a apoyar en eventos imprevistos que ponen en riesgo la vida, integridad y derechos 
de personas, entre ellos el terrorismo internacional, linchamientos, alteraciones a la 
normalidad ciudadana y la paz social –por lo que persiste la duda de si se mantiene 
la autorización al ejército para reprimir manifestaciones de la población– y acciones 
inesperadas provocadas por el crimen organizado205. Como se observa, el Acuerdo 
Gubernativo 285-2012 no restringe, sino que confirma la política de actuación 
combinada entre ejército y policía, que en la práctica supone la actuación del ejército 
con un pequeño acompañamiento (muchas veces servil) de algunos cuantos policías.

El Acuerdo 285-2012 fija como un requisito indispensable la previa orden judicial para 
el desempeño de algunas acciones conjuntas. Sin embargo, amplía aún más el espacio 
para el apoyo del ejército en actividades de seguridad pública en comparación del 
Decreto 40-2000. En este sentido, es preocupante que dicho Acuerdo Gubernativo, 
que se redactó tras la presión internacional y nacional tras la masacre en Totonicapán, 
haya terminado por aumentar la militarización de la seguridad pública, en lugar de 
frenarla. De hecho, este Acuerdo Gubernativo diluye el espíritu de los Acuerdos 
de Paz, según los cuales el recurso a las fuerzas militares debía ser estrictamente 
excepcional. En todo caso, y esto es tal vez el mayor problema, el uso rutinario del 

203	 Asturias, S. (2012, junio) ‘Límites, riesgos y control civil de la intervención militar en seguridad pública’ (p. 49). Seguridad y 
Sociedad Año 1, No. 4, Edición Especial. Managua, Nicaragua: IEEPP en www.ieepp.org

204	 Información recogida entre otras fuentes por la Oficina de la Alta Comisionada de Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
(2012). Totonicapán: 4 de octubre. Presentación de los hallazgos de la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos en Guatemala (p. 2).

205	 Guatemala. Acuerdo Gubernativo 285-2012 (publicado en el Diario de Centro América el 7 de noviembre 2012).
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ejército para tareas que corresponderían a cuerpos civiles, tampoco ha significado 
una disminución de la violencia urbana en el país206, que repuntó fuertemente a 
finales de 2012 y a inicios de 2013.

También resulta cuestionable el papel del Congreso de la República como control 
político a la militarización de la seguridad ciudadana, papel asignado por los Acuerdos 
de Paz al legislativo, dotándole de la capacidad de cesar las actuaciones conjuntas.

Si bien la PNC tendrá formalmente la responsabilidad por las operaciones conjuntas, 
el ejército está autorizado para actuar según sus propios reglamentos y normas 
militares, a pesar de que realice actividades de naturaleza civil, como la seguridad 
ciudadana. De esta forma, no existe garantía de control civil sobre la actividad militar 
en las calles. Como es usual, primer se actúa y luego se regula la actuación. A pesar 
de que el ejército ya ha sido desplegado en el territorio guatemalteco para acciones 
policiales, las garantías de racionalidad en el uso de la fuerza por medio del anunciado 
“Manual de Normas y Procedimientos” a cargo del Consejo Nacional de Seguridad, 
quien debía expedirlo “oportunamente”. En otras palabras, en la actualidad el uso de 
la fuerza en actividades conjuntas Ejército-PNC no está regulado, a pesar de que ya 
ha producido muertes.

Sin embargo, el mayor obstáculo para la acción del ejército en un contexto de 
remilitarización (incluso aplaudida a nivel urbano) de la seguridad pública en 
Guatemala no es la ausencia de protocolos que regulen las acciones conjuntas PNC-
Ejército, sino la falta de reforma de la Ley de Orden Público.

Precisamente, corresponde a la Ley de Orden Público clarificar los ámbitos de actuación 
de la policía y el ejército, de acuerdo a su papel requerido en un estado democrático. 
Según los Acuerdos de Paz, el papel del ejército en este sentido debe limitarse a la 
defensa de la soberanía y del territorio. Sin embargo, la actual Ley de Orden Público 
nunca fue modificada, y la actualmente vigente fue promulgada en el año 1965. Sus 
objetivos se enmarcan en una lógica de Conflicto Armado Interno, y su texto nunca 
ha sido reformado. La reforma de esta ley es una prioridad, especialmente para hacer 
las debidas diferenciaciones entre criminales, opositores políticos, sociedad civil y 
ciudadanos que protestan organizada o espontáneamente. La dura represión política 
en Guatemala durante el CAI se deriva, precisamente, de la unificación de todas las 
categorías anteriores en una sola: enemigos del Estado. Los hechos en Totonicapán 
evidencian, por lo demás, los peligros de mantener vigentes dichas percepciones por 
parte del ejército y de la Policía.

Para servir realmente al propósito de la reforma de la seguridad ciudadana en una 
sociedad democrática, una reforma a la Ley de Orden Público en Guatemala debería 
incluir, como mínimo, el respeto de los estándares internacionales en materia de 
leyes de emergencia y suspensión temporal de derechos constitucionales; diferenciar 
categorías entre civiles y militares, delincuentes y opositores políticos, crimen 
organizado y protesta social; definir y regular claramente los diferentes ámbitos 
de actuación de policía y ejército; y especificar las excepciones en las cuales puede 

206	 De León entrevista C. R. (entrevista 12 de noviembre 2012).
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haber cooperación entre estas instituciones, incluyendo la temporalidad de estas 
actividades207.

2.	 Persistencia del racismo como obstáculo a la transición en Guatemala
El racismo es uno de los fenómenos determinantes de la historia política, social y 
económica de Guatemala. Como lo concluyeron el REMHI, la CEH y otros estudios, las 
prácticas institucionales racistas son el reflejo de un sustrato social más profundo y 
arraigado, que en el pasado contribuyó a que el Conflicto Armado Interno derivara en 
prácticas genocidas, y que en el presente se sigue erigiendo como uno de los mayores 
obstáculos para la transición en el país.

En su informe Reconociendo el pasado, IW concluyó que la mayoría de los esfuerzos 
para combatir el racismo y la discriminación eran de naturaleza formal, centrados en 
ratificar convenios internacionales, promulgar normas y crear instituciones, sin que 
la implementación de tales medidas generase resultados satisfactorios ni impactos 
estructurales. Antes y ahora, los indígenas siguen sin un acceso real al Estado, a sus 
instituciones y, sobretodo, a la justicia. Guatemala cuenta con un marco jurídico 
que promueve la identidad indígena y tipifica la discriminación como un delito. Sin 
embargo, se sigue considerando a los indígenas como un grupo ajeno a la sociedad. 
Si en el pasado se les identificó como subversivos, hoy se les identifica como grupos 
ingobernables opuestos al desarrollo económico del país, justificando una nueva 
represión en su contra.

Los avances registrados en materia de justicia transicional observados a la fecha son, 
sin duda, importantes y suponen un progreso en materia de verdad, justicia y, en 
algunos casos, también en reparación. Sin embargo, la no repetición y la integración 
de los grupos indígenas a la sociedad y al Estado guatemalteco sigue siendo una tarea 
pendiente, que cada vez cobra nuevas víctimas por acciones y omisiones.

Además de las referencias a la discriminación y el racismo incluidas en los diferentes 
temas del presente Informe, Impunity  Watch identificó tres factores generales a 
partir de los cuales se puede obtener una perspectiva general sobre este obstáculo. 
Ellos son el marco normativo relevante en la materia, la participación política de los 
grupos indígenas y, finalmente, su participación en los planes y políticas de desarrollo.

A partir de la investigación documental, la investigación directa y las entrevistas 
realizadas a actores relevantes, IW concluye que en Guatemala los grupos 
indígenas siguen sufriendo de discriminación y racismo, y que este fenómeno sigue 
determinando la relación de los indígenas con la sociedad y el Estado.  En este 
tema se revelan nuevamente tres constantes registradas a lo largo del proceso de 
monitoreo de la justicia transicional en Guatemala: a) existe un conjunto de avances 
en Guatemala, incluyendo un ambiente de apertura y voluntad política en algunas 
instituciones y funcionarios guatemaltecos, que deben ser aún institucionalizados 
para hacerse sostenibles realmente; b) algunos de los avances registrados en 

207	 Impunity Watch (2012). Estudio sobre la Ley de Orden Público Guatemalteca y su correspondencia con estándares 
internacionales relevantes. Asturias, op. cit., p.47
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Guatemala no son producto de la actividad de las instituciones del Estado, sino de 
actores no estatales, con lo cual queda comprometida la capacidad transformadora 
de la justicia transicional; c) los avances logrados por el Estado en materia de justicia 
transicional en Guatemala se caracterizan por ser actividades aisladas, que se miran 
usualmente como concesiones hacia víctimas del pasado, que no atienden las 
necesidades y prioridades concretas de las propias víctimas, ni tampoco atienden al 
continuo de violencia social en el presente.

En el caso de los grupos indígenas, estos tres factores se manifiestan plenamente, 
confirmando que los avances normativos se han mantenido a nivel formal, sin que 
exista una implementación de su contenido. La visita de expertos en temas indígenas, 
incluyendo relatores especiales de Naciones Unidas y la Alta Comisionada de 
Derechos Humanos no ha supuesto compromisos materiales concretos por parte del 
Estado, cuya actitud ha terminado propiciando una radicalización aún mayor de las 
posiciones sociales discriminadoras.

En materia de participación política, se observa que los indígenas siguen siendo 
ciudadanos de segunda clase, instrumentalizados en momentos electorales pero 
con escasa participación en las plataformas políticas y en instituciones formales del 
Estado. Finalmente, la ausencia de participación y acceso al Estado se manifiesta 
peligrosamente en una exclusión de los indígenas en la discusión e implementación 
del modelo de desarrollo económico en el país, generando no solo una profundización 
de la clasificación de los indígenas como enemigos del país y su desarrollo, sino una 
nueva victimización no sólo social, sino también jurídica y política. La expresión de 
sus prioridades por parte de los diferentes grupos indígenas del país es usualmente 
interpretada y retransmitida por el Estado, la prensa y la sociedad en general de 
forma simplista y maniquea.

La defensa del territorio y los recursos naturales se ha convertido en un indicador de 
la discriminación y el racismo latente en Guatemala. La reivindicación de derechos 
por parte de los indígenas, que es en el fondo una reivindicación de su ciudadanía, es 
usualmente vista con desconfianza y respondida con represión por parte del Estado. 
Tres aspectos deben ser resaltados: 

a)	el reconocimiento formal de derechos y de mecanismos de inclusión sociopolítica, 
tanto a nivel legal como a nivel de plataformas de los partidos políticos, se ven 
desmentidos por la conducta de los cuadros políticos del Estado, así, los indígenas 
siguen siendo más objetos de regalías que titulares de derechos;

b)	la represión a que son sometidos los indígenas ha sufrido modificaciones, pero 
existe un continuo de causas, lo cual puede llamar a equívocos respecto de la 
intensidad y frecuencia de las agresiones contra los grupos indígenas. Si bien ya 
no se cometen atentados masivos contra la vida como durante el CAI (masacres, 
desapariciones forzadas, desplazamientos y concentración forzosa), actualmente 
existe una tríada de acaso menor intensidad mediática, pero cuya sistematicidad 
genera efectos igualmente profundos a los del CAI, por medio de la criminalización, 
el acoso militar-paramilitar y los desalojos forzados de población indígena en 
áreas rurales.
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	 Los efectos de dichas agresiones resultan igualmente perversos, por cuanto 
terminan produciendo graves consecuencias agregadas para la vida, integridad 
y organización social en las comunidades indígenas, al igual que las producidas 
durante el CAI; y

c)	los cumplimientos de mecanismos de justicia transicional se ven como 
concesiones para paliar la continuidad de violencias (distractores?). Por ejemplo, 
la administración Colom, autoproclamada como sensible a la causa indígena, 
se mostró dispuesto a reconocer muchas violaciones a los derechos humanos 
cometidas durante el CAI y aumentó el número de reconocimientos y reparaciones. 
Sin embargo, también aumentó el número de actividades de represión contra 
opositores a megaproyectos agrícolas y mineros, además de aumentar el número 
de desalojos forzados en tierras tradicionales disputadas como despojadas. En 
otras palabras, se promulgaba la responsabilidad estatal y se pedía perdón por las 
violaciones del pasado, pero se seguía despojando, reprimiendo y criminalizando 
a los indígenas, descalificándolos nuevamente como enemigos del Estado.

El cambio de gobierno y la profundización de la política económica con énfasis en el 
modelo de desarrollo basado en la economía extractiva y de monocultivo ha supuesto 
además un ingrediente explosivo, la mayor eficacia y recurrencia a las fuerzas militares 
en la represión de la protesta social, con un discurso más duro, con consecuencias 
que ya ha producido muertes y heridas. Un ejemplo de ello es la represión a las 
protestas en Alaska (Los Encuentros), que culminó con la muerte de siete indígenas a 
manos del ejército, generando fuertes paralelismos respecto de dinámicas represivas 
del pasado. El desarrollo que ha tenido el proceso judicial sobre este caso, que ha 
incluido la recalificación –muy favorable– de los delitos imputados a los militares 
involucrados (de ejecución extrajudicial a asesinato en estado de emoción violenta 
e incumplimiento de deberes administrativos208) únicamente contribuye a reforzar 
las percepciones de continuidad pasado-presente en materia de las relaciones 
Estado – grupos indígenas. De esta forma se perpetúa una desconfianza mutua que 
ha producido muchas muertes a lo largo de los años, así como una descalificación 
de la cosmovisión y valor ciudadano de los indígenas (reforzado por estereotipos 
predominantes en la sociedad urbana), promoviendo una inevitable pero peligrosa 
radicalización de las posiciones a lado y lado de la sociedad.

Mención aparte merece la cada vez mayor incidencia de grupos de seguridad 
privada al servicio de empresas y grupos particulares, que muchas veces resultan 
indistinguibles en su actuar respecto de las fuerzas estatales, pero que no están 
sujetos a los controles administrativos del Estado. Esta situación es particularmente 
grave en un Estado con los índices de impunidad de Guatemala, donde es muy 
improbable que los hechos delictivos cometidos por particulares sean sancionados. 
Dicha improbabilidad aumenta exponencialmente (si es acaso posible) cuando la 
víctima es indígena y, como suele ir aparejado, pobre.

Sin embargo, hay dos impactos principales producidos por esta nueva ola represiva. El 
primero es la institucionalización de la represión militar ante todo lo que sea percibido 

208	 IW. Monitoreo de Medios. 15 febrero 2013.
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como oposición al Estado, que supone una continuidad con el conflicto, reforzada por 
la inexplicable vigencia de la desactualizada e inconstitucional Ley de Orden Público 
que viene de 1965, cuyo texto contraría la mayoría de estándares internacionales en 
materia de leyes de emergencia. El segundo es la institucionalización de la asimetría 
jurídica entre las comunidades indígenas y el Estado, sociedad urbana y gremios 
económicos, que se manifiesta en la falta de acceso a las instituciones estatales, que a 
pesar de algunos esfuerzos del MP se concentra especialmente en materia de acceso 
a la justicia, así como la falta de acceso a servicios sociales, medios de comunicación, 
y la desprotección efectiva de las comunidades indígenas frente a las agresiones 
cada vez más frecuentes por parte de ejércitos privados y de crimen organizado con 
presencia en el interior del país.

Esta asimetría se puede ilustrar muy gráficamente con un ejemplo concreto ocurrido 
en 2012: ante protestas simultáneas de comunidades indígenas para presionar 
consultas sobre proyectos económicos, el Gobierno los declara ingobernables, 
militariza la zona, declara estado de sitio y no reacciona ante agresiones cometidas 
por grupos armados privados. Paralelamente, los empresarios de servicio público 
urbano se manifiestan en Guatemala para exigir la condonación de multas de tráfico 
y el gobierno propone hacer una mesa de diálogo para discutir alternativas de 
negociación209 .

Perspectivas en garantías de no repetición
Al analizar los diferentes obstáculos a la reforma del sector de seguridad, se evidencia 
que el principal de todos ellos es la ausencia de un verdadero interés y voluntad política 
por parte del Estado. Las actividades desarrolladas en este sentido son usualmente 
aisladas, sin un plan de largo plazo, no susceptibles de monitoreo ni evaluación por 
medio de indicadores, metas y temporalidad. Sin embargo, el contexto actual hace 
más relevante que nunca la reforma a las fuerzas de seguridad, a fin de que tanto 
el ejército y la PNC cumplan con su papel en una sociedad democrática, como fue 
descrito en los Acuerdos de Paz.

En sus tres años de trabajos, la Comisión de Reforma a la PNC ha demostrado pocos 
resultados de una verdadera transformación en la Policía, su cultura y composición. 
Las drásticas reducciones presupuestarias revelan la falta de respaldo estatal a dicha 
reforma. Por otra parte, la reapertura de bases militares y el considerable incremento 
del presupuesto del ejército (12 veces el aumento presupuestal recibido por el 
Ministerio de Gobernación) demuestra claramente que la prioridad del gobierno no 
es el fortalecimiento de la PNC, sino el crecimiento del músculo militar. Al analizar las 
cifras, parece muy improbable que el Ministerio pueda cumplir sus planes de ampliar 
su fuerza policial en un 40% a partir de 2013.

Para atender de forma al desesperado clamor ciudadano de disminuir los altos niveles 
de delincuencia, no basta con tener una policía efectiva en la atención al delito, sino 
desplegar un enfoque preventivo. La tarea no es fácil debido a los altos índices de 

209	 Micheo, J. (5 de julio 2012) “No nos podemos sentar a negociar. Si palo quieren, palo se les va a dar”. ElPeriodico en http://
www.elperiodico.com.gt/es/20120705/pais/214621
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impunidad, que hacen muy rentable la comisión de delitos, pero el mayor obstáculo 
proviene de la falta de confianza social (justificada por lo demás) en la PNC a nivel 
generalizado, y del Estado, particularmente en áreas rurales y entre las víctimas del 
CAI. Más que reforzar la seguridad, es preciso reducir la tasa de delitos por medio de 
la educación para la paz e inversiones de largo plazo en salud y educación, que haga 
posible enfocar el trabajo policial en la prevención de hechos delictivos concretos. A 
nivel de la calle, principalmente a nivel rural, la confianza entre los miembros de la 
PNC y la población requiere que los cuerpos policiales sean más representativos de la 
sociedad guatemalteca. Esto supone una mayor integración de mujeres e indígenas 
como agentes de policía, pero también una mayor comprensión de las necesidades 
particulares de estos y otros grupos. Dicho enfoque está aún pendiente de adopción 
por la PNC y la Comisión de Reforma, y es un primer paso hacia la generación 
sostenible de confianza entre la sociedad y la PNC, que haría obsoleta la política de 
remilitarización y sus efectos sobre la sociedad.

Durante el período monitoreado, se observa que el principal obstáculo en materia 
de superación del racismo es la continuidad de violencia y exclusión social contra los 
indígenas, pues son aún vistos como enemigos del estado. El discurso incluso se ha 
aumentado y genera violencia concreta, con una cada vez mayor participación de 
grupos de seguridad privada. No obstante, también se observan algunos avances, 
como el mayor autoreconocimiento de las comunidades indígenas, seguido de una 
mayor apropiación de sus derechos. La tramitación judicial del caso Genocidio Ixil ha 
supuesto un impulso a dicha apropiación cultural, así como una oportunidad para la 
interacción de grupos indígenas con instituciones del Estado, que pueden generar 
espacios de confianza a partir de los cuales fortalecer una relación a largo plazo, para 
diferentes fines.

Sin embargo, esta mayor autoafirmación aún enfrenta obstáculos muy fuertes de cara 
a un pleno reconocimiento de la subjetividad político-social de los grupos indígenas. 
Entre ellos se destaca la persistencia del racismo como un fenómeno social que se 
reproduce a nivel institucional. La mayor tolerancia de actitudes discriminatorias a 
nivel social tiene su efecto en una mayor desprotección estatal. Por otra parte, los 
reconocimientos, sentencias y reparaciones que suponen un logro para los grupos 
indígenas usualmente se relacionan con fenómenos pasados, y no abordan la 
discusión de la continuidad de muchas de las causas de violencia en el presente, ni 
los efectos que producen en la actualidad.
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V.  Conclusiones

La justicia transicional en Guatemala se encuentra en un momento clave y definitivo. 
La combinación de importantes factores ha coadyuvado a la consecución de múltiples 
y valiosos avances, especialmente en materia de verdad y justicia. La voluntad política 
observada en funcionarios e instituciones públicas clave, así como una incipiente 
colaboración entre instituciones y organizaciones no estatales ha permitido obtener 
resultados en materia de ubicación de registros archivísticos y su uso a nivel judicial. 
Igualmente, los casos de derechos humanos judicializados empiezan a dar resultados 
y avanzan hacia la persecución penal de autores intelectuales, no sólo de los 
materiales. Los trabajos de exhumaciones y la identificación de algunas víctimas de 
desaparición forzada hacen renovar los ánimos en que el trabajo va por buen camino 
y empieza a dar frutos. 

Sin embargo, el común denominador de la gran mayoría de avances es que son 
producto de trabajo de muchos años por parte de organizaciones no gubernamentales 
que, aprovechando las ventanas de oportunidad temporalmente identificadas, se 
han capitalizado a favor de medidas transicionales concretas. A partir de lo anterior, 
se concluye que si bien se pude constatar una creciente actividad estatal en las 
actividades y progresos vistos durante el período monitoreado, ésta sigue siendo 
residual y reactiva ante la gran presión ejercida por actores no estatales. Por ello, 
el Estado sigue estando en una gran deuda con las víctimas de violaciones a los 
derechos humanos cometidas durante el CAI. La mayor de todas ellas, la de propiciar 
y garantizar la institucionalización de todos los avances individuales logrados, a fin de 
que puedan generar un camino seguro hacia la plena democratización del país.

En un escenario de cooperación internacional menguante, la falta de apropiación 
de la responsabilidad transicional por parte del Estado supone el riesgo de dejar 
la transición a medio camino, comprometiendo consecuentemente sus resultados 
parciales. A nivel general, uno de los principales hallazgos del presente Monitoreo 
es constatar que la inquebrantable voluntad e iniciativa de la sociedad civil no recibe 
usualmente una respuesta equiparable por parte de las instituciones del Estado. Por 
el contrario, las voluntades y afinidades individuales (muchas veces muy significativas 
y efectivas) encontradas en funcionarios estatales se ven amenazadas por cambios 
de políticas de gobierno, carencia de recursos adecuados y ausencia de políticas de 
largo plazo. El cierre de la DAP y los cambios en las políticas oficiales en materia 
de derechos humanos son ejemplos muy claros de la fragilidad de los avances en 
materia de justicia transicional.

El gran reto para el país es, en este sentido, consolidad e institucionalizar lo ya 
logrado, pues la mayor cantidad de avances ha supuesto también el incremento de la 
reacción a dichos logros.

DERECHO A LA VERDAD
Los avances en la búsqueda y averiguación de las personas desaparecidas han logrado 
gracias a la labor constante de organizaciones de la sociedad civil, que han superado 
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obstáculos políticos y dificultades administrativas de parte del Estado. A 13 años de 
la publicación de las recomendaciones de la CEH, y tras cinco años de la presentación 
del proyecto de ley para la creación de la Comisión Nacional de Búsqueda de 
Personas Victimas de Desaparición Forzada y otras Formas de Desaparición, ésta 
sigue estancada en el Congreso de la República. En materia de niñez desaparecida 
durante el Conflicto Armado Interno, se observa que fue la sociedad civil, y no el 
Gobierno, el actor clave para la creación de la Comisión Nacional de Búsqueda de 
Niñez Desaparecida. Precisamente, la falta de apoyo estatal se constituye como uno 
de los principales factores que motivaron su desaparición.

En materia de exhumaciones, los resultados obtenidos por organizaciones de forenses 
durante más de diez años pueden calificarse de sobresalientes, especialmente desde 
la creación de las bases de datos de ADN de víctimas y familiares por parte de la 
FAFG. Estos resultados pudieron ser, con todo, mejor aprovechados por el Estado, a 
fin de no duplicar esfuerzos y fortalecer mejor el trabajo de una entidad estatal nueva 
como el Inacif. Se concluye, además, la necesidad de mayor coordinación entre Inacif 
y actores organizaciones forenses en materia de compartir información relevante, 
como aquella relacionada con el ADN de las víctimas de desaparición y sus familiares.

Se observa también la poca coordinación efectiva entre actores estatales y no 
estatales en materia de búsqueda de personas desaparecidas durante el Conflicto 
Armado Interno. Al estancamiento de la Iniciativa de Ley 3590 en el Congreso de la 
República, se suma una serie de factores relacionados con la ausencia de protocolos 
comunes de búsqueda. El trabajo realizado por los actores estatales en este tema 
es muy relevante, pero usualmente aislado, y la falta de cooperación en materia de 
información y su análisis limita los posibles resultados en cuanto a identificaciones, 
justicia y reparación integral. Aunque muy positivamente valorados, los recientes 
impulsos estatales y no estatales para avanzar en este tema deben ir acompañados 
de una voluntad mayor por parte de todos los actores involucrados, así como de 
compromisos específicos y calendarizados, que propicien resultados tangibles e 
integrales para una tarea tan compleja.

Por otra parte, los procesos de exhumación han sufrido una sensible disminución 
de acompañamiento de la Policía Nacional Civil, comprometiendo así la seguridad 
para el personal técnico y acompañantes en terreno, pero especialmente para las 
víctimas. Durante 2012 se notó un deterioro de las condiciones de seguridad para 
quienes participan en las exhumaciones, haciendo aún más necesaria la seguridad a 
personal e instalaciones, y especialmente a las comunidades que participan de dichos 
procesos.

El Monitoreo concluye que se mantiene el incumplimiento estatal respecto de la 
difusión y enseñanza del informe de la CEH. Adicionalmente, durante 2012 se observó 
también un retroceso concretizado en la creciente oposición y cuestionamiento 
respecto de su contenido, que incluye muchas veces voces provenientes del mismo 
Estado. Este discurso no sólo compromete los resultados transicionales respecto del 
conocimiento de la verdad en el país, sino que constituye un indicador de la voluntad 
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estatal para cumplir otros compromisos en materia de verdad, justicia, reparación y 
garantías de no repetición.

Durante el período observado, los esfuerzos más relevantes sobre la difusión del 
Informe de la CEH son producto del trabajo de la sociedad civil con el apoyo de la 
cooperación internacional. Por su parte, en este tema el Estado se ha limitado a cumplir 
con obligaciones surgidas de decisiones proferidas por el Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos.

En materia de la enseñanza del Informe de la CEH a nivel escolar, se valora como 
positiva su inclusión en el pensum escolar. Sin embargo, su estudio resulta aún 
muy superficial, y desligado de un enfoque en materia de derechos humanos que 
permitiría contextualizar mejor su contenido. En particular, se observa la ausencia 
de continuidad entre los hechos históricos anteriores y sucesivos al CAI como un 
obstáculo estructural que impide la mejor comprensión de los hechos descritos en 
el Informe de la CEH.

DERECHO A LA JUSTICIA
Desde finales de 2010 se observa un importante avance en materia de lucha contra 
la impunidad y persecución penal de los responsables por los casos del Conflicto 
Armado Interno. Dichos avances han suspuesto el final, al menos provisional, de un 
estancamiento de más de tres décadas en las investigaciones, así como un avance en 
materia de acceso a la justicia para las víctimas del CAI en Guatemala.

Entre los factores de avance se resalta el papel determinante del Ministerio Público y 
de la Fiscal General, materializado en el impulso a la investigación y persecución penal 
de estos crímenes. Durante el período observado se evidencia el fortalecimiento de la 
Unidad de Casos Especiales del Conflicto Armado Interno, verificable en el incremento 
de su personal y de su presupuesto. Igualmente, la emisión de la Instrucción General 
para la Investigación y Persecución Penal de las Graves Violaciones a los Derechos 
Humanos cometidas durante el Conflicto Armado Interno (Instrucción 2-2011) en 
abril de 2011 supuso también sentar las bases de una necesaria estrategia integral 
para la persecución penal de los casos del Conflicto Armado Interno.

A pesar de dicho fortalecimiento, es necesario señalar también el alto número de 
denuncias del CAI que deben ser atendidas tanto por la Ucecai como las Fiscalías 
distritales del Ministerio Público, que amenazan con desbordar la capacidad de 
trabajo de dichas dependencias. Ante este fenómeno, se amerita un rediseño de la 
estrategia de investigación de cara a conseguir justicia para las víctimas sin renunciar 
a la persecución penal del mayor número posible de responsables por esos hechos.

Respecto de los procesos especiales de averiguación en los casos de desapariciones 
forzadas del CAI a cargo de la Unidad de Averiguaciones Especiales de la Oficina del 
Procurador de los Derechos Humanos, el balance del período es menos alentador. 
En 2009, 2010 y 2012 se logró un número histórico de condenas por estos crímenes. 
No obstante, es recomendable que la estrategia de investigación de estos casos se 
ajuste a dos importantes retos: la complejidad de la investigación y adecuación del 
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tipo penal de desaparición forzada; y el avance en los 31 casos agrupados que todavía 
se encuentran pendientes de esclarecer. Dicho ajuste en la estrategia debe conllevar 
también un incremento del recurso humano y el presupuesto a disposición de la 
Unidad, a fin de que pueda cumplir eficientemente con su mandato.

En relación con la protección de operadores de justicia se evidencia un importante 
avance. Durante el período monitoreado, los departamentos de Seguridad del 
Organismo Judicial y del Ministerio Público asumieron la seguridad de los operadores 
de justicia relacionados con casos del CAI mediante programas de protección. 
Adicionalmente, el traslado de muchos de estos casos a Juzgados y Tribunales de 
sentencia de alto riesgo en Ciudad de Guatemala supuso una disminución del riesgo 
que estos casos generaban para los operadores de justicia a nivel local. Sin embargo, 
persisten dificultades para proteger a testigos de los casos del CAI judicializados, 
principalmente en materia de análisis de riesgo, presupuesto de la Unidad de 
Protección y pertinencia cultural de las medidas a tomar.

Una buena parte de los éxitos obtenidos en la persecución penal de los casos del 
Conflicto Armado Interno verificados durante 2011 se debe a la sistematización y 
análisis de información documental por parte de diversas instituciones estatales y a 
su coordinación eficiente con el Ministerio Público. La atención dada por el Archivo 
Histórico de la Policía Nacional (AHPN) a los requerimientos del Ministerio Público 
y sus peritajes archivísticos han resultado determinantes para la investigación y 
condena de responsables de desapariciones forzadas cometidas durante el CAI. Estos 
avances han permitido profundizar la colaboración interinstitucional mediante la 
instalación de una oficina de investigadores de la Fiscalía de Sección de Derechos 
Humanos en el AHPN.

Respecto de la existencia de un marco legal adecuado para la persecución penal 
de las graves violaciones al derecho internacional cometidas durante el Conflicto 
Armado Interno (y teniendo en cuenta que dicho marco no sólo está referido a la 
ley sino también a la jurisprudencia), se observa la ausencia de criterios unificados 
de persecución penal y de doctrinas jurisprudenciales sobre la adecuación típica de 
hechos delictivos cometidos durante el CAI, y si corresponden a crímenes de guerra 
o de lesa humanidad, según la interpretación del artículo 378 del Código Penal y de 
acuerdo con las obligaciones internacionales del Estado de Guatemala.

Aunque se verifican algunos avances importantes en el período monitoreado, el 
marco legal relevante a las investigaciones relacionadas con la justicia transicional 
presenta aún obstáculos muy relevantes. En primer lugar, persisten los desafíos 
para demostrar cuándo y cómo se perfecciona una desaparición forzada según la 
definición contenida en el Código Penal de Guatemala. La estrategia del Ministerio 
Público orientada a imputar y acusar por este delito en función de la Convención 
Interamericana contra la Desaparición Forzada de Personas ha servido para remediar 
parcialmente esta dificultad. Sin embargo, sigue siendo necesaria una serie de 
acciones legislativas para resolver definitivamente el problema en casos futuros.
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Durante el período analizado, se verifica la persistencia de la constante interposición 
de incidentes procesales por parte de la defensa de imputados de alto perfil como una 
estrategia de dilación procesal tendente a evitar o, al menos retrasar, los juicios. Como 
regla general, tras ser rechazados por diferentes órganos jurisdiccionales en primera 
y segunda instancia, estos incidentes terminan siendo objeto de recursos de amparo. 
Actualmente, el proyecto de reforma de la ley de amparo y exhibición personal 
permanece estancado en el Congreso de la República, sin mayores expectativas de 
aprobación en el corto plazo. En todo caso, se valora muy positivamente la circular 
de la Cámara Penal de la CSJ, que ordena a los jueces que reporten al Colegio de 
Abogados y Notarios de Guatemala la presentación duplicada de amparos. Dicha 
medida constituye un importante esfuerzo judicial para evitar el uso indebido del 
recurso de amparo, aunque no sustituye la necesidad de aprobar las reformas legales 
correspondientes.

DERECHO A LA REPARACIÓN
Sobre la política estatal de reparación, la principal conclusión es que el futuro del 
Programa Nacional de Resarcimiento es incierto. Durante el período monitoreado se 
constató la intención estatal de renovar su vigencia, y el trabajo que se realiza sobre 
un plan con visión hasta 2016, pero ninguno se ha concretado aún. Se prevé que la 
prórroga del Programa se oficializará por medio de un nuevo Acuerdo Gubernativo, 
cuyo borrador fue socializado a finales de 2012 durante un encuentro nacional 
de víctimas. Dicho acuerdo garantizaría la prolongación del mandato del PNR por 
un período no menor a diez años, salvo aprobación previa de la Ley que crearía la 
Secretaría de Derechos Humanos y Paz, cuyo texto no se conoce hasta el corte del 
presente Informe. Este panorama supone abandonar, al menos por el momento, la 
Iniciativa de Ley 3551.

Se valora muy positivamente la voluntad de propiciar diálogo y una mayor participación 
de las víctimas en el proceso de renovación de la vigencia del PNR. Sin embargo, se 
anota que dicho proceso pudiera tener una mejor estructura, y aprovechar insumos 
previos, por ejemplo temas ya incluidos en la Iniciativa de Ley 3551.

Por otra parte, el espacio de diálogo entre el PNR y los representantes de víctimas es 
un paso adecuado hacia la mayor participación de las víctimas. Sin embargo, dicho 
diálogo debe fijar criterios más claros, a fin de aprovechar mejor la participación de 
la sociedad civil. Por ejemplo, aún hace falta trabajar más en detalles cómo evitar 
la dispersión temática en las reuniones de consulta, así como mejores estrategias 
de participación que garanticen una mejor socialización de documentos, la mayor 
participación de hombres y mujeres en las actividades de socialización con el objetivo 
de mejorar la perspectiva de género del PNR y su política de reparación, garantizar la 
participación de las víctimas al nivel más amplio posible, y lograr un acuerdo sobre 
cómo y a qué título se tomarán en cuenta los aportes de las víctimas en el diseño e 
implementación de la política del Programa. La política estatal de reparación podría 
ganar mucho en cuanto a calidad, integralidad y pertinencia si las víctimas tienen 
la posibilidad de expresar a un nivel adecuado sus necesidades y demandas de 
reparación. 
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Sobre la articulación entre el Estado y la sociedad civil en materia de reparación, 
se valora la apertura de mesad de diálogo permanente. No obstante, se observa 
la persistencia de divisiones entre organizaciones representantes de víctimas, que 
dificultan la falta coordinación entre actores estatales y no estatales, y entre actores 
no estatales, a fin de lograr consensos y/o posicionamientos estratégicos comunes. 
Las divisiones organizacionales, así como las dificultades comunicacionales entre la 
capital y las diferentes localidades hacen muy difícil lograr una interacción fluida y 
una adecuada participación de las víctimas, que generan a su vez nuevos problemas 
de confianza, propiciando nuevos fraccionamientos entre las víctimas. 

En cuanto al Plan Estratégico del trabajo del PNR para el período 2012-2016, se observó 
una serie de problemas sustantivos y de forma que dificultan su interpretación a nivel 
local. Por una parte, es poco probable que el personal de las sedes regionales del PNR 
esté entrenado para cambiar tan radicalmente el enfoque de trabajo en muy poco 
tiempo (según lo planeado), comprometiéndose así la efectividad del plan, al menos 
en los primeros años de implementación. Por otra parte, se observa improvisación al 
implementar medidas de reparación a partir del nuevo Plan Estratégico. En concreto, 
los proyectos tienden a iniciar su ejecución antes del desarrollo de políticas y planes, 
con objetivos claros, por lo que la garantía de integralidad y coherencia con la política 
estatal de reparación no puede evaluarse satisfactoriamente.

Sobre la integralidad de la política y las medidas de reparación, se observa un 
retroceso en materia del reconocimiento de la responsabilidad estatal como medida 
de satisfacción moral. En particular, se observa la suspensión en las entregas de 
las cartas de perdón del Estado junto con la entrega de resarcimiento económico. 
La entrega de dinero sin una indicación específica de su naturaleza resarcitoria 
puede fácilmente confundir reparación con beneficencia estatal, desnaturalizando 
los objetivos de la reparación integral a las víctimas de violación a los derechos 
humanos. En este sentido, el principal obstáculo no radica en el tipo de medidas 
incluidas en los planes de reparación, sino en la garantía de integralidad. Por ejemplo, 
los proyectos de inversión productiva priorizados por la actual administración del 
PNR pueden representar ventajas sobre el resarcimiento individual y colectivo. Por 
ejemplo, permite abordar de forma integral fenómenos complejos derivados del CAI. 
Sin embargo, dichos proyectos deben demostrar una coherencia con la política y los 
objetivos de la reparación, y garantizar una integralidad como tal, para no generar 
confusión sobre su fundamento y naturaleza.

Finalmente, respecto de la financiación del Programa Nacional de Resarcimiento, la 
observación realizada permite concluir la persistencia de dificultades para garantizar 
la ejecución efectiva del presupuesto del PNR, debilitando la política estatal de 
reparación respecto de otras entidades estatales. 

Garantías de no Repetición
La reforma a las fuerzas de seguridad del Estado sigue siendo una tarea pendiente 
en Guatemala. La Policía Nacional Civil sigue siendo una institución muy débil, poco 
organizada y conformada por personal escaso, mal entrenado y mal pagado, que poco 
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contribuye a la prevención del delito, y que carece de una perspectiva institucional en 
materia de género y pertinencia cultural.

Esta precariedad de la policía no sólo conlleva a la falta de confianza de la población 
sobre esta institución, sino que refuerza la percepción social de que le seguridad 
ciudadana debe entregarse al Ejército, como se observó de forma creciente durante 
el período monitoreado. De hecho, la re-militarización del país es una realidad 
palpable a todos los niveles urbanos y rurales. Los patrullajes conjuntos se siguen 
promocionando oficialmente como una medida ideal para combatir la violencia 
urbana, a pesar de los escasos resultados obtenidos. Al contrario, la evidente 
continuidad de la dinámica militar empezó a producir ya bajas civiles en el último 
trimestre de 2012, sin mayores consecuencias políticas ni judiciales. 

En este sentido, la falta de reforma a la Ley de Orden Público, la poca priorización 
estatal a la reforma policial, así como la ausencia de pertinencia cultural y de género 
se erigen como obstáculos persistentes en materia de seguridad ciudadana. Más allá 
del incumplimiento de estándares constitucionales e internacionales aplicables en 
materia de vigilancia y seguridad, la ausencia de una reforma a la PNC supone una 
justificación fácil a la implementación de una política de seguridad militarizada en 
Guatemala.

Finalmente, se observa que el racismo sigue siendo un importante obstáculo para 
el avance de la justicia transicional en Guatemala. La participación de los grupos 
indígenas en la vida socio-política del país sigue siendo minoritaria y sujeta a una gran 
desconfianza por parte de la sociedad urbana. En el período observado se documentan 
algunos logros importantes, entre ellos la apertura del juicio por genocidio en el área 
ixil, que lleva implícita una reivindicación de los derechos de los grupos indígenas 
tanto a nivel de la verdad histórica como a nivel de la justicia. Sin embargo, estos 
avances usualmente quedan relegados al campo del pasado, sin considerar en detalle 
la estrecha relación de continuidad entre la violencia sufrida por los indígenas durante 
el Conflicto Armado Interno y la violencia sufrida actualmente. A nivel de percepción 
general, las reivindicaciones y derechos de los grupos indígenas siguen siendo vistos 
como causa de atraso económico y un obstáculo para el crecimiento del país. Es decir: 
como enemigos del Estado. Por ello, se sigue justificando la represión estatal y social 
a los grupos indígenas. 
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VI.  Recomendaciones

Con el propósito de contribuir a la lucha contra la impunidad y a la construcción de 
un pleno Estado de Derecho, Impunity Watch presenta a continuación una serie de 
recomendaciones al Estado de Guatemala, a la sociedad guatemalteca y a la cooperación 
internacional. Las recomendaciones se derivan de los obstáculos identificados en 
este informe, y toman como referencia los instrumentos internacionales relevantes 
en materia de derechos humanos, los Principios para la Protección y Promoción 
de los Derechos Humanos Mediante la Lucha Contra la Impunidad de las Naciones 
Unidas, el informe presentado por el Relator Especial de Naciones Unidas para la 
Promoción de la Verdad, la Justicia, la Reparación y las Garantías de No Repetición 
en 2012, el Informe de la Comisión para el Esclarecimiento Histórico, los Acuerdos 
de Paz de Guatemala, así como una serie de informes de organismos nacionales e 
internacionales relevantes para la justicia transicional y la lucha contra la impunidad 
en el contexto guatemalteco.

Adicionalmente, siguiendo la metodología institucional de Impunity Watch, las 
recomendaciones fueron formuladas tras la realización de una serie de reuniones 
de consulta y discusión con actores sociales involucrados en los temas de la justicia 
transicional en Guatemala. Dichas reuniones fueron realizadas entre octubre 2012 
y marzo 2013, en Ciudad de Guatemala, Nebaj y Cobán. Durante las mismas, IW 
presentó a los asistentes los principales hallazgos de la investigación, recogiendo 
recomendaciones de los participantes respecto de los obstáculos a la verdad, la 
justicia, la reparación y las garantías de no repetición identificadas en el Monitoreo. 
Tras la socialización de los hallazgos, se procedió a conformar mesas temáticas para 
discutirlos de forma grupal, incluyendo representantes del Estado, la sociedad civil 
local, organizaciones sociales nacionales, organizaciones internacionales y miembros 
del cuerpo diplomático acreditado en Guatemala. En total, IW registró más de 100 
asistentes a las reuniones de discusión y consulta.

Como resultado de dicho trabajo participativo, y con base en los hallazgos y 
conclusiones contenidos en el Informe, IW formula las siguientes recomendaciones

A.	 Recomendaciones generales sobre el proceso de justicia transicional
1.	 El Estado de Guatemala debe realizar un pronunciamiento oficial, público y 

definitivo en el cual reafirme su compromiso estatal de cumplir con las medidas 
de justicia transicional necesarias para consolidar un pleno Estado Democrático 
de Derecho. En este sentido, el Gobierno debe garantizar la implementación de 
políticas transicionales de largo plazo y carácter estatal, que institucionalice los 
avances logrados desde la firma de los Acuerdos de Paz en materia de verdad, 
justicia, reparación y no repetición, garantizando la no regresividad de los 
progresos alcanzados. 

2.	 El Presidente de la República, como jefe de Estado y de Gobierno de Guatemala, 
debe garantizar la coherencia entre los compromisos nacionales e internacionales 
legalmente vinculantes y las políticas de su Gobierno. En particular, es necesario 
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asegurar que las políticas implementadas las dependencias del Ejecutivo sobre 
verdad, justicia, reparación y no repetición son acordes con los estándares 
internacionales aceptados por Guatemala, especialmente en materia de lucha 
contra la impunidad y reparación integral por graves violaciones a los derechos 
humanos.

3.	 La Corte de Constitucionalidad debe consolidar las políticas transicionales en 
Guatemala, y  sentar jurisprudencia definitiva respecto de la inaplicabilidad de 
amnistías de jure o de facto a cualquier violación de los Derechos Humanos 
cometidas en el país durante el conflicto armado interno sea quien sea el autor 
de las mismas.

4.	 Las entidades estatales de Guatemala deben apoyar efectivamente los esfuerzos 
realizados por actores no estatales en materia de verdad, justicia, reparación y no 
repetición, evitando su criminalización.

5.	 El Estado de Guatemala, y en particular el Gobierno, debería aprovechar la 
realización del juicio por genocidio ixil como una oportunidad histórica para 
propiciar un debate nacional (con énfasis en las generaciones jóvenes), sobre 
las causas del conflicto armado y los problemas estructurales de la sociedad 
guatemalteca, entre ellas el racismo y la necesidad de reconocer a los diferentes 
grupos indígenas como actores socio-políticos relevantes para el país.

B.	 Sobre el derecho a la verdad
6.	 Es necesario que el Estado, y particularmente el Gobierno, respalde oficialmente 

el Informe de la Comisión de Esclarecimiento Histórico, señalando su valor 
como documento histórico de cara a la reconciliación del país. En concreto, se 
recomienda brindar apoyo a las iniciativas estatales y no estatales tendentes a la 
amplia difusión de dicho Informe, tanto a nivel urbano como rural.

7.	 Se recomienda al Gobierno y, en especial al Ministerio de Educación, incluir las 
causas, hechos y resultados del Conflicto Armado Interno dentro de los programas 
oficiales de estudios, con un enfoque de derechos humanos, a fin de garantizar el 
conocimiento de la historia nacional por parte de las generaciones más jóvenes.

8.	 Se recomienda a la sociedad civil interactuar regionalmente, difundiendo 
iniciativas de memoria histórica local que, en su conjunto, pueden generar 
un proceso de memoria más amplio. Dicha interacción debería priorizar la 
perspectiva de diferentes actores (mujeres, niñez, etc.) y enfocarse en su difusión 
a las generaciones más jóvenes.

9.	 El Gobierno debe respaldar públicamente el trabajo de búsqueda de personas 
desaparecidas y el de exhumaciones, corroborando así su compromiso de luchar 
contra este delito, adquirido al ratificar el Estatuto de Roma. Este apoyo público 
debe materializarse, entre otras, a través de la garantía de acceso a documentos 
públicos relevantes para la búsqueda.
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10.	Las instituciones del Estado encargadas de implementar medidas de justicia 
transicional (SEPAZ, PNR, Copredeh) deben contribuir a la sostenibilidad en el 
largo plazo del proceso de búsqueda de víctimas de desaparición forzada. En este 
sentido, deben apoyar financieramente los procesos de búsqueda de personas 
desaparecidas, procesos de exhumación e inhumación, así como otras diligencias 
administrativas relacionadas con la identificación de personas desaparecidas.

11.	La Policía Nacional Civil debe reanudar el acompañamiento a los procesos de 
exhumación y sus participantes, en particular los familiares de las víctimas, 
garantizando la seguridad de personas y sitios de exhumación.

12.	El Gobierno de Guatemala debe impulsar, mediante un plan concreto, la 
aprobación urgente de la Iniciativa de Ley 3590 (Comisión Nacional de Búsqueda 
de Personas Desaparecidas) y cumplir con compromisos adquiridos a nivel 
nacional e internacional.

13.	El Congreso de la República debe aprobar la Iniciativa de Ley 3590, como una 
medida urgente para el cumplimiento de los compromisos derivados de los 
Acuerdos de Paz en Guatemala.

14.	Los actores estatales (PNR, Inacif, Copredeh, MP, OJ, AHPN, RENAP) y no estatales 
que trabajan en la búsqueda de personas desaparecidas deben coordinar mejor 
sus actividades, a fin de alcanzar mejores resultados. Se recomienda realizar el 
Registro Único de Personas Desaparecidas como primer paso para el desarrollo 
de estándares, protocolos, técnicas y buenas prácticas comunes que garanticen la 
integralidad y sostenibilidad de las iniciativas de búsqueda.

15.	Los actores estatales y no estatales involucrados en la búsqueda de personas 
desaparecidas deben incluir el acompañamiento psicosocial como un eje 
transversal en su trabajo. Se recomienda adoptar el contenido del ‘Consenso 
Internacional de principios y normas mínimas sobre trabajo psicosocial en procesos 
búsqueda e investigaciones forenses para casos de desapariciones forzadas, 
ejecuciones arbitrarias o extrajudiciales’ como una base para desarrollar prácticas 
comunes a la búsqueda en Guatemala.

C.	 Sobre el derecho a la justicia
16.	Actores estatales (Congreso de la República, Ministerio de Gobernación, Ministerio 

Público y Organismo Judicial) y no estatales (sociedad civil y academia) relevantes, 
deberían diseñar e impulsar Iniciativas de Ley para superar los problemas actuales 
del Código Penal en materia de autoría intelectual de delitos. Estas reformas 
normativas resultan necesarias para armonizar la ley penal guatemalteca a 
obligaciones y estándares internacionales, particularmente los derivados del 
Estatuto de Roma.

17.	Como una medida complementaria, se recomienda al Organismo Judicial el 
desarrollo jurisprudencial de criterios de autoría intelectual mediata mediante 
aparatos organizados de poder. Dicha jurisprudencia es necesaria para la 
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persecución penal efectiva de fenómenos macro-criminales derivados del CAI y 
del crimen organizado.

18.	Se recomienda al Ministerio Público construir modelos de imputación y/o 
acusación a autores intelectuales basados en cadenas de mando específicas que 
permitan convencer a los jueces sobre la participación necesaria de imputados 
y/o acusados.

19.	El Organismo Judicial y las instituciones encargadas de diseñar la política criminal 
del Estado (MP y Ministerio de Gobernación) deben promover el desarrollo 
jurisprudencial del artículo 378 del Código Penal, a satisfacción de obligaciones 
internacionales respecto de crímenes de guerra y de lesa humanidad.

20.	Se recomienda al Ministerio Público fijar y estandarizar procesos de selección 
y evaluación de fiscales y auxiliares en función de la naturaleza especial de los 
delitos a investigar. En el caso de la Fiscalía Seccional de Derechos Humanos, se 
recomienda diseñar una prueba de ingreso y actualización (a cargo de Unicap) 
sobre aspectos técnicos especiales derivados de la naturaleza especial de los 
delitos investigados por dicha unidad.

21.	Se recomienda al Ministerio Público y, especialmente a su Unidad de Capacitación, 
mantener las capacitaciones sobre el artículo 378 del Código Penal, incluyendo la 
institucionalización y análisis de la Instrucción General 02-2012. Dicha capacitación 
debería incluirse como parte del pensum regular de estudios de la Unicap.

22.	Se recomienda al Ministerio Público y a los querellantes adhesivos diseñar una 
estrategia general de persecución penal de crímenes cometidos durante el 
Conflicto Armado Interno, que facilite la agrupación de hechos denunciados a 
partir de criterios geográficos y temporales. La implementación de dicha estrategia 
aprovecharía mejor los escasos recursos disponibles, asegurando la sostenibilidad 
del acceso a la justicia para las víctimas en el largo plazo.

23.	Se recomienda al Ministerio Público mantener el énfasis en las Instrucciones 
Generales 02-2011 y 02-2012, y verificar regularmente su aplicación como parte 
de una estrategia general de persecución penal en casos relacionados con el CAI.

24.	Se recomienda a la Policía Nacional Civil reanudar la participación de la DEIC como 
aporte a la investigación penal realizada por la Ucecai del Ministerio Público, 
a fin de colaborar en la investigación de campo y a nivel regional. Para ello es 
necesario contar con un proceso de selección y evaluación continua de los agentes 
designados ante el MP, para asegurar su cualificación técnica y confiabilidad.

25.	Las organizaciones que han actuado como querellantes adhesivas en casos 
relacionados con el CAI deberían trasladar su experiencia a la Unidad de Casos 
Especiales del Conflicto Armado Interno del MP (Ucecai) como aporte para su 
fortalecimiento institucional. Dichos aportes deberían constituirse en importantes 
insumos para una estrategia general de persecución penal por casos del CAI, y 
para que el MP tenga mejores capacidades para investigar el gran número de 
denuncias que no cuentan con un querellante adhesivo ni apoyo legal. De esta 
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forma se contribuiría a la superación del obstáculo de falta de acceso de las 
víctimas a la justicia.

26.	Se recomienda al Organismo Judicial desarrollar jurisprudencia sobre el tipo penal 
de desaparición forzada, a partir de sus elementos relevantes a nivel internacional 
(detención y negación de información) a fin de superar las deficiencias de redacción 
del tipo penal nacional, cumpliendo con las obligaciones internacionales vigentes 
para el Estado.

27.	Se recomienda al Ministerio Público continuar con la interpretación del tipo 
penal de desaparición forzada a partir de la definición internacional (ratificada 
por Guatemala) de sus elementos penales relevantes. Para institucionalizar 
dicha interpretación, se recomienda incluirla dentro de una estrategia general de 
investigación penal para casos de violaciones a los derechos humanos.

28.	La Unidad de Averiguaciones Especiales de la Procuraduría de Derechos Humanos 
debería adoptar una interpretación del tipo penal de desaparición forzada acorde 
con los estándares internacionales y sus elementos esenciales (detención y 
negación de información)

29.	Se recomienda a la Unidad de Averiguaciones Especiales de la Procuraduría de 
Derechos Humanos implementar la estrategia de investigación elaborada en 2012, 
especialmente en lo relacionado con la coordinación necesaria con el Ministerio 
Público a través de la Ucecai.

D.	 Sobre el derecho a la reparación
30.	Se recomienda al Gobierno garantizar la existencia y coherencia institucional 

del PNR como institución encargada de reparar integralmente a las víctimas 
de violaciones a los derechos humanos ocurridas durante el Conflicto Armado 
Interno, de acuerdo con obligaciones estatales y estándares internacionales. 
Para ello es necesario separar las funciones institucionales del PNR y de otras 
dependencias encargadas de implementar otras políticas legítimas de Gobierno, 
como el desarrollo económico. La confusión de mandatos y funciones puede 
generar incertidumbre sobre los objetivos institucionales del PNR y el reparador 
e integral de sus medidas.

31.	El PNR debe continuar los procesos de consulta con las víctimas, incluyendo discusión 
sobre el diseño e implementación de la política y las medidas de reparación, su 
naturaleza y objetivos generales. Dichas consultas deberían legitimarse a partir de 
garantizar la participación social de forma amplia, permanente y representativa, 
incluyendo pertinencia cultural y enfoque de género, a fin de lograr mayor 
integralidad de las reparaciones finalmente implementadas.

32.	Para mejorar la efectividad del diálogo entre Estado y organizaciones de víctimas, 
se recomienda al PNR y a la sociedad civil establecer conjuntamente criterios para 
acordar objetivos y agendas de reuniones, mejorar la comunicación entre la capital 
y las regiones (incluyendo consideraciones lingüísticas y de género). Igualmente, 
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estas estrategias de comunicación deberían incluir oportunidades para discutir y 
auditar los resultados de las reuniones entre el PNR y la sociedad civil.

33.	Se recomienda al PNR mejorar la planificación de las políticas de reparación 
previamente a su implementación, a fin de asegurar la pertinencia e integralidad 
de medidas concretas. En particular, antes de implementar medidas concretas, 
debe considerarse los criterios de selección de beneficiarios y la unificación de un 
Registro Nacional de Víctimas que permita al PNR planificar sus intervenciones 
con base en necesidades temáticas, urgencia y criterios geográficos, entre otros.

34.	Se recomienda al PNR asegurar que su personal a nivel regional cuenta con las 
capacidades técnicas necesarias para implementar nuevas políticas y cambios 
de enfoque de los programas de reparación, a fin de garantizar su efectividad, 
la consecución de los objetivos trazados y su coherencia e integralidad como 
medidas de reparación.

35.	El Gobierno debe fortalecer institucionalmente al PNR a nivel administrativo, 
garantizando la correcta ejecución de su presupuesto institucional. Esto supone 
asegurar que un porcentaje significativo de su presupuesto sea destinado a 
medidas de reparación, y evitar que la baja ejecución derive en transferencias 
hacia otras dependencias estatales.

36.	Las organizaciones de víctimas deben coordinar esfuerzos para implementar 
estrategias conjuntas de lobby a nivel nacional e internacional. A nivel 
nacional podría interactuarse de forma más coordinada ante el Estado. A nivel 
internacional, podría aprovecharse de mejor forma las oportunidades brindadas 
por los mecanismos especiales de las Naciones Unidas y la recientemente creada 
Relatoría Especial para la promoción de la Verdad, Justicia, Reparación y No 
Repetición.

37.	Las organizaciones de víctimas deben reforzar sus capacidades organizacionales a 
nivel técnico y político (democracia interna y representatividad de género), a fin 
de evitar divisionismos, corrupción y problemas de cooptación de líderes.

E.	 Sobre las garantías de no repetición
38.	El Estado en su conjunto debe institucionalizar efectivamente las políticas de 

desarrollo nacional y las políticas contra el racismo, entre otras, prestando 
especial atención a la inclusión social de grupos indígenas en la discusión e 
implementación de los temas nacionales. Particularmente, debe priorizarse el 
desarrollo de políticas educativas que permitan fortalecer capacidades políticas 
y técnicas relevantes para la autogestión y la auto-representación de grupos 
indígenas ante el Estado a nivel local y nacional.

39.	El Estado debe asumir una responsabilidad progresiva en la promoción y gestión 
de políticas y proyectos contra el racismo en Guatemala, institucionalizándolas. 
Para ello debe hacerse una transición gradual de apoyos mayoritariamente 
internacionales a apoyos mayoritariamente estatales.
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40.	Las instituciones públicas y privadas, y particularmente las entidades educativas 
y partidos políticos, deben implementar mecanismos efectivos de participación 
de minorías étnicas, partiendo de buenas prácticas observadas nacional e 
internacionalmente.

41.	El Congreso de la República debe reformar urgentemente la Ley de Orden Público 
vigente en Guatemala, actualizando su contenido a estándares internacionales 
obligatorios, delimitando claramente los ámbitos de actuación de policía y 
ejército, el uso de la fuerza respecto de civiles y los estados de emergencia, de 
acuerdo con los requerimientos de una sociedad democrática.

42.	El Congreso de la República debe otorgar un presupuesto adecuado a la PNC en 
razón a su misión institucional, a fin de fortalecer su proceso de reforma y asegurar 
mejores condiciones laborales para sus miembros, previniendo la corrupción de 
sus miembros.

43.	El Ministerio de Gobernación debería asignar un mayor presupuesto y recurso 
logístico a la Academia de la PNC, a fin de promover efectivamente una mejor 
formación de los miembros de la policía, especialmente por medio de la 
contratación de mejores docentes y más tiempo de instrucción académica y 
práctica.

44.	Se recomienda a la PNC intensificar sus procesos de control interno, especialmente 
los procesos de selección de nuevos policías (incluyendo la intensificación de los 
procesos de llamamiento y reclutamiento para nuevos policías) y de ascenso. Ello 
garantizaría la profesionalidad y ética de los agentes de la PNC y su capacidad para 
generar confianza en la población guatemalteca. 

45.	El Congreso de la República y el Ministerio de Gobernación deben regular de 
forma urgente y estricta el funcionamiento de empresas y grupos de seguridad 
privada, a fin de evitar su participación en delitos, crimen organizado y estructuras 
de tipo paramilitar, especialmente a nivel rural y en áreas de conflictividad social.

46.	Se recomienda a la Comisión de Reforma de la PNC crear mecanismos de 
comunicación y coordinación con actores relevantes de la sociedad civil, 
especialmente a nivel local, a fin de posibilitar su participación en el proceso de 
reforma, e incluir las percepciones y necesidades de la población civil respecto de 
la policía.

47.	La Comisión de Reforma de la PNC debería priorizar la incorporación de un 
mayor número de mujeres e indígenas como miembros de la policía, incluyendo 
rangos de mando, a fin de acercarla a la población, generar mayor confianza y 
desempeñar mejor su rol como institución de prevención de violencia.

48.	La Academia de la PNC debería incorporar los temas de derechos humanos, 
género y multiculturalidad como elementos estructurales de su programa de 
estudios, tanto a nivel de agentes como de personal de mando y administración.
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49.	Las organizaciones sociales que acompañan y asesoran a grupos indígenas deben 
fortalecer sus capacidades técnicas y políticas, así como sobre aspectos normativos 
nacionales e internacionales relevantes, a fin de evitar falsas expectativas entre 
las comunidades acompañadas, y de capitalizar de mejor forma ventanas de 
oportunidad a nivel local, nacional e internacional.

50.	Las organizaciones indígenas, sus acompañantes y asesores deben fortalecer su 
estructura organizacional y garantizar una mayor democracia interna, a fin de evitar 
divisionismos, corrupción y problemas de cooptación de líderes comunitarios.

51.	El Estado debe erradicar efectivamente la criminalización de la protesta social, y 
evitar la mayor concentración de estos ataques en líderes indígenas.

52.	El Ministerio Público y el Organismo Judicial deben estudiar y erradicar, donde 
fuere necesario, el menor acceso de los indígenas a la justicia en procesos 
judiciales, sobre todo a nivel local. En particular, debe analizarse la igualdad ante 
la ley en casos de denuncias cruzadas entre población indígena y no indígena por 
problemas de tierras que involucran desalojos, ocupaciones y titulaciones.

53.	La sociedad civil y la academia deben priorizar el estudio de las relaciones entre 
la violencia común y organizada, las relaciones Estado-Grupos de poder legal 
e ilegal, intereses arraigados y el acceso a la tierra, así como la concentración 
de sus efectos contra los pueblos indígenas y/o comunidades de víctimas, a fin 
de generar políticas de intervención más adecuadas sobre cómo abordar esta 
problemática y sus efectos.

(Nuevo) llamado a la sociedad civil guatemalteca y a la cooperación internacional
Tras El Proceso De Monitoreo A La Justicia Transicional En Guatemala, IW reitera lo 
mencionado En El Informe En El Informe Reconociendo El Pasado, Pues La Necesidad 
De La Coordinación De Esfuerzos Sigue Teniendo Plena Vigencia A La Fecha. 

IW reconoce, y así se ha evidenciado en los temas investigados, la importante labor 
realizada por las organizaciones de víctimas y de derechos humanos en la promoción 
de la verdad, justicia, reparación y no repetición, y mantiene su apoyo y ánimo a 
continuar con dicha labor. Sin embargo, al igual que en 2008, IW les recomienda 
realizar esfuerzos por coordinar sus iniciativas y tareas de incidencia a favor de la 
construcción de un Estado Democrático de Derecho, dejando de lado posibles 
divisiones y superando sus diferencias. Asimismo, les llama a trabajar en comunicación 
y coordinación con las instituciones del Estado cuando ello resulte pertinente y 
oportuno. Esto por cuanto el Estado es un actor indispensable en cualquier proceso 
transicional exitoso, y la institucionalización de las medidas transicionales por 
parte de los órganos estatales es una garantía de democratización a largo plazo. 
Adicionalmente, IW les llama a reconocer y aprovechar en beneficio de las víctimas, 
las ventanas de oportunidad brindadas por el Estado a diferentes niveles.

IW también invita a la cooperación y a la comunidad internacional a continuar 
apoyando el proceso de construcción del Estado Democrático de Derecho en 
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Guatemala, sin abandonar los esfuerzos en la lucha contra la impunidad por los 
crímenes cometidos durante el Conflicto Armado Interno. IW les insta a seguir 
respaldando a largo plazo los procesos de especialización y profesionalización de las 
organizaciones de la sociedad civil, especialmente a nivel local, para monitorear y 
fiscalizar el funcionamiento de las instituciones estatales, litigar casos por violaciones 
a los derechos humanos del CAI y del presente, e impulsar propuestas públicas 
relacionadas con los derechos de las víctimas. En este sentido, es importante la labor 
realizada por la Oficina en Guatemala de la Alta Comisionada de Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos y por el Programa de Acompañamiento a la Justicia 
Transicional – PAJUST/PNUD, asesorando, acompañando y, especialmente, tendiendo 
puentes entre el Estado y la sociedad civil en el diseño e implementación de políticas 
transicionales efectivas.

El apoyo político, técnico y financiero provisto por la cooperación internacional 
ha sido vital para la consecución de los avances verificados hasta el momento en 
Guatemala. Por esta razón, y considerando el contexto y limitaciones actuales, la 
cooperación internacional debe ser aún más coordinada y contar con mecanismos 
efectivos de monitoreo y evaluación de sus programas y proyectos de cara a los 
resultados perseguidos, aceptando que muchos de ellos son a largo plazo y que aún 
se encuentran a medio camino de lograrse.

El apoyo político y el trabajo diplomático que ha estado tradicionalmente vinculado a 
la cooperación internacional, y que actualmente se encuentra bajo un abierto ataque 
en el país, sigue siendo un instrumento indispensable (tal vez ahora más que antes), 
para garantizar la integralidad, la efectividad y la sostenibilidad de la cooperación 
internacional desplegada en Guatemala. La presencia permanente y activa del 
cuerpo diplomático es, muchas veces, la responsable de abrir espacios de diálogo y 
ventanas de oportunidad entre la sociedad civil y el Estado. Por esta razón, IW insta 
a la comunidad internacional a permanecer en Guatemala y a seguir aportando a la 
consolidación democrática en el país.
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